
 

 

 

SR. JUEZ (A) 
JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) ADMINISTRATIVO ORAL  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA  
 
MEDIO DE CONTROL: ACCIÓN D ENULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 11001333704120220018200 
DEMANDANTE: FAMISANAR EPS -NIT. 8300035647 
 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

 
CARLOS ANDRES ABADIA MAFLA, abogado en ejercicio, identificado con cédula de ciudadanía 
No. 14.565.466 de Cartago -Valle., portador de la tarjeta profesional de abogado No. 200.929 del 
C.S.J., actuando en calidad de apoderado sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES- COLPENSIONES, conforme al poder radicado; por medio del presente escrito me 
permito dar CONTESTACIÓN a la demanda, para que mediante sentencia que haga tránsito a 
cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada una de las pretensiones propuestas 
por la parte actora. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa industrial y 
comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de carácter 
especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de 
prima media con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos 
Periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio del artículo 48 de la 
constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle. 

 
La representación legal la ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA identificado con la cédula de 
ciudadanía 12.435.765 quien ejerce su calidad de Presidente según desde 1-11-2018. 

 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, 
número telefónico 2170100. 

 
PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
1.ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias , dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se 



 

 

 

encuentran encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en 
comento y ya señalados, así mismo, es vital resaltar que estas funciones, se encuentran 
amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la actividad 
administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se encuentra 
sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, 
por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 

 
 es claro entonces  que de cara al giro indebido de aportes por parte de la Administradora 
Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES en favor de FAMISANAR EPS E.P.S, existe una 
imprecisión la cual generó un detrimento al erario público, sino además una visible violación a 
los preceptos constitucionales y legales. 

 
Por lo anterior, FAMISANAR  E.P.S., tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por 
concepto de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y 
detallados en el escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de 
hecho y de derecho la devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, 
injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales objeto del litigio. 

 
 2.  ES CIERTO ,  Es un hecho que se extrae de la Resolución DNP 1206 del 2 de julio de 2019, 
mediante la cual ordenó a EPS FAMISANAR S.A.S. reintegrar la suma de SESENTA MILLONES DOSCIENTOS 
SESENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS CINCUENTA PESOS M/CTE ($60.269.550) por concepto de aportes en 
salud realizados desde el mes de diciembre de 2011 hasta el mes de diciembre de 2018 

 
3.ES CIERTO, de conformidad con los soportes que se anexan con el presente escrito de 
demanda, se evidencia que la demandante para cada uno de los actos administrativos 
enjuiciados radico el respectivo recurso dentro del término dispuesto por la normativa. 
 
4.  ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias, dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se 
encuentran encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en 
comento tendientes a desatar los recurso interpuestos por la demandante, así mismo, se resalta 
nuevamente que estas funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad 
derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por 
lo mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por 
parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo allí contenido queda supeditado 
a la decisión de un juez. 
 
5.ES CIERTO PARCIALMENTE, en el sentido de que Colpensiones  expidió la Resolución GDD-DD-
0007 DE 2021, resolviendo el recurso de apelación, a fin de que, entre otras cosas, EPS 
FAMISANAR realice el reintegro de los aportes en salud realizado erróneamente por parte de la 



 

 

 

entidad requirente de los ciudadanos fallecidos para los periodos de diciembre de 2011 hasta el 
mes de diciembre de 2018, aclarando que no es cierto que no se tengan en cuenta los 
argumentos expuestos en el recurso toda vez que el mentado acto administrativo se explica de 
manera clara porque se debe realizar el reintegro de los aportes reclamados por mi representada 
 
6.ES CIERTO, De conformidad con las resoluciones DNP 1916 del 31 de octubre de 2019 GDD y  -
DD 0007 del 2 de febrero de 2021, por medio del cual se resuelve el recurso de apelación y 
ordena a EPS FAMISANAR SAS, la devolución de la suma de SESENTA MILLONES DOSCIENTOS 
SESENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS CINCUENTA PESOS M/CTE ($60.269.550) por concepto de 
aportes en salud realizados erróneamente desde el mes de diciembre de 2011 hasta el mes de 
diciembre de 2018. 

 
7. NO ES UN HECHO, es una apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte 
demandante tendiente a que se despachen favorablemente las pretensiones de la demanda. 
 
8. ES CIERTO, de conformidad con los documentos aportados con el escrito demanda.  

 
FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
Me opongo su señoría a que prosperen todas y cada una de las pretensiones incoadas en la 

demanda contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en vista de que 

las mismas no están llamadas a prosperar por carecer de sustento factico y legal, como se 

demostrará en el momento procesal oportuno. En consecuencia, respetuosamente le solicito al 

Despacho que se abstenga de fallar de manera condenatoria en mérito del asunto, por las 

razones que a continuación se esgrimen en el capítulo de la oposición, hechos y razones de la 

defensa y fundamentos de las excepciones que se enuncian en este escrito. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓNES 1ª, 2ª Y 3ª:  Desde ya ME OPONGO a la que prosperen las presentes 

pretensiónes, encaminadas a que se revoquen de los actos administrativos que se detallaran a 

continuación, a través de los cuales se declaró deudora a la demandante por valor de 

$60.269.550, con base en los siguientes argumentos: 

 

-Resolución DNP 1206 del 02 de julio de 2019 

- Resolución DNP 1916 del 31 de octubre de 2019 

-Resolución GDD -DD 0007 del 2 de febrero de 2021 

 

 En  los demandados actos administrativos  se ordena a FAMISANAR EPS  devolver el valor de  

$ 60.269.550, a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones — Colpensiones. 



 

 

 

 

Lo anterior debido a que como es de conocimiento, toda Administradora de Pensiones, una vez 

reconoce una pensión de vejez, indiscutiblemente, debe proceder a descontar la cotización en 

salud con retroactividad a la fecha a partir de la cual se determina que empieza a devengar la 

pensión y transferirla a la EPS a la cual se encontraba afiliado el trabajador, luego entonces es 

claro que los actos administrativos en mención se expidieron conforme a derecho teniendo en 

cuenta la aplicación de la Ley 100 de 1993 y demás normatividad vigente y aplicable para el 

caso, en lo que respecta a doble pagos de aportes. 

 

En suma el hecho de que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional 

y su ingreso a nómina por parte de Colpensiones, los afiliados, que para estos efectos adquieren 

el estatus de pensionados o jubilados, como consecuencia de ello se extingue la relación laboral 

legal y reglamentaria con su entidad pública empleadora, la cual ya no seguirá siendo 

responsable por la afiliación y pago de las cotizaciones a salud de los trabajadores que se 

pensionan, pues esta obligación, para estos efectos, se traslada a Colpensiones, entidad que 

tendrá a cargo realizar los pagos respectivos, previo descuento del valor del aporte de la mesada 

pensional. 

 

En ese sentido, es preciso destacar que los recursos que se destinan por Colpensiones para 

asumir dichos aportes a salud, son de naturaleza parafiscal y de destinación específica, con las 

características propias que se expondrán a lo largo del presente escrito, por lo que se reitera 

que al existir un doble pago, por lo que se reitera que al existir un doble pago ocasionada por 

concepto de aportes en salud, sin lugar a duda se genera un detrimento patrimonial de los 

recurso del estado. 

 

Así las cosas se tiene que, para el presente asunto hubo un doble pago por concepto de aportes 

en salud, situación que genera un detrimento del patrimonio del estado y se configura una 

destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 4: Desde ya ME OPONGO a la presente pretensión encaminada a que 

se exonere a la demandante al reintegro de los dineros girados por Colpensiones erróneamente, 

como quiera que no es procedente exonerar a la demandada de restituir la suma de 

$60.269.550. 

 

Lo anterior teniendo en cuanta el hecho de que los actos administrativos se encuentran dentro 



 

 

 

de las funciones de mi representada, dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se 

encuentran encaminadas a producir efectos jurídicos, así mismo, es vital resaltar que estas, se 

encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de 

la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial 

se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar 

la presunción, por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 

 

Ahora, las decisiones proferidas por medio de actos administrativos demandados van 

encaminados a la protección del tesoro público de la nación, como da cuenta el artículo 128 de 

nuestra Carta Política, en concordancia con el Artículo 19 de la Ley 4 de 1992, la cual indica que 

nadie podrá recibir más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o 

de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 

determinados por la ley. 

 

Por lo tanto resulta evidente y se reitera el hecho de que no le asiste derecho a la entidad 

FAMISANAR EPS., a percibir un doble pago por concepto de aportes en salud de sus afiliados, 

por cuanto este pago constituye un detrimento del patrimonio del estado y se configura una 

destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales. 

 

FRENTE A LA PRETENSION 5:  Desde ya ME OPONGO a que prospere la pretensión condenatoria 

de condena en costas y cualquier otro tipo de pretensión, toda vez que el Consejo de Estado, 

en la Subsección A de la Sección Segunda, adoptó una postura frente a la condena en costas 

ordenando que ellas se deben generar luego de efectuar un análisis objetivo valorativo, en ese 

sentido dispuso:  

 

El concepto de costas incluye las agencias del derecho que corresponden a los gastos por 

concepto de apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a 

favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en los numerales 3° y 4º del 

artículo 366 del CGP , y que no necesariamente deben corresponder al mismo monto de los 

honorarios pagados por dicha parte a su abogado 

 

los cuales deberán ser fijados contractualmente entre éstos conforme los criterios previstos en 

el artículo 28 numeral 8.º de la ley 1123 de 2007. 

 

Ahora bien, a raíz de la expedición del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 



 

 

 

Contencioso Administrativo, en anteriores oportunidades y en materia de condena en costas, 

la Subsección A sostuvo que el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, no implicaba la condena de 

manera “automática” u “objetiva”, frente a aquel que resultara vencido en el litigio. Ello, en 

consideración a que debían observarse una serie de factores, tales como la temeridad, la mala 

fe y la existencia de pruebas en el proceso sobre los gastos y costas en el curso de la actuación, 

en donde el juez debía ponderar dichas circunstancias y sustentar la decisión, existiendo un 

margen de análisis mínimo en el que el juez evaluara las circunstancias para imponerla, sin 

embargo, en esta oportunidad la Subsección A varía aquella posición y acoge el criterio objetivo 

para la imposición de costas (incluidas las agencias en derecho) al concluir que no se debe 

evaluar la conducta de las partes (temeridad o mala fe).  

 

Se deben valorar aspectos objetivos respecto de la causación de las costas, tal como lo prevé el 

Código General del Proceso, con el fin de darle plena aplicación a su artículo 365.  

 

Las razones son las siguientes:  

[…]  

El análisis anterior permite las siguientes conclusiones básicas sobre las costas:  

a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en costas, al pasar de un 

criterio “subjetivo” –CCA a uno “objetivo valorativo” – CPACA-.  

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” sobre costas, es decir, 

se decidirá, bien sea para condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las 

precisas reglas del CGP.  

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el expediente el juez 

revise si las mismas se causaron y en la medida de su comprobación. Tal y como lo ordena el 

CGP, esto es, con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad del abogado 

efectivamente realizada dentro del proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la mala 

fe o temeridad de las partes.  

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se fijará atendiendo la 

posición de los sujetos procesales, pues varía según sea la parte vencida el empleador, el 

trabajador o el jubilado, estos últimos más vulnerables y generalmente de escasos recursos, así 

como la complejidad e intensidad de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887  

e) de 2003 Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura).  

f) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, por lo que el 

juez en su liquidación no estará atado a lo así pactado por éstas.  

g) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el despacho de primera 



 

 

 

o única instancia, tal y como lo indica el CGP, previa elaboración del secretario y aprobación del 

respectivo funcionario judicial.  

h) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia.  

 

De lo anterior se avizora, que no basta con que una de las partes solicite la condena en costas, 

sino que debe sustentar su generación, pues la nueva postura de la del Honorable Consejo de 

Estado - Sección Segunda, cuya jurisprudencia es vinculante, a más de ser objetiva, es valorativa 

y exige la causación y respectiva prueba de las costas exigidas para que el operador de justicia 

pueda proceder a imponer la respectiva condena. 

  

En razón a que la relación entre el abogado representante y la parte representada no se puede 

presumir como laboral por el simple acto de la representación, es necesario que por lo menos 

se anexe al expediente copia del contrato de prestación de servicios o el acuerdo de 

contraprestación al que hayan llegado las partes, para que así el juez derive una verdadera 

generación de agencias en derecho que concluya con una posible condena en costas. 

 

Como se aprecia en lo manifestado anteriormente, me opongo a las pretensiones de la 

demanda, por lo expuesto en las razones de hecho y de derecho y solicito desde ahora se 

desvincule a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, de todas ellas 

conforme a lo que resulte probado en el presente proceso. 

 

FRENTE A LA PRETENSION 6: La presente no está estructurada propiamente como una 

pretensión, sin embargo se hace necesario aclarar que al perfeccionarse el traslado de recursos 

a las EPS y de éstas al FOSYGA hoy ADRES, tras el cumplimiento de los 12 meses1 que tenía 

COLPENSIONES para refutar esos pagos, sin que se hubiera hecho, se configura una destinación 

irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales, por lo tanto en nada 

desdibuja el hecho de que la Administradora Colombiana de Pensiones realice los trámites 

necesarios para salvaguardar el erario público y evitar un detrimento del mismo. 

 

En suma es de vital importación destacar que en el caso que los recursos ya hayan sido 

compensados ante Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga) o a quien haga sus veces, para el 

pago de estas acreencias se efectuarán cruces de cuentas sin operación presupuestal, con base 

en las transferencias del Presupuesto General de la Nación que se hayan entregado a los fondos 

de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), para lo cual se harán las operaciones contables que se 

requieran Norma que a pesar de no expresar una derogatoria expresa, al ser posterior prevalece 

sobre los decretos citados, como así lo ordena el artículo 2° de la ley 153 de 1887, sino que 



 

 

 

además ratifica la competencia de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, de exigir 

la devolución de los aportes que se hubieran efectuado a las Empresas Promotoras de Salud, 

siempre que se determine administrativa o judicialmente la improcedencia de los mismos, 

condición, que como se expuso en acápite anterior no fue desvirtuada por la hoy demandante, 

entidad que no desconoce la inconstitucionalidad de los aportes efectuados. 

 

En consecuencia, Colpensiones puede ejercer las acciones de cobro que no están prescritas y 

proceder a solicitar la devolución de los recursos. Por lo demás, es preciso destacar que la 

controversia no se puede limitar a definir cuál es el término administrativo que se debe tener 

en cuenta para solicitar la devolución del pago de lo no debido, pues acá se supera dicha barrera 

al establecerse elementos fácticos que denotan la inconstitucionalidad, ilegalidad y afrenta 

directa al marco jurisprudencial del sistema general de pensiones, sino que es pertinente referir 

si las EPS y el Fosyga hoy Adres están habilitados legalmente para recibir, administrar y disponer 

de recursos provenientes del sistema General de Seguridad Social en pensiones. Para el efecto, 

es preciso reiterar que los recursos que administra el Fosyga hoy ADRES, son de naturaleza 

parafiscal con una destinación específica, 

  

la financiación del sistema de seguridad social en salud, y al recibir recursos parafiscales por 

parte de Colpensiones, los cuales tienen una destinación específica para financiar el sistema 

pensional, se estaría configurando una extralimitación legal en el ejercicio de sus competencias. 

 

De conformidad a lo anterior, se estima que las sumas de dinero giradas al sistema de salud no 

estarían afectadas por el fenómeno de la caducidad o la prescripción y, por ende, son 

susceptibles de ser reintegradas a la Administradora a través de las medidas administrativas o 

contables a que haya lugar. 

 

Es pertinente indicar que, si el juez lo considera, el ADRES también tiene que responder por el 

giro indebido de aportes, por cuanto los recursos pagados erróneamente, fueron dirigidos a 

esta entidad por parte de la EPS. 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Para el caso que nos ocupa es pertinente señalar como primera medida que a la demandante 
FAMISANAR EPS., no le asiste el derecho al reconocimiento de las pretensiones reclamadas, esto 
es, a que se le exonere de la devolución de los aportes indebidamente girados por la 
Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, por concepto de aportes en salud, ya 



 

 

 

que al realizar el estudio del caso se determinó que las mismas no son procedentes por carecer 
de sustento, esto en relación con lo ya esboza do a la largo del presente escrito. 
 
Ahora bien, para resolver la presente controversia jurídica, es necesario abordar la normatividad 
vigente en el tema participantes del Sistema General de Seguridad Social en salud, para lo cual 
me permito traer a colación apartes del artículo 157 de la Ley 100 de 1993. 
 
“A partir de la sanción de la presente Ley, todo colombiano participará en el servicio esencial de 
salud que permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Unos lo harán en su condición 
de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como 
participantes vinculados” 
 
Con relación a lo anterior, el Artículo 26 del Decreto 806 de 1998, indica que son afiliados 
obligatorios al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, entre 
otros, las siguientes personas: 
 
“[…]C. Los pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sobrevivientes o sustitutos;[…]” 
 
En el marco de las disposiciones enunciadas, es clara la obligación de los pensionados por vejez, 
invalidez, sobrevivientes o sustitutos, de cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
a través del fondo de pensiones, sobre los ingresos provenientes de la mesada pensional. 
 
De lo anterior, se desprende que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento 
pensional y su ingreso a nómina por parte de Colpensiones, los afiliados, que para estos efectos 
adquieren el estatus de pensionados o jubilados, como consecuencia de ello se extingue la 
relación laboral legal y reglamentaria con su entidad pública empleadora, la cual ya no seguirá 
siendo responsable por la afiliación y pago de las cotizaciones a salud de los trabajadores que se 
pensionan, pues esta obligación, para estos efectos, se traslada a Colpensiones, entidad que 
tendrá a cargo realizar los pagos respectivos, previo descuento del valor del aporte de la mesada 
pensional. 
 
En ese sentido, es preciso destacar que los recursos que se destinan por Colpensiones 
 
para asumir dichos aportes a salud, son de naturaleza parafiscal y de destinación específica, con 
las características propias que ya fueron desarrolladas en líneas precedentes. 
 
Ahora bien, y en este punto radica el origen de la coyuntura problemática. Se evidenció por parte 
de Colpensiones que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional frente 
a determinados servidores públicos, de su correspondiente ingreso a nómina, la consecuente 
deducción y pago de los aportes en salud de dichos pensionados con cargo a recursos parafiscales 
del Sistema de Seguridad Social en pensiones y con destino las EPS correspondientes, los 



 

 

 

referidos pensionados de manera simultánea mantenían el vínculo laboral con sus empleadores, 
de tal suerte que, de conformidad con el artículo 157 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 26 del 
Decreto 806 de 1998, junto con sus empleadores y en la proporción legal correspondiente, 
también estaban realizando los pagos por aportes al Régimen de Seguridad Social en Salud. 
 
De lo anterior, se desprende que los pagos realizados por Colpensiones respecto de sus 
pensionados, servidores públicos activos, por concepto de aportes al Sistema de Seguridad Social 
en Salud, fueron erróneamente girados a las cuentas de las EPS correspondientes y de éstas a su 
vez al FOSYGA. Lo anterior, en tanto ya el empleador y el trabajador, en sus proporciones legales 
correspondientes, habían asumido las referidas cotizaciones al amparo de la relación legal y 
reglamentaria. 
 
Por otro lado, es necesario tener presente lo dispuesto en el Decreto 1281 de 2002 posterior a 
los hechos que se ponen de presente, en cuyo artículo 4o prevé lo siguiente: 
 
Cuando el administrador fiduciario del Fosyga o cualquier entidad o autoridad pública, en el 
ejercicio de sus competencias o actividades como participante o actor en el flujo de caja, detecte 
que se presentó apropiación sin justa causa de recursos del sector salud, en los eventos que 
señale el reglamento, solicitará en forma inmediata las aclaraciones respectivas o su reintegro, 
el cual procederá a más tardar dentro de los veinte días siguientes a la comunicación del hecho. 
 
Cuando la situación no sea subsanada o aclarada en el plazo señalado se informará de manera 
inmediata y con las pruebas correspondientes a la Superintendencia Nacional de Salud quien 
ordenará el reintegro inmediato de los recursos y adelantará las acciones que considere 
pertinentes. 
 
Cuando la apropiación o reconocimiento a que alude este artículo sea evidenciada por el actor 
que maneja los recursos, éste deberá reintegrarlos en el momento en que detecte el hecho. 
 
En el evento en que la apropiación o reconocimiento sin justa causa se haya producido a pesar 
de contarse con las herramientas, información o instrumentos para evitarlo, los recursos deberán 
reintegrarse junto con los respectivos intereses liquidados a la tasa de interés moratorio 
establecida para los impuestos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, DIAN. Cuando la apropiación se presente pese a la diligencia del respectivo actor o 
por circunstancias que escaparon a su control, los recursos deberán reintegrarse debidamente 
actualizados por el Índice de Precios al Consumidor. 
 
Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que no se compensen deben ser 
transferidos a las subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la conciliación 
mensual. 
 



 

 

 

De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las 
consideraciones, se concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al 
Fosyga, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin 
que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual no procede la figura de la prescripción 
ni la caducidad. 
 
Conclusiones 
 

1. Las acciones administrativas y legales para recuperar las cotizaciones pagadas 
erradamente al Sistema General de Salud no están afectadas por el fenómeno de la prescripción 
ni la caducidad. 

 
2. Es jurídicamente viable que COLPENSIONES ejerza las acciones administrativas y 

legales encaminadas a recuperar los recursos indebidamente girados a las EPS y de éstas al 
Fosyga. 

 
3. Que, por tanto, se entiende por esta entidad que se debe cobrar directamente a 

la EPS los valores girados a la misma por concepto de aportes en salud por mesadas que se 
encuentran bajo prohibición de doble asignación del tesoro público. 

 
Más adelante, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha entendido 

que la acepción de la palabra tributo hace referencia al género y las contribuciones hacen parte 
de la especie. Tal explicación encuentra sustento en la Sentencia C - 134 del 2009, 

M. P. Mauricio González Cuervo, en donde al resolver una demanda de 
inconstitucionalidad en contra de algunos artículos del estatuto de vigilancia y seguridad privada 
Decreto Ley 356 de 1994, se dejó por sentado lo siguiente: 

 
Naturaleza jurídica de los cobros por concepto de “credenciales”, “licencias” y “multas”. 

3.1. El Estado exige cargas económicas a los particulares en función de la realización de sus 
cometidos y, específicamente, prestaciones evaluables en dinero como medio financiero de la 
actividad estatal. Así, en términos generales, son tributos las prestaciones pecuniarias 
establecidas por la autoridad estatal, en ejercicio de su poder de imperio, para el cumplimiento 
de sus fines. Los tributos consisten en impuestos, contribuciones y tasas (como se desprende del 
artículo 338 de la Constitución Política), según la intensidad del poder de coacción y el deber de 
contribución implícito en cada modalidad. 3.2. La doctrina ha fijado los elementos que deben 
concurrir en un tributo para ser definido como tasa, así: 

 
(i) prestación tributaria establecida por norma legal o con fundamento en ella; (ii) 

titularidad del Estado, directa o indirecta; (iii) cuantificación referenciada al costo del servicio o 



 

 

 

del bien de que se trate; (iv) relación directa del contribuyente con una actividad de interés 
público o un bien de dominio público, a través de su solicitud. 
 
4. La potestad tributaria: titularidad. 4.1. La Constitución Política radica la potestad 
tributaria en los cuerpos representativos de elección popular: “En tiempo de paz, solamente el 
Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán 
imponer contribuciones fiscales o parafiscales (...)” (Constitución Política, art. 338, inciso 1). 
Tratándose de tributos del orden nacional, corresponde al Congreso de la República “establecer 
contribuciones fiscales, y excepcionalmente, contribuciones parafiscales (...)” (Constitución 
Política, art. 150, numeral 12). 4.2. La expresión “contribuciones fiscales” ha de entenderse en 
un sentido lato, como sinónimo del concepto genérico de tributo, fuente de los denominados 
ingresos tributarios; lo mismo, tratándose la voz impuesto, cuyo alcance corresponde a la noción 
de tributo. En ambos casos, la Carta Política incurre en la impropiedad de confundir el género y 
la especie. Pero una interpretación sistemática de la Constitución, fundada en los principios de 
legalidad y representación, conduce a concluir que sólo a través de ley pueden establecerse 
impuestos, tasas y contribuciones. 
 
A su vez, la Sentencia C - 430 del 1 ° de julio de 2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, al decidir 
acerca de las contribuciones al sistema de seguridad social en salud, estableció: 
 
La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha atribuido a las cotizaciones efectuadas al 
Sistema de Seguridad Social en Salud, el carácter de “contribuciones parafiscales”, definidas 
como gravámenes establecidos con carácter obligatorio por la ley para un determinado sector, 
en que tales recursos se utilizan en su beneficio, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley 225 
de 1995. Las contribuciones parafiscales no son otra cosa que un instrumento de intervención 
del Estado en la economía destinado a extraer recursos de un sector económico, para ser 
invertidos en el propio sector, al margen del 
 
presupuesto nacional, en donde su afectación a un propósito específico es su característica 
fundamental. Así, las contribuciones parafiscales en tanto gravámenes, se encuentran 
ineludiblemente sujetas a los principios de legalidad y reserva de ley, progresividad, equidad y 
eficiencia como cualquier otro tributo. 
 
Argumentos que sirven de sustento, para efectivamente concluir que los aportes en salud por 
tener el carácter de parafiscales están sujetos a la prescripción consagrada en el Estatuto 
Tributario Art. 817. Término de prescripción de la acción de cobro acción de cobro de las 
obligaciones fiscales, prescribe en el término de cinco (5) años, contados a partir de: 
 
1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno Nacional, para 
las declaraciones presentadas oportunamente. 
 



 

 

 

2. La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las presentadas en forma 
extemporánea. 
 
3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación con los mayores 
valores. 
 
4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o discusión. 
 
La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de los Administradores 
de Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos, o de los servidores públicos de 
la respectiva administración en quien estos deleguen dicha facultad y será decretada de oficio o 
a petición de parte. 
Ahora bien, la interrupción de la prescripción se dio cuando COLPENSIONES notifica a la NUEVA 
E.P.S., de las resoluciones donde solicita la devolución de aportes, cumpliendo cabalmente con 
lo consagrado en el artículo 818 del Estatuto Tributario, que señala. 
 
El término de la prescripción de la acción de cobro se interrumpe por la notificación del 
mandamiento de pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, por la admisión de la 
solicitud del concordato y por la declaratoria oficial de la liquidación forzosa administrativa. 
 
Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a correr de nuevo 
desde el día siguiente a la notificación del mandamiento de pago, desde la terminación del 
concordato o desde la terminación de la liquidación forzosa administrativa. 
 
El término de prescripción de la acción de cobro se suspende desde que se dicte el auto de 
suspensión de la diligencia del remate y hasta: 
 
La ejecutoria de la providencia que resuelve la situación contemplada en el artículo 567 del 
Estatuto Tributario. 
 
El pronunciamiento definitivo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el caso 
contemplado en el artículo 835 del Estatuto Tributario. 
 
Aunado a lo expuesto, y en gracia de discusión, es necesario indicar que en el caso de marras 
existe un patrón común, el cual consiste en la concurrencia de servidores públicos y trabajadores 
oficiales, que, estando activos en el servicio, percibieron a su vez una mesada pensional, por 
concepto de pensión de vejez, reconocida por esta entidad, devengando dos asignaciones 
provenientes del tesoro público. 
 
Hecha la salvedad anterior, es menester indicar el artículo 128 de la Constitución Política de 
Colombia establece: 



 

 

 

ARTÍCULO 128. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir 
más de una asignación que provenga del tesoro público, o de Asimismo, en consonancia con lo 
anterior, ha sostenido la Sala: 
 

Al respecto, debe decirse que, siendo claro el mandato contenido en el artículo 143 de la Ley 100 
de 1993, no queda más al pensionado que asumir el pago de las cotizaciones al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, resultando natural que lo haga desde el momento mismo en que 
ostenta tal calidad. 
 
Es lógico pensar que debe el convocante aportar para efectos de la financiación del sistema 
contributivo, de tal forma que, a pesar de que no hubo prestación del servicio de salud por cuanto 
en estricto sentido no estaba aún afiliado, mal puede ignorar el sentenciador la carga que a aquél 
le impone la ley de pagar los aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, precisamente en 
razón a su condición de pensionado. 
 
Ciertamente, de no efectuarse los descuentos del retroactivo pensional para el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, no sólo se desconocerían los principios que debe observar la 
prestación del servicio público esencial de seguridad social consagrados en el artículo 2 de la Ley 
100 de 1993, en especial, los de universalidad y solidaridad, sino también los rectores del servicio 
público de la seguridad social en salud de que trata específicamente el Decreto 1920 de 1994. 
Adicionalmente, se advierte que, al no efectuarse el descuento de los aportes para salud, podrían 
verse comprometidos los derechos del convocante de acceder a los servicios de alto costo que 
requieren un mínimo de semanas cotizadas, conforme lo dispone el artículo 164 de la Ley 100 de 
1993. 
 
En este orden de ideas, debe tenerse en cuenta que los actos administrativos que reconocen una 
pensión son declarativos de un derecho y no constitutivos de él, por tal razón y debido a que es 
obligatorio cotizar en salud sobre los ingresos que se perciben por pensión, toda administradora 
de pensiones una vez reconocida la misma, debe proceder a descontar la cotización en salud con 
retroactividad a la fecha a partir de la cual se determina que empieza a devengar la pensión y 
transferirla a la EPS a la cual se encontraba afiliado el trabajador. 
 

Acatando las disposiciones normativas señaladas, esta Administradora emitió los respectivos 
actos administrativo a través de los cuales se ordenó la devolución de aportes a salud a la NUEVA 
E.P.S. S.A., pues en dichos casos se presentó una doble asignación por parte del tesoro público, 
consistente en la retribución salarial como servidores públicos y/o trabajadores oficiales y la 
mesada pensional, en virtud de la pensión de vejez reconocida por parte de esta entidad, lo que 
generó un doble pago por concepto de aportes a salud a favor de la NUEVA EPS S.A., pues esta 
última recibió los aportes provenientes del empleador. 
 
Adicional a lo anterior, dentro de los presupuestos procesales de la acción de nulidad y 



 

 

 

restablecimiento del derecho se encuentra el referente a que no haya operado el fenómeno 
jurídico de la caducidad el cual se presenta cuando la demanda no se interpone dentro del término 
fijado por el legislador. 
 
El derecho al acceso a la administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 
procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón por la cual, se han 
establecido legalmente términos de caducidad para racionalizar el ejercicio del derecho de 
acción, so pena de que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía 
judicial. 
 

Sentencia C-832 de 8 de agosto de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil: 
 
La caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual: “(…) el 
legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que 
tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su 
fundamento se haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad 
jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede 
derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La 
caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede 
iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter 
irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique 
su ocurrencia”. 
 
Ahora bien, es importante resaltar que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud 
de aportes, previsto en normas anteriores tal como el Decreto 4023 de 2011, fue derogado por 
la ley 1873 de 2017, que en su artículo 119 determina: 
 
“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán 
solicitar en cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas 
Promotoras de Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de 
personas fallecidas o que se determine administrativamente o judicialmente que no era 
procedente el giro de estos aportes.” 
 
En el caso que los recursos ya hayan sido compensados ante Fondo de Solidaridad y Garantía 
(Fosyga) o a quien haga sus veces, para el pago de estas acreencias se efectuarán cruces de 
cuentas sin operación presupuestal, con base en las transferencias del Presupuesto General de 
la Nación que se hayan entregado a los fondos de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), para lo cual se 
harán las operaciones contables que se requieran Norma que a pesar de no expresar una 
derogatoria expresa, al ser posterior prevalece sobre los decretos citados, como así lo ordena el 



 

 

 

artículo 2° de la ley 153 de 1887, sino que además ratifica la competencia de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES, de exigir la devolución de los aportes que se hubieran efectuado 
a las Empresas Promotoras de Salud, siempre que se determine administrativa o judicialmente la 
improcedencia de los mismos, condición, que como se expuso en acápite anterior no fue 
desvirtuada por la hoy demandante, entidad que no desconoce la inconstitucionalidad de los 
aportes efectuados. 
 
De todo lo antes expuesto se colige, en primer lugar que los actos administrativos demandados 
no adolecen de las causales de nulidad y en segundo lugar, que la E.P.S., si está en la obligación 
de proceder al reintegro de los aportes para salud efectuados durante los periodos señalados en 
cada uno de los actos administrativos, y por tanto la EPS tiene el deber legal de devolver las 
sumas cobradas por COLPENSIONES. 
 
Finalmente, es menester citar el salvamento de voto de la Dra NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE 
PEÑARANDA, en salvamento de voto (Asunto: REINTEGRO DE APORTES AL SISTEMA DE SALUD, 
en el expediente de referencia No.18- 0084-01, del 04 de junio del 2020) en un caso similar: 
 
Que de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política respecto al derecho irrenunciable 
de la seguridad social que a la letra prescribe: 
 
“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 
 
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
 
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la 
Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. 
 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005, el nuevo texto 

 
es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 
Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda 
pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan 
con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la 
sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas.Nótese que conforme con el precepto 
constitucional citado, la seguridad social constituye un servicio público de carácter obligatorio, la 
cual debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del Estado con sujeción a los 



 

 

 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Además, el Estado, con la participación de los 
particulares, tiene la obligación de ampliar progresivamente la cobertura del servicio, de 
garantizar los derechos y la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, siendo este último 
concepto, una herramienta para asegurar la realización sostenible de los derechos fundamentales 
y específicamente para la efectividad del pago de las prestaciones futuras de talante pensional 
 
Ahora bien, también debe precisarse que los recursos destinados a la seguridad social, ya sea que 
provengan de aportes directos de los empleadores, de los trabajadores, del Estado o de cualquier 
otro actor, tienen necesariamente destinación específica, entendida esta como la necesidad de 
invertirlos nuevamente en el sistema, en beneficio de todos aquellos que se favorecen de él. 
 
En estas condiciones, para la suscrita magistrada es claro que la naturaleza jurídica de los dineros 
por concepto de aportes a SALUD que COLPENSIONES pagó indebidamente a las EPS 
(correspondió a cotizaciones respecto de pensionados erróneamente reconocidos y se realizó un 
doble pago), son recursos que pertenecen al Sistema de la Seguridad Social en Pensiones y su 
destino es específico, y no es otro que el pago de las pensiones.” (negrilla y subrayado fuera del 
texto) 
 
CASO EN CONCRETO 
 
De todo lo antes expuesto se colige, en primer lugar que los actos administrativos demandados 
No adolecen de las causales de nulidad y en segundo lugar, que la ENTIDAD PROMOTORA DE 
SALUD FAMISANAR S.A.S NIT. 8300035647., si está en la obligación de proceder al reintegro de 
los aportes para salud efectuados durante los periodos señalados en cada uno de los actos 
administrativos, y por tanto dicha EPS tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por 
COLPENSIONES, ya que no solo desconoce el proceso consagrado en el decreto único 
reglamentario del sector salud, sino que perpetua en el tiempo una destinación irregular de 
aportes parafiscales que no podían causarse. 
 
Sobre el tema en particular y en un caso análogo, se resalta un nuevo pronunciamiento plasmado 
en el salvamento de voto de la Magistrada NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE PEÑARANDA, 
proceso: EXPEDIENTE No. 18-0070-01 del 4 de junio de 2020 extractamos lo siguiente: 
 
“En efecto, es tan diáfano la imprescriptibilidad de los rubros objeto de litis que el propio 
legislador en la Ley 1873 de 2017 en su artículo 119 de manera expresa determinó que 
COLPENSIONES podrá solicitar en cualquier tiempo la devolución de los recursos que se llegaren 
a establecer la no procedencia del giro de estos aportes. En ese contexto, entender que las 
cotizaciones pagadas incorrectamente por la mentada Administradora de Pensiones se 
encontraban sujetas al término dictado en el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011, es desconocer 
la naturaleza jurídica y constitucional de estos recursos, los cuales al erigirse como el sustento 
financiero de las prestaciones pensionales futuras tienen el carácter de una relación indivisible e 



 

 

 

inescindible con el derecho al reconocimiento de la pensión, la cual, reitero, se encuentra 
excluida del fenómeno de la prescripción, lo que conlleva que tales pagos deban tener el mismo 
tratamiento jurídico y por ende COLPENSIONES tiene la facultad de cobrar tales dineros en 
cualquier tiempo” 
 
Finalmente se reitera que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de aportes, 
previsto en las normas anteriores, fue derogado por la ley 1873 de 2017, que en su artículo 119 
determina: 
 
“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. Las 
Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán solicitar 
en cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas 
Promotoras de Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de 
personas fallecidas o que se determine administrativamente o judicialmente que no era 
procedente el giro de estos aportes.” 

 
EXCEPCIONES 

 
Con el debido respeto formulo las siguientes excepciones contra la demanda formulada: 
 
EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
PRIMERA: EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 12 DEL DECRETO 4023 DE 
2011, POR OPOSICIÓN AL ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 

 

 



 

 

 

Aunado a lo anterior es pertinente resaltar que la normativa en comento no determina de 
manera expresa un plazo de caducidad para la acción de cobro o un término de prescripción del 
derecho a cobrar los recursos girados erróneamente a las EPS, máxime cuando los aportes 
realizados por Colpensiones a las EPS se realizan con cargo a los recursos del Sistema General de 
Pensiones, los cuales dada su parafiscalidad solo pueden ser utilizados en los términos previstos 
por la ley, esto es, el cubrimiento de los riesgos de invalidez, vejez y muerte de los afiliados al 
Régimen de Prima Media. 
 
De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las 
consideraciones, se concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al 
Fosyga, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin 
que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual no procede la figura de la prescripción 
ni la caducidad. 
 
De la excepción de inconstitucionalidad y sus generalidades. 
 
La Carta Política de 1991 adoptó en su artículo 4.to la excepción de inconstitucionalidad, 
contemplando que «La Constitución es norma de normas» y que «En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales». Se subraya 
 
Frente a este mecanismo, la Corte Constitucional ha decantado que se configura como un deber 
de las autoridades, en el evento en que detecten una contradicción entre una norma aplicable y 
un precepto constitucional, de inaplicar, en el caso concreto, la norma inconstitucional. Como 
finalidad ulterior, la excepción de inconstitucionalidad persigue salvaguardar la primacía de la 
Constitución a través de un control difuso. 
 
La institución bajo estudio puede ser impetrada a petición de parte, o aplicada de oficio por la 
autoridad o el operador de justicia, siempre que se esté bajo alguna de las siguientes 
circunstancias: 

 
1. La norma sea contraria a los cánones superiores y no se haya producido un 
pronunciamiento sobre su constitucionalidad; 
 
2. La regla formalmente válida y vigente reproduce en su contenido otra que haya sido 
objeto de una declaratoria de inexequibilidad por parte de la Corte Constitucional o de nulidad 
por parte del Consejo de Estado, en respuesta a una acción pública de inconstitucionalidad o 
nulidad por inconstitucionalidad según sea el caso; o 

 
3. En virtud de la especificidad de las condiciones del caso particular, la aplicación de la norma 



 

 

 

acarrea consecuencias que no estarían acordes a la luz del ordenamiento iusfundamental. En 
otras palabras, “puede ocurrir también que se esté en presencia de una norma que, en abstracto, 
resulte conforme a la Constitución, pero no pueda ser utilizada en un caso concreto sin vulnerar 
disposiciones constitucionales”. 

 
Ahora, debe mencionarse que para el presente caso es aplicable el artículo 119 de la ley 1873 de 
2017 establece: 

 
“Articulo 119. Devolución de aportes pertenecientes al Sistema General de Pensiones. Las 
entidades administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán 
Solicitar en cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las 
empresas promotoras de Salud Y Al Ministerio De Salud Y Protección Social, por concepto de 
aportes de personas fallecidas o que se determine administrativamente o judicialmente que 
no era procedente el giro de estos aportes.” 
 

Ante el caso, se debe decir que, teniendo en cuenta que se trata de un error, aquellos dineros 
cancelados indebidamente e injustificadamente deben ser retornados a la administradora de 
pensiones. 
 
En razón de lo anterior, se expidió el Decreto 4023 de 2011, el cual previó la situación sub 
examine en su artículo 12, lo cual significa que desarrolló un procedimiento para efectuar la 
devolución de los aportes realizados de forma errónea. 
 
No obstante, dicha norma trae consigo unos preceptos que en abstracto resultan ajustados a la 
Constitución, pero que de ser aplicados en el presente caso resultarían inconstitucionales, razón 
por la cual deben ser inaplicados por el juez, en tanto cumplen con los requisitos disyuntivos 
jurisprudenciales de aplicación de la excepción de inconstitucionalidad comoquiera que i) el 
artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 no ha sido objeto de control abstracto de 
constitucionalidad; y ii) la aplicación del artículo 12 de dicho decreto acarrearía consecuencias 
que no están acordes al ordenamiento iusfundamental. 
 
Frente a la primera condición, al tratarse de un hecho notorio la inexistencia de un 
pronunciamiento de constitucionalidad que recaiga sobre el artículo 12 del Decreto, no precisa, 
pues, de mayores argumentaciones. 
 
En lo atinente al postulado referido a que el precepto contenido en el artículo 12 del Decreto 
4023 de 2011 (sobre el procedimiento para la devolución de aportes) de ser aplicado al caso 
concreto implicaría una vulneración al ordenamiento iusfundamental, se debe aseverar, sin 
asomo de duda, que requiere de una argumentación más juiciosa. 
 
Primariamente, es menester exponer que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 estatuye el 



 

 

 

procedimiento de reintegro de pagos erróneamente efectuados, para cual exige que la solicitud 
debe presentarse al Fosyga (hoy Adres) por parte de la EPS o de la entidad obligada a cotizar 
(EOC), dentro de los 12 meses siguientes a la fecha de pago o, si las cotizaciones fueren anteriores 
a la entrada en operación de las cuentas maestras, dentro de los 12 meses siguientes a la entrada 
en vigencia del Decreto 674 de 2014 (2/abr/2014) el cual modificó al 4023 de 2011 y trajo los 
términos antes descritos y los puntos de partida para iniciar su conteo –caducidad–. 
 
Ahora, analizado el asunto de marras, es evidente que Colpensiones adelantó la gestión de 
devolución de aportes por fuera de los 12 meses establecidos en el decreto infraconstitucional, 
por lo que a la fecha no existiría medida alguna que tomar, y el dinero, en virtud del artículo 4 
del plurimencionado decreto, ya pudo haber sido utilizado para alguna de las siguientes 
destinaciones: 

 
a. Para el pago de las unidades de pago por capitación, prestaciones económicas y demás gastos 

autorizados por la ley; o 
 

b. si hubiere superávit, hasta el 5 % del proceso de giro y compensación que se genere 
mensualmente, para la constitución de una reserva en el patrimonio de la subcuenta para 
futuras contingencias relacionadas con el pago de UPC y/o licencias de maternidad y/o 
paternidad del Régimen Contributivo. 

 
Es decir, que a los recursos de Colpensiones -resáltese que son recursos de la seguridad 
social-, se les dio una destinación oficial diferente, pues fueron dirigidos para al pago de las 
UPC, ora a un fondo de reserva del régimen contributivo. 
 
Dicho lo anterior, nos encontramos frente a una violación directa al artículo 48 superior 
(perteneciente al catálogo de DD. FF.), el cual establece en su inciso tercero que «[…] No se 
podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella», y más adelante, en su inciso quinto (adicionado por el Acto Legislativo 01 
de 2005) ordena que «El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del 
Sistema Pensional». 
 
De los precitados apartes constitucionales se derivan dos conclusiones: 
 

1. Que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 vulnera la orden constitucional de que los 
recursos de la seguridad social no pueden usarse para fines diferentes a ella. A esta conclusión 
se arriba porque los recursos de Colpensiones, girados erróneamente en forma de aportes a la 
EPS actora, son de la seguridad social, y se les está dando una destinación oficial diferente para 
la que fueron asignados, esto es, para la administración del régimen de prima media con 
prestación definida. 
 



 

 

 

Si bien, a priori, se podría decir que de los recursos que Colpensiones no solicitó a tiempo su 
devolución igualmente fueron destinados a la seguridad social, pues la Adres, entidad también 
de la seguridad social, se apropió de ellos, por lo que no hay vulneración alguna a la Carta Política, 
se manifiesta categóricamente que esta interpretación carece de sentido lógico. 

 
De tener por cierta la anterior afirmación, sería lo mismo que aceptar la idea descabellada de 
que cuando en el presupuesto general de la nación se realiza una asignación al sector defensa y 
por error la Caja de Sueldos de la Policía Nacional realiza un pago de lo no debido a la Caja de 
Retiro de las Fuerzas Militares nada ocurre, puesto que –ilógicamente– los recursos están 
destinados a la misma finalidad, cual es el sector defensa. 
 
Sentado lo precedente, resta decir que cuando la Constitución Política de 1991 se refirió a que 
no se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad social para fines 
diferentes a ella, no lo hizo lato sensu, sino que se refería a que a los recursos asignados a las 
diferentes entidades que componen el sistema de la seguridad social no se les podría dar una 
destinación diferente para la que fueron asignados, verbi gratia, Colpensiones no puede usar los 
dineros del régimen de prima media con prestación definida para reconocer una pensión que por 
ley le corresponde a la UGPP bajo la excusa de que finalmente el dinero de la pensión reconocida 
forma parte de la seguridad social y no se le está dando una destinación diferente. 
 
Luego entonces, la interpretación que se le debe dar al imperativo constitucional es que los 
recursos asignados a cada entidad de la seguridad social, no pueden ser destinados a finalidades 
distintas que las que obedezcan a los objetivos de cada ente. 
 
A lo que se pretende llegar con lo anterior, es que a los dineros que Colpensiones giró 
erróneamente a la accionante se le dio una finalidad diferente, que si bien, en sentido amplio, 
terminaron en la seguridad social, en estricto sentido no era la finalidad para la que estaban 
determinados puesto que el Estado los destinó para el régimen de prima media con prestación 
definida y no para el pago de unidades por capitación, ni para la constitución de fondos de 
reservas del régimen contributivo. 
 
Así las cosas, se incumplió con el mandato superior de no darle a los recursos de la seguridad 
social una destinación diferente a ella, ya que, como quedó sentado en líneas precedentes, 
cuando se destinan recursos de una entidad para las finalidades de otra, aunque ambas 
pertenezcan a la seguridad social, resalta de bulto la destinación oficial diferente, en cuanto a 
que las distintas entidades del estado, inclusive cuando pertenecen al mismo sector o sistema, 
tienen objetivos diferentes. 

 
En síntesis, de ser aplicado el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011, y declarar la nulidad de los 
actos administrativos por considerar el despacho que la solicitud de devolución fue 
extemporánea y violó el debido proceso, se incurriría es una violación al ordenamiento 



 

 

 

iusfundamental, bajo el entendido que la máxima guardadora de la Constitución Política, ha 
sostenido desde vieja data que la seguridad social (art. 48 C. P.) se erige como derecho 
fundamental en el ordenamiento jurídico colombiano, y no acatar el mandato de no darle una 
destinación diferente a los recursos de la seguridad social, so pretexto del cumplimiento de una 
norma adjetiva infraconstitucional (Decreto 4023 de 2011) atenta contra la concepción social y 
de Derecho bajo la cual se edifica el ordenamiento constitucional nacional, donde en la cúspide 
de la pirámide normativa se encuentra la Constitución Política como norma de normas. 

 
2. Que en el caso concreto el artículo 12 pone en peligro la sostenibilidad financiera del sistema 

pensional, en el entendido que da vía libre a haya un empobrecimiento sin causa de Colpensiones 
cuando no solicite dentro de los 12 meses la devolución de aportes, y deja a mi representada 
desprovista de herramientas jurídicas, tanto administrativas como judiciales, para poder 
recuperar el dinero. 
 
En ese sentido, debe el juzgador inaplicar, en el sub iudice, la norma de inferior jerarquía (Decreto 
4023 de 2011) por atentar contra el orden iusfundamental al violar al derecho fundamental a la 
seguridad social contenido en el artículo 48 de la Carta Magna; la presente excepción de 
inconstitucionalidad se debe ejecutar, asimismo, sustentada en el mandato contenido en el Acto 
Legislativo 03 de 2011 consistente en que «La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y 
Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica», 
es decir, que la rama judicial debe colaborar de forma integrada con la ejecutiva cuando 
evidencie la existencia de fenómenos que puedan poner en peligro la sostenibilidad fiscal de la 
nación. 
 
 
En suma, atando todos los cabos, y a manera de conclusión final solo resta solicitar a su señoría, 
se sirva acoger los presentes argumentos y, en consecuencia, inaplique po inconstitucional, en el 
caso concreto y con efectos interpartes, el artículo 12 del Decreto 4023 de 2012, y en ese hilo 
conductual, mantenga incólume los actos administrativos expedidos por la Administradora 
Colombiana de Pensiones. 

 
SEGUNDA: INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO A CARGO DE COLPENSIONES 
 
Consiste en que no ha nacido derecho a reclamar contra COLPENSIONES, pero le asiste la 
obligación a la FAMISANAR  EPS, ya que los pagos de COLPENSIONES por concepto de aportes al 
Sistema de Seguridad Social en Salud, fueron erróneamente girados a las cuentas de la EPS 
correspondientes y de éstas a su vez al FOSYGA. Lo anterior, en tanto ya el empleador y el 
trabajador, en sus proporciones legales correspondientes, habían asumido las referidas 
cotizaciones al amparo de la relación legal y reglamentaria. 

 
COLPENSIONES, en su labor administradora realizo el agotamiento del trámite administrativo 



 

 

 

para solicitar la devolución de los recursos erróneamente girados a la EPS, y para efectos de 
aterrizar al asunto, el Decreto 4023 de 2011, modificado por el Decreto 674 de 2014, estableció 
el término de 12 meses contados a partir del respectivo recaudo para efectuar la revisión y 
ajustes requeridos para lograr la compensación de los recursos En el mismo sentido de lo 
referido, pero para efectos de realizar el procedimiento de devolución de cotizaciones erradas, 
en este caso, teniendo como destinatario a COLPENSIONES, se advirtió normativamente que 
dicha solicitud de devolución debía efectuarse dentro de los 12 meses siguientes a la fecha de 
pago. Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que no se compensen, deben ser 
transferidos a las subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la conciliación 
mensual. 
 
Por lo tanto la presente excepción se configura por cuanto al perfeccionarse el traslado de 
recursos a las EPS y de éstas al FOSYGA, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía 
COLPENSIONES para refutar esos pago, sin que se hubiera hecho, se configura una destinación 
irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales. Además, hay que 
recordar es obligación de COLPENSIONES ejercer las acciones administrativas y legales 
encaminadas a recuperar los recursos indebidamente girados a las EPS y de éstas al Fosyga. 

 
                          TERCERA : BUENA FE: 

 
COLPENSIONES en todas sus actuaciones tiene que someterse al imperio de la constitución 
Nacional y de la Ley, conforme lo prescriben entre otros los Artículos 121, 122 y 128 de la Carta 
Política, siendo esto lo que ha acatado hasta el momento. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “Como principio general del derecho, 
(la buena fe) ha sido reconocido por la jurisprudencia colombiana especialmente desde 1935, 
citándose la jurisprudencia y doctrina francesa y sobre todo el artículo 1603 del Código Civil 
Colombiano: “Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo 
que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la 
obligación, o que por la ley pertenecen a ella”. Norma que tiene su correspondencia en numerosos 
artículos del Código Civil y que en la década del treinta también tendrá en Colombia importante 
tratamiento doctrinal: “De ahí que se hable de la buena fe como de un criterio primordial en la 
interpretación de las convenciones, gracias al cual el juez puede sacar triunfante la equidad sobre 
los rigores del formalismo”. 
 
“El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el Código 
Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época del 
Tribunal Supremo del Trabajo: “El principio de la buena fe, que no es nuevo, sino que data de las 
mejores tradiciones romanas, debe presidir la ejecución de los contratos, incluido el de trabajo”. 
Sentencia ésta proferida el 9 de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la buena fe 
sino la mala fe, en los siguientes términos:”  “La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- 



 

 

 

debe ser la deducción acertada hecha sobre la plena comprobación de hechos precisos de 
naturaleza incompatible con la bona fide, como lo sería, en tratándose de la buena fe contractual, 
la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una negociación celebrada con un 
incapaz, que mostrara un aprovechamiento inhonesto del estado de inferioridad en que ocurrió 
una de las partes a su celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad 
para obtener un indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los valores. Sin 
olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es exigible buena 
fe en los negocios de hecho, conformada probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada 
caso” 
 
Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de COLPENSIONES surge precisamente de la 
estricta aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder 
o negar prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del 
acto que garantiza seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia permite 
revestir además bajo la égida de la buena fe el reconocimiento o negación pensional por lo que 
es de carga exclusiva del demandante controvertir tanto la presunción legal del acto como la 
buena fe en la decisión.   
 

                         CUARTA: LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EMITIDOS:  
 
La totalidad de actos administrativos demandados, no adolecen de incompetencia, falsa 
motivación, desviación de poder, ni fueron emanados con vulneración al debido proceso y al 
principio de buena fe. 
 

                         QUINTA: PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD: 
 
Sin que de ninguna manera se entienda reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidas 
por el demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que 
eventualmente se hubiese causado a favor del demandante y que de conformidad con las normas 
legales y con las probanzas del juicio, quedara cobijado por el fenómeno de la prescripción y la 
caducidad. 
 

                          SEXTA: GENÉRICA O INNOMINADA:  
 
De manera respetuosa se presenta está excepción con el fin de que se aplique cuando se 
demuestre cualquier medio de defensa a favor de la entidad demandada, en ese sentido se 
declaren las demás excepciones que resulten dentro del proceso. 
 
 
 
 



 

 

 

MEDIOS DE PRUEBAS 
 

Solicito de manera respetuosa se tengan como pruebas Documentales las siguientes: 
 

• Expediente Administrativo del demandante (medio magnético). 

 
FRENTE A LAS PRUEBAS APORTADAS POR LA PARTE DEMANDANTE 

 

Las solicitadas por la actora son conducentes para el proceso, pero no otorgan nuevos juicios de 
valor que sean suficientes como para que el señor(a) juez efectúe declaración o condena alguna 
en contra de mi defendida. 

 
ANEXOS 

 

1. Expediente administrativo. 

 

NOTIFICACIONES 
 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 
• El suscrito en a los correos electrónicos: 

utabacopaniaguab7@gmail.com,carlosabadia111@gmail.com 
 
 
 
 

 

Cordialmente, 

 

 

 

_________________________________ 

CARLOS ANDRES ABADIA MAFLA  

C.C. No. 14.565.466 de Cartago Valle  

T.P. No. 200.929 del C.S.J. 

mailto:utabacopaniaguab7@gmail.com,carlosabadia111@gmail.com


 

 

 

SR. JUEZ (A) 
JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) ADMINISTRATIVO ORAL  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA  
 
MEDIO DE CONTROL: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 11001333704120220022900 
DEMANDANTE: MEDIMAS EPS NIT. 9010974735 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

 
CARLOS ANDRES ABADIA MAFLA, abogado en ejercicio, identificado con cédula de ciudadanía No. 
14.565.466 de Cartago -Valle., portador de la tarjeta profesional de abogado No. 200.929 del C.S.J., actuando 
en calidad de apoderado sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 
COLPENSIONES, conforme al poder radicado; por medio del presente escrito me permito dar 
CONTESTACIÓN a la demanda, para que mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se 
absuelva a mi representada de todas y cada una de las pretensiones propuestas por la parte actora. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa industrial y comercial del 
estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de carácter especial, vinculada al 
Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 
incluyendo la administración de los beneficios económicos Periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 
de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley 
que los desarrolle. 

 
La representación legal la ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA identificado con la cédula de ciudadanía 
12.435.765 quien ejerce su calidad de Presidente según desde 1-11-2018. 

 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número 
telefónico 2170100. 

 
PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
1.ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias , dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento y ya señalados, así 
mismo, es vital resaltar que estas funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad 
derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo 
mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de 
quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de 



 

 

 

un juez. 
 
Por lo anterior es claro que de cara al giro indebido de aportes por parte de la Administradora Colombiana 
de Pensiones - COLPENSIONES en favor de la NUEVA E.P.S. S.A., existe una imprecisión la cual generó un 
detrimento al erario público, sino además una visible violación a los preceptos constitucionales y legales. 
 
Por lo anterior, la NUEVA E.P.S., tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por 
concepto de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y detallados 
en el escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de hecho y de derecho la 
devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional 
de los recursos parafiscales objeto del litigio. 
 

 
2.  ES CIERTO , De conformidad con el mandato establecido en la Ley que dentro de sus obligaciones, 
además del pago de mesadas pensionales, está la de realizar descuentos por salud en atención a lo 
establecido en el Artículo 1º de la Ley 1250 de 2008, en el porcentaje del 12% del valor de la mesada 
pensional, estos recursos son girados a las diferentes entidades promotoras de salud donde se 
encuentran afiliados los pensionados 

 
3. ES CIERTO, Mediante resolución No. 843 de 22 de agosto de 2001 el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 
– ISS -, ordenó reconocer y pagar una pensión de invalidez bajo los parámetros y condiciones de la Ley 
100 de 1993 a favor del señor QUINTERO RIOS JEURIEL, identificado (a) con CC No. 7,538,355 en cuantía 
de $203.826, oo. efectiva a partir de 01 de septiembre de 1998 
 
4. ES CIERTO, Que Colpensiones Mediante resolución No. SUB 205411 de 25 de septiembre de 2020, la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, Declara la extinción del 
reconocimiento y pago de la pensión de Invalidez del señor QUINTERO RIOS JEURIEL a partir de 03 de 
septiembre de 2020. 
 
5. NO ME CONSTA, Es un hecho que deberá ser probado en el transcurso del presente proceso 
 
6. NO ME CONSTA, Es un hecho que deberá ser probado en el transcurso del presente proceso   
  

 
7.ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias , dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento y ya señalados, así 
mismo, es vital resaltar que estas funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad 
derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo 
mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de 
quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de 
un juez. 
 



 

 

 

Por lo anterior es claro que de cara al giro indebido de aportes por parte de la Administradora Colombiana 
de Pensiones - COLPENSIONES en favor de la MEDIMAS EPS ., existe una imprecisión la cual generó un 
detrimento al erario público, sino además una visible violación a los preceptos constitucionales y legales. 
 
Por lo anterior, la MEDIMAS EPS , tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por 
concepto de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y detallados 
en el escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de hecho y de derecho la 
devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional 
de los recursos parafiscales objeto del litigio. 
 
8. ES CIERTO, Que Colpensiones COLPENSIONES expide la Resolución No. 2021_6482906_9 SUB- 135908 
del 08 de JUNIO de 2021 a través de la cual ordena a MEDIMÁS EPS SAS EN LIQUIDACIÓN la devolución 
de $9,094,000.00 por concepto de mayor valor girado. 
 
9. ES CIERTO, Que la Resolución No. 2021_6482906_9 SUB- 135908 del 08 de JUNIO de 2021 fue 
notificada a MEDIMÁS EPS SAS EN LIQUIDACIÓN el pasado 02 de agosto de 2021. 
 
10. ES CIERTO, de conformidad con los soportes que se anexan con el presente escrito de demanda, se 
evidencia que la demandante para cada uno de los actos administrativos enjuiciados radico el respectivo 
recurso dentro del término dispuesto por la normativa. 
 
11. ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias, dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento tendientes a 
desatar los recurso interpuestos por la demandante, así mismo, se resalta nuevamente que estas 
funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo 
de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se 
encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, 
por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 
 
12 ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias, dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento tendientes a 
desatar los recurso interpuestos por la demandante, así mismo, se resalta nuevamente que estas 
funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo 
de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se 
encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, 
por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 
 
13. ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias, dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento tendientes a 
desatar los recurso interpuestos por la demandante, así mismo, se resalta nuevamente que estas 



 

 

 

funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo 
de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se 
encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, 
por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 
 
15. ES CIERTO, De conformidad con los documentos aportados con el escrito de la demanda. 
 
16. ES CIERTO, De conformidad con los documentos aportados con el escrito de la demanda. 

 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Me opongo su señoría a que prosperen todas y cada una de las pretensiones incoadas en la demanda 

contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en vista de que las mismas no están 

llamadas a prosperar por carecer de sustento factico y legal, como se demostrará en el momento 

procesal oportuno. En consecuencia, respetuosamente le solicito al Despacho que se abstenga de fallar 

de manera condenatoria en mérito del asunto, por las razones que a continuación se esgrimen en el 

capítulo de la oposición, hechos y razones de la defensa y fundamentos de las excepciones que se 

enuncian en este escrito. 

 

PRETENSIONES DECLARATIVAS  

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 1 Me opongo a que prospere la pretensión dirigida a obtener la nulidad del 

numeral SEGUNDO de la Resolución No. 2021_6482906_9 SUB 135908 del 08 de junio de 2021, que 

ordena a MEDIMÁS EPS EN LIQUIDACIÓN, devolver el valor de $9,094,000.00, por concepto de mayor 

valor de los aportes, a favor de Colpensiones, la razón de mi oposición se fundamenta en que el acto 

administrativo atacado no adolecen de las causales de nulidad teniendo en cuenta que MEDIMAS EPS 

SAS., se encuentra en la obligación de proceder al reintegro de los aportes para salud efectuados durante 

las vigencias desde septiembre de 2017 al mes de marzo de 2021 los periodos señalados en el acto 

administrativo, y por tanto dicha EPS, tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por 

COLPENSIONES, ya que no solo desconoce el proceso consagrado en el DECRETO ÚNICO 

REGLAMENTARIO DEL SECTOR SALUD, sino que perpetua en el tiempo una destinación irregular de 

aportes parafiscales que no podían causarse. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 2: Desde ya ME OPONGO a que prospere la pretensión dirigida a obtener la 

nulidad de las RESOLUCIÓNES NÚMERO RADICADO No. 2021_9105469 SUB- 264360 del 08 de OCTUBRE 

de 2021 Que resuelve Recurso de Reposición el cual decide confirmar la resolución inicial RESOLUCIÓN 

No. 2021_6482906_9 SUB- 135908 del 08 de JUNIO de 2021., la razón de mi oposición se fundamenta 

en que el acto administrativo atacado no adolecen de las causales de nulidad ya que MEDIMAS EPS S.A.S 

se encuentra en la obligación de reintegrar las sumas de dinero por concepto de descuentos en salud 



 

 

 

efectuados para las vigencias desde septiembre de 2017 al mes de marzo de 2021, toda vez que con ello 

se estaría desconociendo el proceso consagrado en el DECRETO ÚNICO REGLAMENTARIO DEL SECTOR 

SALUD, y se estaría perpetuando en el tiempo una destinación irregular de aportes parafiscales que no 

podían causarse con motivo de la doble asignación del tesoro público y por ende a la administradora de 

salud, una en calidad de pensionado y otra como servidor público, sin un sustento legal que soportara la 

viabilidad de percibir de forma simultánea dichos pagos. 

 

FRENTE A LA PRETENSION 3: Desde ya ME OPONGO a que prospere la pretensión dirigida a obtener la 

nulidad de la resolución Resoluciones No. 2021_9105469 SUB- 264360 del 08 de OCTUBRE de 2021 Que 

resuelve Recurso de Reposición el cual decide confirmar la resolución inicial RESOLUCIÓN No. 

2021_6482906_9 SUB- 135908 del 08 de JUNIO de 2021.., la razón de mi oposición se fundamenta en 

que el acto administrativo atacado no adolecen de las causales de nulidad ya que MEDIMAS EPS S.A.S se 

encuentra en la obligación de reintegrar las sumas de dinero por concepto de descuentos en salud 

efectuados para las vigencias desde septiembre de 2017 al mes de marzo de 2021, toda vez que con ello 

se estaría desconociendo el proceso consagrado en el DECRETO ÚNICO REGLAMENTARIO DEL SECTOR 

SALUD, y se estaría perpetuando en el tiempo una destinación irregular de aportes parafiscales que no 

podían causarse con motivo de la doble asignación del tesoro público y por ende a la administradora de 

salud, una en calidad de pensionado y otra como servidor público, sin un sustento legal que soportara la 

viabilidad de percibir de forma simultánea dichos pagos. 

 

 

PRETENSIONES DE RESTABLECIMIENTO 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 4: Desde ya ME OPONGO a la presente pretensión encaminada a que se 

exonere a la demandante al reintegro de los dineros girados por Colpensiones erróneamente, como 

quiera que no es procedente exonerar a la demandada de restituir la suma de NUEVE MILLONES 

NOVENTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS PESOS M/CTE $9.094.900. 

 

Lo anterior teniendo en cuanta el hecho de que los actos administrativos se encuentran dentro de las 

funciones de mi representada, dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 

encaminadas a producir efectos jurídicos, así mismo, es vital resaltar que estas, se encuentran 

amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la actividad 

administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto 

a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo 

allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 

 

Ahora, las decisiones proferidas por medio de actos administrativos demandados van encaminados a la 

protección del tesoro público de la nación, como da cuenta el artículo 128 de nuestra Carta Política, en 

concordancia con el Artículo 19 de la Ley 4 de 1992, la cual indica que nadie podrá recibir más de una 



 

 

 

asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte 

mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley. 

 

Por lo tanto resulta evidente y se reitera el hecho de que no le asiste derecho a la entidad NUEVA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A. – NUEVA EPS S.A., a percibir un doble pago por concepto de 

aportes en salud de sus afiliados, por cuanto este pago constituye un detrimento del patrimonio del 

estado y se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos 

parafiscales. 

 

Así mismo, es importante traer a colación que la seguridad social constituye un servicio público 
de carácter obligatorio, la cual debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del 
estado con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Además, el estado, 
con la participación de los particulares, tiene la obligación de ampliar progresivamente la 
cobertura del servicio, de garantizar los derechos y la sostenibilidad financiera del sistema 
pensional, siendo este último concepto, una herramienta para asegurar la realización sostenible 
de los derechos fundamentales y específicamente para la efectividad del pago de las 
prestaciones futuras de talante pensional. A lo anterior, debe precisarse que los recursos 
destinados a la seguridad social, ya sea que provengan de aportes directos de los empleadores, 
de los trabajadores, del estado o de cualquier otro actor, tienen necesariamente destinación 
específica, entendida esta como la necesidad de invertirlos nuevamente en el sistema, en 
beneficio de todos aquellos que se favorecen de él. En ese orden de ideas es claro que la 
naturaleza jurídica de los dineros por concepto de aportes a salud que Colpensiones pagó 
indebidamente a las EPS (correspondió́́́ a cotizaciones respecto de pensionados erróneamente 
reconocidos y se realizó́́́ un doble pago), son recursos que pertenecen al sistema de la seguridad 
social en pensiones y su destino es especifico, y no es otro que el pago de las pensiones. 
 
FRENTE A LA PRETENSION 5: ME OPONGO  a que prospere la pretensión dirigida a restablecer el derecho 

y dejar sin efectos el acto administrativo demandado, toda vez que MEDIMAS EPS S.A.S está en la 

obligación de proceder al reintegro de los aportes para salud efectuados durante los periodos señalados 

en cada uno de los actos administrativos, y por tanto esta EPS tiene el deber legal de devolver las sumas 

cobradas por COLPENSIONES, ya que no solo desconoce el proceso consagrado en el DECRETO ÚNICO 

REGLAMENTARIO DEL SECTOR SALUD, sino que perpetua en el tiempo una destinación irregular de 

aportes parafiscales que no podían causarse 

 

FRENTE A LA PRETENSION 6 :  ME OPONGO a que prospere la pretensión condenatoria de condena en 

costas y cualquier otro tipo de pretensión, toda vez que el Consejo de Estado, en la Subsección A de la 

Sección Segunda, adoptó una postura frente a la condena en costas ordenando que ellas se deben 

generar luego de efectuar un análisis objetivo valorativo, en ese sentido dispuso:  

 

El concepto de costas incluye las agencias del derecho que corresponden a los gastos por concepto de 



 

 

 

apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte 

vencedora atendiendo a los criterios sentados en los numerales 3° y 4º del artículo 366 del CGP , y que 

no necesariamente deben corresponder al mismo monto de los honorarios pagados por dicha parte a 

su abogado los cuales deberán ser fijados contractualmente entre éstos conforme los criterios previstos 

en el artículo 28 numeral 8.º de la ley 1123 de 2007. 

 

Ahora bien, a raíz de la expedición del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en anteriores oportunidades y en materia de condena en costas, la Subsección A sostuvo 

que el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, no implicaba la condena de manera “automática” u “objetiva”, 

frente a aquel que resultara vencido en el litigio. Ello, en consideración a que debían observarse una serie 

de factores, tales como la temeridad, la mala fe y la existencia de pruebas en el proceso sobre los gastos 

y costas en el curso de la actuación, en donde el juez debía ponderar dichas circunstancias y sustentar la 

decisión, existiendo un margen de análisis mínimo en el que el juez evaluara las circunstancias para 

imponerla, sin embargo, en esta oportunidad la Subsección A varía aquella posición y acoge el criterio 

objetivo para la imposición de costas (incluidas las agencias en derecho) al concluir que no se debe evaluar 

la conducta de las partes (temeridad o mala fe).  

 

Se deben valorar aspectos objetivos respecto de la causación de las costas, tal como lo prevé el Código 

General del Proceso, con el fin de darle plena aplicación a su artículo 365.  

 

Las razones son las siguientes:  

[…]  

El análisis anterior permite las siguientes conclusiones básicas sobre las costas:  

a) El legislador introdujo un cambio sustancial respecto de la condena en costas, al pasar de un criterio 

“subjetivo” –CCA a uno “objetivo valorativo” – CPACA-.  

b) Se concluye que es “objetivo” porque en toda sentencia se “dispondrá” sobre costas, es decir, se 

decidirá, bien sea para condenar total o parcialmente, o bien para abstenerse, según las precisas reglas 

del CGP.  

c) Sin embargo, se le califica de “valorativo” porque se requiere que en el expediente el juez revise si las 

mismas se causaron y en la medida de su comprobación. Tal y como lo ordena el CGP, esto es, con el pago 

de gastos ordinarios del proceso y con la actividad del abogado efectivamente realizada dentro del 

proceso. Se recalca, en esa valoración no se incluye la mala fe o temeridad de las partes.  

d) La cuantía de la condena en agencias en derecho, en materia laboral, se fijará atendiendo la posición 

de los sujetos procesales, pues varía según sea la parte vencida el empleador, el trabajador o el jubilado, 

estos últimos más vulnerables y generalmente de escasos recursos, así como la complejidad e intensidad 

de la participación procesal (Acuerdo núm. 1887  

e) de 2003 Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura).  



 

 

 

f) Las estipulaciones de las partes en materia de costas se tendrán por no escritas, por lo que el juez en 

su liquidación no estará atado a lo así pactado por éstas.  

g) La liquidación de las costas (incluidas las agencias en derecho), la hará el despacho de primera o única 

instancia, tal y como lo indica el CGP, previa elaboración del secretario y aprobación del respectivo 

funcionario judicial.  

h) Procede condena en costas tanto en primera como en segunda instancia.  

 

De lo anterior se avizora, que no basta con que una de las partes solicite la condena en costas, sino que 

debe sustentar su generación, pues la nueva postura de la del Honorable Consejo de Estado - Sección 

Segunda, cuya jurisprudencia es vinculante, a más de ser objetiva, es valorativa y exige la causación y 

respectiva prueba de las costas exigidas para que el operador de justicia pueda proceder a imponer la 

respectiva condena. 

  

En razón a que la relación entre el abogado representante y la parte representada no se puede presumir 

como laboral por el simple acto de la representación, es necesario que por lo menos se anexe al 

expediente copia del contrato de prestación de servicios o el acuerdo de contraprestación al que hayan 

llegado las partes, para que así el juez derive una verdadera generación de agencias en derecho que 

concluya con una posible condena en costas.  

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Para el caso que nos ocupa es pertinente señalar como primera medida que a la demandante MEDIMAS  
E.P.S. S.A., no le asiste el derecho al reconocimiento de las pretensiones reclamadas, esto es, a que se le 
exonere de la devolución de los aportes indebidamente girados por la Administradora Colombiana de 
Pensiones – Colpensiones, por concepto de aportes en salud, ya que al realizar el estudio del caso se 
determinó que las mismas no son procedentes por carecer de sustento, esto en relación con lo ya esboza 
do a la largo del presente escrito. 
 
Ahora bien, para resolver la presente controversia jurídica, es necesario abordar la normatividad vigente 
en el tema participantes del Sistema General de Seguridad Social en salud, para lo cual me permito traer 
a colación apartes del artículo 157 de la Ley 100 de 1993. 
 
“A partir de la sanción de la presente Ley, todo colombiano participará en el servicio esencial de salud que 
permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Unos lo harán en su condición de afiliados al 
régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados” 
 
Con relación a lo anterior, el Artículo 26 del Decreto 806 de 1998, indica que son afiliados obligatorios al 
régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, entre otros, las siguientes 
personas: 
 
“[…]C. Los pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sobrevivientes o sustitutos;[…]” 
 



 

 

 

En el marco de las disposiciones enunciadas, es clara la obligación de los pensionados por vejez, invalidez, 
sobrevivientes o sustitutos, de cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud a través del fondo 
de pensiones, sobre los ingresos provenientes de la mesada pensional. 
 
De lo anterior, se desprende que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional y 
su ingreso a nómina por parte de Colpensiones, los afiliados, que para estos efectos adquieren el estatus 
de pensionados o jubilados, como consecuencia de ello se extingue la relación laboral legal y 
reglamentaria con su entidad pública empleadora, la cual ya no seguirá siendo responsable por la afiliación 
y pago de las cotizaciones a salud de los trabajadores que se pensionan, pues esta obligación, para estos 
efectos, se traslada a Colpensiones, entidad que tendrá a cargo realizar los pagos respectivos, previo 
descuento del valor del aporte de la mesada pensional. 
 
En ese sentido, es preciso destacar que los recursos que se destinan por Colpensiones 
 
para asumir dichos aportes a salud, son de naturaleza parafiscal y de destinación específica, con las 
características propias que ya fueron desarrolladas en líneas precedentes. 
 
Ahora bien, y en este punto radica el origen de la coyuntura problemática. Se evidenció por parte de 
Colpensiones que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional frente a 
determinados servidores públicos, de su correspondiente ingreso a nómina, la consecuente deducción y 
pago de los aportes en salud de dichos pensionados con cargo a recursos parafiscales del Sistema de 
Seguridad Social en pensiones y con destino las EPS correspondientes, los referidos pensionados de 

manera simultánea mantenían el vínculo laboral con sus empleadores, de tal suerte que, de 
conformidad con el artículo 157 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 26 del Decreto 806 de 1998, junto con 
sus empleadores y en la proporción legal correspondiente, también estaban realizando los pagos por 
aportes al Régimen de Seguridad Social en Salud. 
 
De lo anterior, se desprende que los pagos realizados por Colpensiones respecto de sus pensionados, 
servidores públicos activos, por concepto de aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, fueron 
erróneamente girados a las cuentas de las EPS correspondientes y de éstas a su vez al FOSYGA. Lo anterior, 
en tanto ya el empleador y el trabajador, en sus proporciones legales correspondientes, habían asumido 
las referidas cotizaciones al amparo de la relación legal y reglamentaria. 
 
Por otro lado, es necesario tener presente lo dispuesto en el Decreto 1281 de 2002 posterior a los hechos 
que se ponen de presente, en cuyo artículo 4o prevé lo siguiente: 
 
Cuando el administrador fiduciario del Fosyga o cualquier entidad o autoridad pública, en el ejercicio de 
sus competencias o actividades como participante o actor en el flujo de caja, detecte que se presentó 
apropiación sin justa causa de recursos del sector salud, en los eventos que señale el reglamento, solicitará 
en forma inmediata las aclaraciones respectivas o su reintegro, el cual procederá a más tardar dentro de 
los veinte días siguientes a la comunicación del hecho. 
 



 

 

 

Cuando la situación no sea subsanada o aclarada en el plazo señalado se informará de manera inmediata 
y con las pruebas correspondientes a la Superintendencia Nacional de Salud quien ordenará el reintegro 
inmediato de los recursos y adelantará las acciones que considere pertinentes. 
 
Cuando la apropiación o reconocimiento a que alude este artículo sea evidenciada por el actor que maneja 
los recursos, éste deberá reintegrarlos en el momento en que detecte el hecho. 
 
En el evento en que la apropiación o reconocimiento sin justa causa se haya producido a pesar de contarse 
con las herramientas, información o instrumentos para evitarlo, los recursos deberán reintegrarse junto 
con los respectivos intereses liquidados a la tasa de interés moratorio establecida para los impuestos 
administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN. Cuando la apropiación se 
presente pese a la diligencia del respectivo actor o por circunstancias que escaparon a su control, los 
recursos deberán reintegrarse debidamente actualizados por el Índice de Precios al Consumidor. 
 
Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que no se compensen deben ser transferidos a las 
subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la conciliación mensual. 
 

De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las 
consideraciones, se concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al 
Fosyga, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin 
que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual no procede la figura de la prescripción 
ni la caducidad. 
 
Conclusiones 
 

1. Las acciones administrativas y legales para recuperar las cotizaciones pagadas 
erradamente al Sistema General de Salud no están afectadas por el fenómeno de la prescripción ni la 
caducidad. 

 

2. Es jurídicamente viable que COLPENSIONES ejerza las acciones administrativas y legales 
encaminadas a recuperar los recursos indebidamente girados a las EPS y de éstas al Fosyga. 

 

3. Que, por tanto, se entiende por esta entidad que se debe cobrar directamente a la EPS 
los valores girados a la misma por concepto de aportes en salud por mesadas que se encuentran bajo 
prohibición de doble asignación del tesoro público. 

 
Más adelante, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha entendido que la 

acepción de la palabra tributo hace referencia al género y las contribuciones hacen parte de la especie. 
Tal explicación encuentra sustento en la Sentencia C - 134 del 2009, 

M. P. Mauricio González Cuervo, en donde al resolver una demanda de inconstitucionalidad en 
contra de algunos artículos del estatuto de vigilancia y seguridad privada Decreto Ley 356 de 1994, se 
dejó por sentado lo siguiente: 



 

 

 

 
Naturaleza jurídica de los cobros por concepto de “credenciales”, “licencias” y “multas”. 3.1. El 

Estado exige cargas económicas a los particulares en función de la realización de sus cometidos y, 
específicamente, prestaciones evaluables en dinero como medio financiero de la actividad estatal. Así, en 
términos generales, son tributos las prestaciones pecuniarias establecidas por la autoridad estatal, en 
ejercicio de su poder de imperio, para el cumplimiento de sus fines. Los tributos consisten en impuestos, 
contribuciones y tasas (como se desprende del artículo 338 de la Constitución Política), según la 
intensidad del poder de coacción y el deber de contribución implícito en cada modalidad. 3.2. La doctrina 
ha fijado los elementos que deben concurrir en un tributo para ser definido como tasa, así: 

 

(i) prestación tributaria establecida por norma legal o con fundamento en ella; (ii) titularidad 
del Estado, directa o indirecta; (iii) cuantificación referenciada al costo del servicio o del bien de que se 
trate; (iv) relación directa del contribuyente con una actividad de interés público o un bien de dominio 
público, a través de su solicitud. 
 

4. La potestad tributaria: titularidad. 4.1. La Constitución Política radica la potestad tributaria en los 
cuerpos representativos de elección popular: “En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o 
parafiscales (...)” (Constitución Política, art. 338, inciso 1). Tratándose de tributos del orden nacional, 
corresponde al Congreso de la República “establecer contribuciones fiscales, y excepcionalmente, 
contribuciones parafiscales (...)” (Constitución Política, art. 150, numeral 12). 4.2. La expresión 
“contribuciones fiscales” ha de entenderse en un sentido lato, como sinónimo del concepto genérico de 
tributo, fuente de los denominados ingresos tributarios; lo mismo, tratándose la voz impuesto, cuyo 
alcance corresponde a la noción de tributo. En ambos casos, la Carta Política incurre en la impropiedad 

de confundir el género y la especie. Pero una interpretación sistemática de la Constitución, fundada 
en los principios de legalidad y representación, conduce a concluir que sólo a través de ley pueden 
establecerse impuestos, tasas y contribuciones. 
 
A su vez, la Sentencia C - 430 del 1 ° de julio de 2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, al decidir acerca de 
las contribuciones al sistema de seguridad social en salud, estableció: 
 
La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha atribuido a las cotizaciones efectuadas al Sistema 
de Seguridad Social en Salud, el carácter de “contribuciones parafiscales”, definidas como gravámenes 
establecidos con carácter obligatorio por la ley para un determinado sector, en que tales recursos se 
utilizan en su beneficio, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley 225 de 1995. Las contribuciones 
parafiscales no son otra cosa que un instrumento de intervención del Estado en la economía destinado a 
extraer recursos de un sector económico, para ser invertidos en el propio sector, al margen del 
 
presupuesto nacional, en donde su afectación a un propósito específico es su característica fundamental. 
Así, las contribuciones parafiscales en tanto gravámenes, se encuentran ineludiblemente sujetas a los 
principios de legalidad y reserva de ley, progresividad, equidad y eficiencia como cualquier otro tributo. 
 
Argumentos que sirven de sustento, para efectivamente concluir que los aportes en salud por tener el 
carácter de parafiscales están sujetos a la prescripción consagrada en el Estatuto Tributario Art. 817. 



 

 

 

Término de prescripción de la acción de cobro acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en 
el término de cinco (5) años, contados a partir de: 
 

1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno Nacional, para las 
declaraciones presentadas oportunamente. 
 

2. La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las presentadas en forma extemporánea. 
 

3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación con los mayores valores. 
 

4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o discusión. 
 
La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de los Administradores de 
Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos, o de los servidores públicos de la respectiva 
administración en quien estos deleguen dicha facultad y será decretada de oficio o a petición de parte. 
 
Ahora bien, la interrupción de la prescripción se dio cuando COLPENSIONES notifica a la NUEVA E.P.S., de 
las resoluciones donde solicita la devolución de aportes, cumpliendo cabalmente con lo consagrado en el 
artículo 818 del Estatuto Tributario, que señala. 
 
El término de la prescripción de la acción de cobro se interrumpe por la notificación del mandamiento de 
pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, por la admisión de la solicitud del concordato y por 
la declaratoria oficial de la liquidación forzosa administrativa. 

 
Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a correr de nuevo desde el 
día siguiente a la notificación del mandamiento de pago, desde la terminación del concordato o desde la 
terminación de la liquidación forzosa administrativa. 
 
El término de prescripción de la acción de cobro se suspende desde que se dicte el auto de suspensión de 
la diligencia del remate y hasta: 
 
La ejecutoria de la providencia que resuelve la situación contemplada en el artículo 567 del Estatuto 
Tributario. 
 
El pronunciamiento definitivo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el caso contemplado en el 
artículo 835 del Estatuto Tributario. 
 
Aunado a lo expuesto, y en gracia de discusión, es necesario indicar que en el caso de marras existe un 
patrón común, el cual consiste en la concurrencia de servidores públicos y trabajadores oficiales, que, 
estando activos en el servicio, percibieron a su vez una mesada pensional, por concepto de pensión de 
vejez, reconocida por esta entidad, devengando dos asignaciones provenientes del tesoro público. 
 
Hecha la salvedad anterior, es menester indicar el artículo 128 de la Constitución Política de Colombia 
establece: 



 

 

 

 
ARTÍCULO 128. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de 
una asignación que provenga del tesoro público, o de Asimismo, en consonancia con lo anterior, ha 
sostenido la Sala: 
 
 
Al respecto, debe decirse que, siendo claro el mandato contenido en el artículo 143 de la Ley 100 de 1993, 
no queda más al pensionado que asumir el pago de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, resultando natural que lo haga desde el momento mismo en que ostenta tal calidad. 
 
Es lógico pensar que debe el convocante aportar para efectos de la financiación del sistema contributivo, 
de tal forma que, a pesar de que no hubo prestación del servicio de salud por cuanto en estricto sentido 
no estaba aún afiliado, mal puede ignorar el sentenciador la carga que a aquél le impone la ley de pagar 
los aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, precisamente en razón a su condición de pensionado. 
 
Ciertamente, de no efectuarse los descuentos del retroactivo pensional para el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, no sólo se desconocerían los principios que debe observar la prestación del 
servicio público esencial de seguridad social consagrados en el artículo 2 de la Ley 100 de 1993, en especial, 
los de universalidad y solidaridad, sino también los rectores del servicio público de la seguridad social en 
salud de que trata específicamente el Decreto 1920 de 1994.  
 
Adicionalmente, se advierte que, al no efectuarse el descuento de los aportes para salud, podrían verse 
comprometidos los derechos del convocante de acceder a los servicios de alto costo que requieren un 
mínimo de semanas cotizadas, conforme lo dispone el artículo 164 de la Ley 100 de 1993. 
 

En este orden de ideas, debe tenerse en cuenta que los actos administrativos que reconocen una pensión 
son declarativos de un derecho y no constitutivos de él, por tal razón y debido a que es obligatorio cotizar 
en salud sobre los ingresos que se perciben por pensión, toda administradora de pensiones una vez 
reconocida la misma, debe proceder a descontar la cotización en salud con retroactividad a la fecha a 
partir de la cual se determina que empieza a devengar la pensión y transferirla a la EPS a la cual se 
encontraba afiliado el trabajador. 
 
Acatando las disposiciones normativas señaladas, esta Administradora emitió los respectivos actos 
administrativo a través de los cuales se ordenó la devolución de aportes a salud a la NUEVA E.P.S. S.A., pues 
en dichos casos se presentó una doble asignación por parte del tesoro público, consistente en la 
retribución salarial como servidores públicos y/o trabajadores oficiales y la mesada pensional, en virtud de 
la pensión de vejez reconocida por parte de esta entidad, lo que generó un doble pago por concepto de 
aportes a salud a favor de la NUEVA EPS S.A., pues esta última recibió los aportes provenientes del 
empleador. 
 
Adicional a lo anterior, dentro de los presupuestos procesales de la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho se encuentra el referente a que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad el cual se 
presenta cuando la demanda no se interpone dentro del término fijado por el legislador. 
 



 

 

 

El derecho al acceso a la administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 
procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón por la cual, se han establecido 
legalmente términos de caducidad para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las 
situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial. 
 
Sentencia C-832 de 8 de agosto de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil: 
 
La caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual: “(…) el legislador, 
en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de 
acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la 
necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del 
tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario 
apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, 
cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público 
lo que explica su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, 
cuando se verifique su ocurrencia”. 
 
Ahora bien, es importante resaltar que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de 
aportes, previsto en normas anteriores tal como el Decreto 4023 de 2011, fue derogado por la ley 1873 
de 2017, que en su artículo 119 determina: 

 
“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán 
solicitar en cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas 
Promotoras de Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de 
personas fallecidas o que se determine administrativamente o judicialmente que no era 
procedente el giro de estos aportes.” 
 
En el caso que los recursos ya hayan sido compensados ante Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga) o 
a quien haga sus veces, para el pago de estas acreencias se efectuarán cruces de cuentas sin operación 
presupuestal, con base en las transferencias del Presupuesto General de la Nación que se hayan 
entregado a los fondos de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), para lo cual se harán las operaciones contables 
que se requieran Norma que a pesar de no expresar una derogatoria expresa, al ser posterior prevalece 
sobre los decretos citados, como así lo ordena el artículo 2° de la ley 153 de 1887, sino que además ratifica 
la competencia de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, de exigir la devolución de los 
aportes que se hubieran efectuado a las Empresas Promotoras de Salud, siempre que se determine 
administrativa o judicialmente la improcedencia de los mismos, condición, que como se expuso en acápite 
anterior no fue desvirtuada por la hoy demandante, entidad que no desconoce la inconstitucionalidad de 
los aportes efectuados. 
 
De todo lo antes expuesto se colige, en primer lugar que los actos administrativos demandados no 
adolecen de las causales de nulidad y en segundo lugar, que la E.P.S., si está en la obligación de proceder 
al reintegro de los aportes para salud efectuados durante los periodos señalados en cada uno de los actos 



 

 

 

administrativos, y por tanto la EPS tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por COLPENSIONES. 
 
Finalmente, es menester citar el salvamento de voto de la Dra NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE 
PEÑARANDA, en salvamento de voto (Asunto: REINTEGRO DE APORTES AL SISTEMA DE SALUD, en el 
expediente de referencia No.18- 0084-01, del 04 de junio del 2020) en un caso similar: 
 
Que de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política respecto al derecho irrenunciable de la 
seguridad social que a la letra prescribe: 
 
“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 
 
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
 
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad 
Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. 
 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes 
a ella. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005, el nuevo texto 

 
es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de 

acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la 
entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido 
en ellas. 
 
Nótese que conforme con el precepto constitucional citado, la seguridad social constituye un servicio 
público de carácter obligatorio, la cual debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del Estado 
con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Además, el Estado, con la 
participación de los particulares, tiene la obligación de ampliar progresivamente la cobertura del servicio, 
de garantizar los derechos y la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, siendo este último concepto, 
una herramienta para asegurar la realización sostenible de los derechos fundamentales y específicamente 
para la efectividad del pago de las prestaciones futuras de talante pensional. 
 
Ahora bien, también debe precisarse que los recursos destinados a la seguridad social, ya sea que 
provengan de aportes directos de los empleadores, de los trabajadores, del Estado o de cualquier otro 
actor, tienen necesariamente destinación específica, entendida esta como la necesidad de invertirlos 
nuevamente en el sistema, en beneficio de todos aquellos que se favorecen de él. 
 
En estas condiciones, para la suscrita magistrada es claro que la naturaleza jurídica de los dineros por 
concepto de aportes a SALUD que COLPENSIONES pagó indebidamente a las EPS (correspondió a 



 

 

 

cotizaciones respecto de pensionados erróneamente reconocidos y se realizó un doble pago), son recursos 
que pertenecen al Sistema de la Seguridad Social en Pensiones y su destino es específico, y no es otro que 
el pago de las pensiones.” (negrilla y subrayado fuera del texto) 

 
CASO EN CONCRETO 
 
Frente al caso concreto y de conformidad con los postulados anteriores, se determinó que de cara al giro 
indebido de aportes por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES en favor 
de la MEDIMAS EPS  S.A., existe una imprecisión la cual generó un detrimento al erario público, sino 
además una visible violación a los preceptos constitucionales y legales. 
 
Al respecto, es importante recordar que COLPENSIONES se encuentra facultado para solicitar en cualquier 
tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las empresas promotoras de salud y/o al 
ministerio de salud y protección social, por concepto de aportes, los cuales hubieren sido determinados 
administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de los mismos. Igualmente, es 
pertinente señalar que en el presente caso se presentó un pago de lo no debido, pues, en relación con el 
artículo 128 de la Constitución Política de Colombia, nadie puede recibir del erario público doble 
asignación como quiera que generaría un detrimento al patrimonio del estado. 
 
Así mismo, es importante traer a colación que la seguridad social constituye un servicio público de carácter 
obligatorio, la cual debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del estado con sujeción a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Además, el estado, con la participación de los 
particulares, tiene la obligación de ampliar progresivamente la cobertura del servicio, de garantizar los 
derechos y la sostenibilidad financiera del sistema pensional, siendo este último concepto, una 
herramienta para asegurar la realización sostenible de los derechos fundamentales y específicamente 
para la efectividad del pago de las prestaciones futuras de talante pensional. A lo anterior, debe precisarse 
que los recursos destinados a la seguridad social, ya sea que provengan de aportes directos de los 
empleadores, de los trabajadores, del estado o de cualquier otro actor, tienen necesariamente 
destinación específica, entendida esta como la necesidad de invertirlos nuevamente en el sistema, en 
beneficio de todos aquellos que se favorecen de él.  
 
En ese orden de ideas es claro que la naturaleza jurídica de los dineros por concepto de aportes a salud 
que Colpensiones pagó indebidamente a las EPS (correspondió́́́ a cotizaciones respecto de pensionados 
erróneamente reconocidos y se realizó́́́ un doble pago), son recursos que pertenecen al sistema de la 
seguridad social en pensiones y su destino es especifico, y no es otro que el pago de las pensiones. Por lo 
anterior, MEDIMAS E.P.S. S.A., tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por concepto 
de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y detallados en el 
escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de hecho y de derecho la 
devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional 
de los recursos parafiscales objeto del litigio. 
 



 

 

 

Finalmente, es importante resaltar que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de 
aportes, previsto en normas anteriores tal como el Decreto 4023 de 2011, fue derogado por la ley 1873 
de 2017, que en su artículo 119 determina: 
 

“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán solicitar en 

cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas Promotoras de 
Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de personas fallecidas o que 
se determine administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de estos aportes.” Como 
solución al problema jurídico, se concluye que no le asiste derecho a la demandante NUEVA EPS-S S.A., ya 
que, al estudiar el caso dentro de los límites comprendidos en los fundamentos de la demanda, y 
contrastados estos con las normas constitucionales, legales y jurisprudencia que integran el ordenamiento 
jurídico aplicable al caso, es notable una ausencia de sustento jurídico que permita dar vía libre a las 
pretensiones de la entidad demandante. 
 

EXCEPCIONES 
Con el debido respeto formulo las siguientes excepciones contra la demanda formulada: 
 
EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
PRIMERA: EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 12 DEL DECRETO 4023 DE 
2011, POR OPOSICIÓN AL ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 

 

 
Aunado a lo anterior es pertinente resaltar que la normativa en comento no determina de manera expresa 
un plazo de caducidad para la acción de cobro o un término de prescripción del derecho a cobrar los 
recursos girados erróneamente a las EPS, máxime cuando los aportes realizados por Colpensiones a las 
EPS se realizan con cargo a los recursos del Sistema General de Pensiones, los cuales dada su 
parafiscalidad solo pueden ser utilizados en los términos previstos por la ley, esto es, el cubrimiento de 



 

 

 

los riesgos de invalidez, vejez y muerte de los afiliados al Régimen de Prima Media. 
 
De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las consideraciones, se 
concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al Fosyga, tras el cumplimiento 
de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin que se hubiera hecho, se configura 
una destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual 
no procede la figura de la prescripción ni la caducidad. 

 
De la excepción de inconstitucionalidad y sus generalidades. 
 
La Carta Política de 1991 adoptó en su artículo 4.to la excepción de inconstitucionalidad, contemplando 
que «La Constitución es norma de normas» y que «En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución 
y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales». Se subraya 
 
Frente a este mecanismo, la Corte Constitucional ha decantado que se configura como un deber de las 
autoridades, en el evento en que detecten una contradicción entre una norma aplicable y un precepto 
constitucional, de inaplicar, en el caso concreto, la norma inconstitucional. Como finalidad ulterior, la 
excepción de inconstitucionalidad persigue salvaguardar la primacía de la Constitución a través de un 
control difuso. 
 
La institución bajo estudio puede ser impetrada a petición de parte, o aplicada de oficio por la autoridad 
o el operador de justicia, siempre que se esté bajo alguna de las siguientes circunstancias: 

 

1. La norma sea contraria a los cánones superiores y no se haya producido un pronunciamiento 
sobre su constitucionalidad; 
 

2. La regla formalmente válida y vigente reproduce en su contenido otra que haya sido objeto de 
una declaratoria de inexequibilidad por parte de la Corte Constitucional o de nulidad por parte del Consejo 
de Estado, en respuesta a una acción pública de inconstitucionalidad o nulidad por inconstitucionalidad 
según sea el caso; o 

 

3. En virtud de la especificidad de las condiciones del caso particular, la aplicación de la norma acarrea 
consecuencias que no estarían acordes a la luz del ordenamiento iusfundamental. En otras palabras, 
“puede ocurrir también que se esté en presencia de una norma que, en abstracto, resulte conforme a la 
Constitución, pero no pueda ser utilizada en un caso concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales”. 

 
Ahora, debe mencionarse que para el presente caso es aplicable el artículo 119 de la ley 1873 de 2017 
establece: 

 
“Articulo 119. Devolución de aportes pertenecientes al Sistema General de Pensiones. Las entidades 
administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán Solicitar en cualquier 
tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las empresas promotoras de Salud Y 
Al Ministerio De Salud Y Protección Social, por concepto de aportes de personas fallecidas o que se 
determine administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de estos aportes.” 



 

 

 

 
Ante el caso, se debe decir que, teniendo en cuenta que se trata de un error, aquellos dineros cancelados 
indebidamente e injustificadamente deben ser retornados a la administradora de pensiones. 
 
En razón de lo anterior, se expidió el Decreto 4023 de 2011, el cual previó la situación sub examine en su 
artículo 12, lo cual significa que desarrolló un procedimiento para efectuar la devolución de los aportes 
realizados de forma errónea. 
 
No obstante, dicha norma trae consigo unos preceptos que en abstracto resultan ajustados a la 
Constitución, pero que de ser aplicados en el presente caso resultarían inconstitucionales, razón por la 
cual deben ser inaplicados por el juez, en tanto cumplen con los requisitos disyuntivos jurisprudenciales 
de aplicación de la excepción de inconstitucionalidad comoquiera que i) el artículo 12 del Decreto 4023 
de 2011 no ha sido objeto de control abstracto de constitucionalidad; y ii) la aplicación del artículo 12 de 
dicho decreto acarrearía consecuencias que no están acordes al ordenamiento iusfundamental. 
 
Frente a la primera condición, al tratarse de un hecho notorio la inexistencia de un pronunciamiento de 
constitucionalidad que recaiga sobre el artículo 12 del Decreto, no precisa, pues, de mayores 
argumentaciones. 
 
En lo atinente al postulado referido a que el precepto contenido en el artículo 12 del Decreto 4023 de 
2011 (sobre el procedimiento para la devolución de aportes) de ser aplicado al caso concreto implicaría 
una vulneración al ordenamiento iusfundamental, se debe aseverar, sin asomo de duda, que requiere de 
una argumentación más juiciosa. 
 
Primariamente, es menester exponer que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 estatuye el 
procedimiento de reintegro de pagos erróneamente efectuados, para cual exige que la solicitud debe 
presentarse al Fosyga (hoy Adres) por parte de la EPS o de la entidad obligada a cotizar (EOC), dentro de 
los 12 meses siguientes a la fecha de pago o, si las cotizaciones fueren anteriores a la entrada en operación 
de las cuentas maestras, dentro de los 12 meses siguientes a la entrada en vigencia del Decreto 674 de 
2014 (2/abr/2014) el cual modificó al 4023 de 2011 y trajo los términos antes descritos y los puntos de 
partida para iniciar su conteo –caducidad–. 

 
Ahora, analizado el asunto de marras, es evidente que Colpensiones adelantó la gestión de devolución de 
aportes por fuera de los 12 meses establecidos en el decreto infraconstitucional, por lo que a la fecha no 
existiría medida alguna que tomar, y el dinero, en virtud del artículo 4 del plurimencionado decreto, ya 
pudo haber sido utilizado para alguna de las siguientes destinaciones: 

 
a. Para el pago de las unidades de pago por capitación, prestaciones económicas y demás gastos 

autorizados por la ley; o 
 

b. si hubiere superávit, hasta el 5 % del proceso de giro y compensación que se genere mensualmente, para 
la constitución de una reserva en el patrimonio de la subcuenta para futuras contingencias relacionadas 
con el pago de UPC y/o licencias de maternidad y/o paternidad del Régimen Contributivo. 

 



 

 

 

Es decir, que a los recursos de Colpensiones -resáltese que son recursos de la seguridad social-, se 
les dio una destinación oficial diferente, pues fueron dirigidos para al pago de las UPC, ora a un 
fondo de reserva del régimen contributivo. 
 
Dicho lo anterior, nos encontramos frente a una violación directa al artículo 48 superior (perteneciente 
al catálogo de DD. FF.), el cual establece en su inciso tercero que «[…] No se podrán destinar ni utilizar 
los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella», y más adelante, en 
su inciso quinto (adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005) ordena que «El Estado garantizará los 
derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional». 
 
De los precitados apartes constitucionales se derivan dos conclusiones: 
 

1. Que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 vulnera la orden constitucional de que los recursos 
de la seguridad social no pueden usarse para fines diferentes a ella. A esta conclusión se arriba porque los 
recursos de Colpensiones, girados erróneamente en forma de aportes a la EPS actora, son de la seguridad 
social, y se les está dando una destinación oficial diferente para la que fueron asignados, esto es, para la 
administración del régimen de prima media con prestación definida. 
 
Si bien, a priori, se podría decir que de los recursos que Colpensiones no solicitó a tiempo su devolución 
igualmente fueron destinados a la seguridad social, pues la Adres, entidad también de la seguridad social, 
se apropió de ellos, por lo que no hay vulneración alguna a la Carta Política, se manifiesta categóricamente 
que esta interpretación carece de sentido lógico. 

 
De tener por cierta la anterior afirmación, sería lo mismo que aceptar la idea descabellada de que cuando 
en el presupuesto general de la nación se realiza una asignación al sector defensa y por error la Caja de 
Sueldos de la Policía Nacional realiza un pago de lo no debido a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares 
nada ocurre, puesto que –ilógicamente– los recursos están destinados a la misma finalidad, cual es el 
sector defensa. 
 
Sentado lo precedente, resta decir que cuando la Constitución Política de 1991 se refirió a que no se 
podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad social para fines diferentes a 
ella, no lo hizo lato sensu, sino que se refería a que a los recursos asignados a las diferentes entidades que 
componen el sistema de la seguridad social no se les podría dar una destinación diferente para la que 
fueron asignados, verbi gratia, Colpensiones no puede usar los dineros del régimen de prima media con 
prestación definida para reconocer una pensión que por ley le corresponde a la UGPP bajo la excusa de 
que finalmente el dinero de la pensión reconocida forma parte de la seguridad social y no se le está dando 
una destinación diferente. 

 
Luego entonces, la interpretación que se le debe dar al imperativo constitucional es que los recursos 
asignados a cada entidad de la seguridad social, no pueden ser destinados a finalidades distintas que las 
que obedezcan a los objetivos de cada ente. 
 
A lo que se pretende llegar con lo anterior, es que a los dineros que Colpensiones giró erróneamente a la 
accionante se le dio una finalidad diferente, que si bien, en sentido amplio, terminaron en la seguridad 



 

 

 

social, en estricto sentido no era la finalidad para la que estaban determinados puesto que el Estado los 
destinó para el régimen de prima media con prestación definida y no para el pago de unidades por 
capitación, ni para la constitución de fondos de reservas del régimen contributivo. 
 
Así las cosas, se incumplió con el mandato superior de no darle a los recursos de la seguridad social una 
destinación diferente a ella, ya que, como quedó sentado en líneas precedentes, cuando se destinan 
recursos de una entidad para las finalidades de otra, aunque ambas pertenezcan a la seguridad social, 
resalta de bulto la destinación oficial diferente, en cuanto a que las distintas entidades del estado, 
inclusive cuando pertenecen al mismo sector o sistema, tienen objetivos diferentes. 

 
En síntesis, de ser aplicado el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011, y declarar la nulidad de los actos 
administrativos por considerar el despacho que la solicitud de devolución fue extemporánea y violó el 
debido proceso, se incurriría es una violación al ordenamiento iusfundamental, bajo el entendido que la 
máxima guardadora de la Constitución Política, ha sostenido desde vieja data que la seguridad social (art. 
48 C. P.) se erige como derecho fundamental en el ordenamiento jurídico colombiano, y no acatar el 
mandato de no darle una destinación diferente a los recursos de la seguridad social, so pretexto del 
cumplimiento de una norma adjetiva infraconstitucional (Decreto 4023 de 2011) atenta contra la 
concepción social y de Derecho bajo la cual se edifica el ordenamiento constitucional nacional, donde en 
la cúspide de la pirámide normativa se encuentra la Constitución Política como norma de normas. 

 

2. Que en el caso concreto el artículo 12 pone en peligro la sostenibilidad financiera del sistema pensional, 
en el entendido que da vía libre a haya un empobrecimiento sin causa de Colpensiones cuando no solicite 
dentro de los 12 meses la devolución de aportes, y deja a mi representada desprovista de herramientas 
jurídicas, tanto administrativas como judiciales, para poder recuperar el dinero. 
 
En ese sentido, debe el juzgador inaplicar, en el sub iudice, la norma de inferior jerarquía (Decreto 4023 
de 2011) por atentar contra el orden iusfundamental al violar al derecho fundamental a la seguridad social 
contenido en el artículo 48 de la Carta Magna; la presente excepción de inconstitucionalidad se debe 
ejecutar, asimismo, sustentada en el mandato contenido en el Acto Legislativo 03 de 2011 consistente en 
que «La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus 
competencias, en un marco de colaboración armónica», es decir, que la rama judicial debe colaborar de 
forma integrada con la ejecutiva cuando evidencie la existencia de fenómenos que puedan poner en 
peligro la sostenibilidad fiscal de la nación. 
 
En suma, atando todos los cabos, y a manera de conclusión final solo resta solicitar a su señoría, se sirva 
acoger los presentes argumentos y, en consecuencia, inaplique po inconstitucional, en el caso concreto y 
con efectos interpartes, el artículo 12 del Decreto 4023 de 2012, y en ese hilo conductual, mantenga 
incólume los actos administrativos expedidos por la Administradora Colombiana de Pensiones. 

 
SEGUNDA: INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO A CARGO DE COLPENSIONES 
 
Consiste en que no ha nacido derecho a reclamar contra COLPENSIONES, pero le asiste la obligación a 
MEDIMAS  EPS, ya que los pagos de COLPENSIONES por concepto de aportes al Sistema de Seguridad 
Social en Salud, fueron erróneamente girados a las cuentas de la EPS correspondientes y de éstas a su vez 



 

 

 

al FOSYGA. Lo anterior, en tanto ya el empleador y el trabajador, en sus proporciones legales 
correspondientes, habían asumido las referidas cotizaciones al amparo de la relación legal y 
reglamentaria. 

 
COLPENSIONES, en su labor administradora realizo el agotamiento del trámite administrativo para 
solicitar la devolución de los recursos erróneamente girados a la EPS, y para efectos de aterrizar al asunto, 
el Decreto 4023 de 2011, modificado por el Decreto 674 de 2014, estableció el término de 12 meses 
contados a partir del respectivo recaudo para efectuar la revisión y ajustes requeridos para lograr la 
compensación de los recursos En el mismo sentido de lo referido, pero para efectos de realizar el 
procedimiento de devolución de cotizaciones erradas, en este caso, teniendo como destinatario a 
COLPENSIONES, se advirtió normativamente que dicha solicitud de devolución debía efectuarse dentro 
de los 12 meses siguientes a la fecha de pago. Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que 
no se compensen, deben ser transferidos a las subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la 
conciliación mensual. 
 
Por lo tanto la presente excepción se configura por cuanto al perfeccionarse el traslado de recursos a las 
EPS y de éstas al FOSYGA, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía COLPENSIONES para refutar 
esos pago, sin que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales. Además, hay que recordar es obligación de COLPENSIONES 
ejercer las acciones administrativas y legales encaminadas a recuperar los recursos indebidamente 
girados a las EPS y de éstas al Fosyga. 

 
                          TERCERA : BUENA FE 

 
COLPENSIONES en todas sus actuaciones tiene que someterse al imperio de la constitución Nacional y de 
la Ley, conforme lo prescriben entre otros los Artículos 121, 122 y 128 de la Carta Política, siendo esto lo 
que ha acatado hasta el momento. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “Como principio general del derecho, (la 
buena fe) ha sido reconocido por la jurisprudencia colombiana especialmente desde 1935, citándose la 
jurisprudencia y doctrina francesa y sobre todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: “Los contratos 
deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas 
las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley pertenecen a ella”. 
Norma que tiene su correspondencia en numerosos artículos del Código Civil y que en la década del treinta 
también tendrá en Colombia importante tratamiento doctrinal: “De ahí que se hable de la buena fe como 
de un criterio primordial en la interpretación de las convenciones, gracias al cual el juez puede sacar 
triunfante la equidad sobre los rigores del formalismo”. 

 
“El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el Código 
Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época del Tribunal 
Supremo del Trabajo: “El principio de la buena fe, que no es nuevo, sino que data de las mejores tradiciones 
romanas, debe presidir la ejecución de los contratos, incluido el de trabajo”. Sentencia ésta proferida el 9 
de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la buena fe sino la mala fe, en los siguientes 
términos:”  “La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción acertada hecha sobre 



 

 

 

la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza incompatible con la bona fide, como lo sería, en 
tratándose de la buena fe contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una 
negociación celebrada con un incapaz, que mostrara un aprovechamiento inhonesto del estado de 
inferioridad en que ocurrió una de las partes a su celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un 
estado de debilidad para obtener un indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los 
valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es exigible buena 
fe en los negocios de hecho, conformada probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso” 
 
Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de COLPENSIONES surge precisamente de la estricta 
aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder o negar 
prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del acto que garantiza 
seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia permite revestir además bajo la égida de 
la buena fe el reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga exclusiva del demandante 
controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en la decisión.   

 
                         CUARTA: LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EMITIDOS:  

 
La totalidad de actos administrativos demandados, no adolecen de incompetencia, falsa motivación, 
desviación de poder, ni fueron emanados con vulneración al debido proceso y al principio de buena fe. 
 

                         QUINTA: PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD: 
 
Sin que de ninguna manera se entienda reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidas por el 
demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que eventualmente se 
hubiese causado a favor del demandante y que de conformidad con las normas legales y con las probanzas 
del juicio, quedara cobijado por el fenómeno de la prescripción y la caducidad. 

 
                          SEXTA: GENÉRICA O INNOMINADA:  

 
De manera respetuosa se presenta está excepción con el fin de que se aplique cuando se demuestre 
cualquier medio de defensa a favor de la entidad demandada, en ese sentido se declaren las demás 
excepciones que resulten dentro del proceso. 

 
 

MEDIOS DE PRUEBAS 
 

Solicito de manera respetuosa se tengan como pruebas Documentales las siguientes: 
 

• Expediente Administrativo del demandante (medio magnético). 

 
FRENTE A LAS PRUEBAS APORTADAS POR LA PARTE DEMANDANTE 

 



 

 

 

Las solicitadas por la actora son conducentes para el proceso, pero no otorgan nuevos juicios de 
valor que sean suficientes como para que el señor(a) juez efectúe declaración o condena alguna 
en contra de mi defendida. 

 
ANEXOS 

 

1. Expediente administrativo. 

 

NOTIFICACIONES 
 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 

• El suscrito en a los correos electrónicos: 
utabacopaniaguab7@gmail.com,carlosabadia111@gmail.com 

 
 
 
 

 

Cordialmente, 

 

 

______________________________ 

CARLOS ANDRES ABADIA MAFLA  

C.C. No. 14.565.466 de Cartago Valle  

T.P. No. 200.929 del C.S.J. 

mailto:utabacopaniaguab7@gmail.com,carlosabadia111@gmail.com


 

 

 

SR. JUEZ (A) 
JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) ADMINISTRATIVO ORAL  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA  
 
MEDIO DE CONTROL: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 11001333704120220027500 
DEMANDANTE: NUEVA EPS NIT. 9001562642 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

 
STELLA MARCELA ALVAREZ MONTES, abogado en ejercicio, identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.102.833.344., portador de la tarjeta profesional de abogada No. 227.137 del C.S.J., actuando en calidad de 
apoderado sustituto de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, conforme 
al poder radicado; por medio del presente escrito me permito dar CONTESTACIÓN a la demanda, para 
que mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada 
una de las pretensiones propuestas por la parte actora. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa industrial y comercial del 
estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de carácter especial, vinculada al 
Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 
incluyendo la administración de los beneficios económicos Periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 
de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley 
que los desarrolle. 

 
La representación legal la ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA identificado con la cédula de ciudadanía 
12.435.765 quien ejerce su calidad de presidente según desde 1-11-2018. 

 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número 
telefónico 2170100. 

 
PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
1.ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias , dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento y ya señalados, así 
mismo, es vital resaltar que estas funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad 
derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo 
mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de 
quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de 



 

 

 

un juez. 
 

Por lo anterior es claro que de cara al giro indebido de aportes por parte de la Administradora Colombiana 
de Pensiones - COLPENSIONES en favor de la NUEVA E.P.S. S.A., existe una imprecisión la cual generó un 
detrimento al erario público, sino además una visible violación a los preceptos constitucionales y legales. 

 
Por lo anterior, la NUEVA E.P.S., tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por 
concepto de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y detallados 
en el escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de hecho y de derecho la 
devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional 
de los recursos parafiscales objeto del litigio. 

 
           2.  ES CIERTO, de conformidad con los documentos aportados con la demanda.  

 
3.ES CIERTO, de conformidad con los soportes que se anexan con el presente escrito de demanda, se 
evidencia que la demandante para el acto administrativo enjuiciado radicó el respectivo recurso dentro 
del término dispuesto por la normativa. 
 
4.  ES CIERTO, la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, debido a sus funciones 
inherentes y propias, dentro de las cuales dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 
encaminadas a producir efectos jurídicos, emitió los actos administrativos en comento tendientes a 
desatar los recurso interpuestos por la demandante, así mismo, se resalta nuevamente que estas 
funciones, se encuentran amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo 
de la actividad administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se 
encuentra sujeto a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, 
por lo tanto lo allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 
 
5. ES CIERTO, de conformidad no solo con lo afirmado por la Entidad demandante, en efecto el El día 21 
de junio de 2022 se presenta Conciliación ante la Procuraduría la cual correspondió a la Procuraduría 82 
Judicial para asuntos Administrativos, la que se declaró fallida por no existir animo conciliatorio. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Me opongo su señoría a que prosperen todas y cada una de las pretensiones incoadas en la demanda 

contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, en vista de que las mismas no están 

llamadas a prosperar por carecer de sustento factico y legal, como se demostrará en el momento 

procesal oportuno. En consecuencia, respetuosamente le solicito al Despacho que se abstenga de fallar 

de manera condenatoria en mérito del asunto, por las razones que a continuación se esgrimen en el 

capítulo de la oposición, hechos y razones de la defensa y fundamentos de las excepciones que se 

enuncian en este escrito. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 1 Me opongo a la que prospere la presente pretensión, encaminada a que se 



 

 

 

declare la nulidad de los actos administrativos SUB 251648 DE 2/11/2021, la cual fue recurrida y está 

resuelta confirmando la decisión el 04/04/2022 a través de los cuales se declaró deudora a la 

demandante por valor de $183.500, con base en los siguientes argumentos: 

 

 En las cuales se ordena a Nueva EPS devolver el valor de citado, a favor de la Administradora Colombiana 

de Pensiones — Colpensiones. Lo anterior debido a que como es de conocimiento, toda Administradora 

de Pensiones, una vez reconoce una pensión de vejez, indiscutiblemente, debe proceder a descontar la 

cotización en salud con retroactividad a la fecha a partir de la cual se determina que empieza a devengar 

la pensión y transferirla a la EPS a la cual se encontraba afiliado el trabajador, luego entonces es claro 

que los actos administrativos en mención se expidieron conforme a derecho teniendo en cuenta la 

aplicación de la Ley 100 de 1993 y demás normatividad vigente y aplicable para el caso, en lo que 

respecta a doble pagos de aportes. 

 

En suma el hecho de que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional y su 

ingreso a nómina por parte de Colpensiones, los afiliados, que para estos efectos adquieren el estatus 

de pensionados o jubilados, como consecuencia de ello se extingue la relación laboral legal y 

reglamentaria con su entidad pública empleadora, la cual ya no seguirá siendo responsable por la 

afiliación y pago de las cotizaciones a salud de los trabajadores que se pensionan, pues esta obligación, 

para estos efectos, se traslada a Colpensiones, entidad que tendrá a cargo realizar los pagos respectivos, 

previo descuento del valor del aporte de la mesada pensional. 

 

En ese sentido, es preciso destacar que los recursos que se destinan por Colpensiones para asumir dichos 

aportes a salud, son de naturaleza parafiscal y de destinación específica, con las características propias 

que se expondrán a lo largo del presente escrito, por lo que se reitera que, al existir un doble pago, por 

lo que se reitera que, al existir un doble pago ocasionada por concepto de aportes en salud, sin lugar a 

duda se genera un detrimento patrimonial del recurso del estado. 

 

Así las cosas, se tiene que, para el presente asunto hubo un doble pago por concepto de aportes en 

salud, situación que genera un detrimento del patrimonio del estado y se configura una destinación 

irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 2: Desde ya ME OPONGO a la presente pretensión encaminada a que se 

exonere a la demandante al reintegro de los dineros girados por Colpensiones erróneamente, como 

quiera que no es procedente exonerar a la demandada de restituir la suma de $183.500 

 

Lo anterior teniendo en cuanta el hecho de que los actos administrativos se encuentran dentro de las 

funciones de mi representada, dada su calidad y facultades otorgadas, las cuales se encuentran 

encaminadas a producir efectos jurídicos, así mismo, es vital resaltar que estas, se encuentran 



 

 

 

amparados por la presunción de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la actividad 

administrativa al ordenamiento jurídico, por lo mismo, dado que su control judicial se encuentra sujeto 

a una carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, por lo tanto lo 

allí contenido queda supeditado a la decisión de un juez. 

 

Ahora, las decisiones proferidas por medio de actos administrativos demandados van encaminados a la 

protección del tesoro público de la nación, como da cuenta el artículo 128 de nuestra Carta Política, en 

concordancia con el Artículo 19 de la Ley 4 de 1992, la cual indica que nadie podrá recibir más de una 

asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte 

mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley. 

 

Por lo tanto, resulta evidente y se reitera el hecho de que no le asiste derecho a la entidad NUEVA 

EMPRESA PROMOTORA DE SALUD S.A. – NUEVA EPS S.A., a percibir un doble pago por concepto de 

aportes en salud de sus afiliados, por cuanto este pago constituye un detrimento del patrimonio del 

estado y se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos 

parafiscales. 

 

FRENTE A LA PRETENSION 3: La presente no está estructurada propiamente como una pretensión, sin 

embargo se hace necesario aclarar que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de éstas al 

FOSYGA hoy ADRES, tras el cumplimiento de los 12 meses1 que tenía COLPENSIONES para refutar esos 

pagos, sin que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 

inconstitucional de los recursos parafiscales, por lo tanto en nada desdibuja el hecho de que la 

Administradora Colombiana de Pensiones realice los trámites necesarios para salvaguardar el erario 

público y evitar un detrimento del mismo. 

 

En suma es de vital importación destacar que en el caso que los recursos ya hayan sido compensados 

ante Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga) o a quien haga sus veces, para el pago de estas acreencias 

se efectuarán cruces de cuentas sin operación presupuestal, con base en las transferencias del 

Presupuesto General de la Nación que se hayan entregado a los fondos de Invalidez, Vejez y Muerte 

(IVM), para lo cual se harán las operaciones contables que se requieran Norma que a pesar de no 

expresar una derogatoria expresa, al ser posterior prevalece sobre los decretos citados, como así lo 

ordena el artículo 2° de la ley 153 de 1887, sino que además ratifica la competencia de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, de exigir la devolución de los aportes que se hubieran 

efectuado a las Empresas Promotoras de Salud, siempre que se determine administrativa o 

judicialmente la improcedencia de los mismos, condición, que como se expuso en acápite anterior no 

fue desvirtuada por la hoy demandante, entidad que no desconoce la inconstitucionalidad de los aportes 

efectuados. 

 

En consecuencia, Colpensiones puede ejercer las acciones de cobro que no están prescritas y proceder 



 

 

 

a solicitar la devolución de los recursos. Por lo demás, es preciso destacar que la controversia no se 

puede limitar a definir cuál es el término administrativo que se debe tener en cuenta para solicitar la 

devolución del pago de lo no debido, pues acá se supera dicha barrera al establecerse elementos fácticos 

que denotan la inconstitucionalidad, ilegalidad y afrenta directa al marco jurisprudencial del sistema 

general de pensiones, sino que es pertinente referir si las EPS y el Fosyga hoy Adres están habilitados 

legalmente para recibir, administrar y disponer de recursos provenientes del sistema General de 

Seguridad Social en pensiones. Para el efecto, es preciso reiterar que los recursos que administra el 

Fosyga hoy ADRES, son de naturaleza parafiscal con una destinación específica, 

  

la financiación del sistema de seguridad social en salud, y al recibir recursos parafiscales por parte de 

Colpensiones, los cuales tienen una destinación específica para financiar el sistema pensional, se estaría 

configurando una extralimitación legal en el ejercicio de sus competencias. 

 

De conformidad a lo anterior, se estima que las sumas de dinero giradas al sistema de salud no estarían 

afectadas por el fenómeno de la caducidad o la prescripción y, por ende, son susceptibles de ser 

reintegradas a la Administradora a través de las medidas administrativas o contables a que haya lugar. 

 

Es pertinente indicar que, si el juez lo considera, el ADRES también tiene que responder por el giro indebido 

de aportes, por cuanto los recursos pagados erróneamente, fueron dirigidos a esta entidad por parte de 

la EPS. 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA 
Para el caso que nos ocupa es pertinente señalar como primera medida que a la demandante NUEVA 
E.P.S. S.A., no le asiste el derecho al reconocimiento de las pretensiones reclamadas, esto es, a que se le 
exonere de la devolución de los aportes indebidamente girados por la Administradora Colombiana de 
Pensiones – Colpensiones, por concepto de aportes en salud, ya que al realizar el estudio del caso se 
determinó que las mismas no son procedentes por carecer de sustento, esto en relación con lo ya esboza 
do a la largo del presente escrito. 
 
Ahora bien, para resolver la presente controversia jurídica, es necesario abordar la normatividad vigente 
en el tema participantes del Sistema General de Seguridad Social en salud, para lo cual me permito traer 
a colación apartes del artículo 157 de la Ley 100 de 1993. 
 
“A partir de la sanción de la presente Ley, todo colombiano participará en el servicio esencial de salud que 
permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Unos lo harán en su condición de afiliados al 
régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados” 
 
Con relación a lo anterior, el Artículo 26 del Decreto 806 de 1998, indica que son afiliados obligatorios al 
régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, entre otros, las siguientes 
personas: 
 



 

 

 

“[…]C. Los pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sobrevivientes o sustitutos;[…]” 
 
En el marco de las disposiciones enunciadas, es clara la obligación de los pensionados por vejez, invalidez, 
sobrevivientes o sustitutos, de cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud a través del fondo 
de pensiones, sobre los ingresos provenientes de la mesada pensional. 
 
De lo anterior, se desprende que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional y 
su ingreso a nómina por parte de Colpensiones, los afiliados, que para estos efectos adquieren el estatus 
de pensionados o jubilados, como consecuencia de ello se extingue la relación laboral legal y 
reglamentaria con su entidad pública empleadora, la cual ya no seguirá siendo responsable por la afiliación 
y pago de las cotizaciones a salud de los trabajadores que se pensionan, pues esta obligación, para estos 
efectos, se traslada a Colpensiones, entidad que tendrá a cargo realizar los pagos respectivos, previo 
descuento del valor del aporte de la mesada pensional. 
 
En ese sentido, es preciso destacar que los recursos que se destinan por Colpensiones 
 
para asumir dichos aportes a salud, son de naturaleza parafiscal y de destinación específica, con las 
características propias que ya fueron desarrolladas en líneas precedentes. 
 
Ahora bien, y en este punto radica el origen de la coyuntura problemática. Se evidenció por parte de 
Colpensiones que una vez en firme el acto administrativo de reconocimiento pensional frente a 
determinados servidores públicos, de su correspondiente ingreso a nómina, la consecuente deducción y 
pago de los aportes en salud de dichos pensionados con cargo a recursos parafiscales del Sistema de 
Seguridad Social en pensiones y con destino las EPS correspondientes, los referidos pensionados de 

manera simultánea mantenían el vínculo laboral con sus empleadores, de tal suerte que, de 
conformidad con el artículo 157 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 26 del Decreto 806 de 1998, junto con 
sus empleadores y en la proporción legal correspondiente, también estaban realizando los pagos por 
aportes al Régimen de Seguridad Social en Salud. 
 
De lo anterior, se desprende que los pagos realizados por Colpensiones respecto de sus pensionados, 
servidores públicos activos, por concepto de aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, fueron 
erróneamente girados a las cuentas de las EPS correspondientes y de éstas a su vez al FOSYGA. Lo anterior, 
en tanto ya el empleador y el trabajador, en sus proporciones legales correspondientes, habían asumido 
las referidas cotizaciones al amparo de la relación legal y reglamentaria. 
 
Por otro lado, es necesario tener presente lo dispuesto en el Decreto 1281 de 2002 posterior a los hechos 
que se ponen de presente, en cuyo artículo 4o prevé lo siguiente: 
 
Cuando el administrador fiduciario del Fosyga o cualquier entidad o autoridad pública, en el ejercicio de 
sus competencias o actividades como participante o actor en el flujo de caja, detecte que se presentó 
apropiación sin justa causa de recursos del sector salud, en los eventos que señale el reglamento, solicitará 
en forma inmediata las aclaraciones respectivas o su reintegro, el cual procederá a más tardar dentro de 
los veinte días siguientes a la comunicación del hecho. 
 



 

 

 

Cuando la situación no sea subsanada o aclarada en el plazo señalado se informará de manera inmediata 
y con las pruebas correspondientes a la Superintendencia Nacional de Salud quien ordenará el reintegro 
inmediato de los recursos y adelantará las acciones que considere pertinentes. 
 
Cuando la apropiación o reconocimiento a que alude este artículo sea evidenciada por el actor que maneja 
los recursos, éste deberá reintegrarlos en el momento en que detecte el hecho. 
 
En el evento en que la apropiación o reconocimiento sin justa causa se haya producido a pesar de contarse 
con las herramientas, información o instrumentos para evitarlo, los recursos deberán reintegrarse junto 
con los respectivos intereses liquidados a la tasa de interés moratorio establecida para los impuestos 
administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN. Cuando la apropiación se 
presente pese a la diligencia del respectivo actor o por circunstancias que escaparon a su control, los 
recursos deberán reintegrarse debidamente actualizados por el Índice de Precios al Consumidor. 
 
Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que no se compensen deben ser transferidos a las 
subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la conciliación mensual. 
 

De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las 
consideraciones, se concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al 
Fosyga, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin 
que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual no procede la figura de la prescripción 
ni la caducidad. 
 
Conclusiones 
 

1. Las acciones administrativas y legales para recuperar las cotizaciones pagadas 
erradamente al Sistema General de Salud no están afectadas por el fenómeno de la prescripción ni la 
caducidad. 

 

2. Es jurídicamente viable que COLPENSIONES ejerza las acciones administrativas y legales 
encaminadas a recuperar los recursos indebidamente girados a las EPS y de éstas al Fosyga. 

 

3. Que, por tanto, se entiende por esta entidad que se debe cobrar directamente a la EPS 
los valores girados a la misma por concepto de aportes en salud por mesadas que se encuentran bajo 
prohibición de doble asignación del tesoro público. 

 
Más adelante, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha entendido que la 

acepción de la palabra tributo hace referencia al género y las contribuciones hacen parte de la especie. 
Tal explicación encuentra sustento en la Sentencia C - 134 del 2009, 

M. P. Mauricio González Cuervo, en donde al resolver una demanda de inconstitucionalidad en 
contra de algunos artículos del estatuto de vigilancia y seguridad privada Decreto Ley 356 de 1994, se 
dejó por sentado lo siguiente: 



 

 

 

 
Naturaleza jurídica de los cobros por concepto de “credenciales”, “licencias” y “multas”. 3.1. El 

Estado exige cargas económicas a los particulares en función de la realización de sus cometidos y, 
específicamente, prestaciones evaluables en dinero como medio financiero de la actividad estatal. Así, en 
términos generales, son tributos las prestaciones pecuniarias establecidas por la autoridad estatal, en 
ejercicio de su poder de imperio, para el cumplimiento de sus fines. Los tributos consisten en impuestos, 
contribuciones y tasas (como se desprende del artículo 338 de la Constitución Política), según la 
intensidad del poder de coacción y el deber de contribución implícito en cada modalidad. 3.2. La doctrina 
ha fijado los elementos que deben concurrir en un tributo para ser definido como tasa, así: 

 

(i) prestación tributaria establecida por norma legal o con fundamento en ella; (ii) titularidad 
del Estado, directa o indirecta; (iii) cuantificación referenciada al costo del servicio o del bien de que se 
trate; (iv) relación directa del contribuyente con una actividad de interés público o un bien de dominio 
público, a través de su solicitud. 
 

4. La potestad tributaria: titularidad. 4.1. La Constitución Política radica la potestad tributaria en los 
cuerpos representativos de elección popular: “En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o 
parafiscales (...)” (Constitución Política, art. 338, inciso 1). Tratándose de tributos del orden nacional, 
corresponde al Congreso de la República “establecer contribuciones fiscales, y excepcionalmente, 
contribuciones parafiscales (...)” (Constitución Política, art. 150, numeral 12). 4.2. La expresión 
“contribuciones fiscales” ha de entenderse en un sentido lato, como sinónimo del concepto genérico de 
tributo, fuente de los denominados ingresos tributarios; lo mismo, tratándose la voz impuesto, cuyo 
alcance corresponde a la noción de tributo. En ambos casos, la Carta Política incurre en la impropiedad 

de confundir el género y la especie. Pero una interpretación sistemática de la Constitución, fundada 
en los principios de legalidad y representación, conduce a concluir que sólo a través de ley pueden 
establecerse impuestos, tasas y contribuciones. 
 
A su vez, la Sentencia C - 430 del 1 ° de julio de 2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, al decidir acerca de 
las contribuciones al sistema de seguridad social en salud, estableció: 
 
La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha atribuido a las cotizaciones efectuadas al Sistema 
de Seguridad Social en Salud, el carácter de “contribuciones parafiscales”, definidas como gravámenes 
establecidos con carácter obligatorio por la ley para un determinado sector, en que tales recursos se 
utilizan en su beneficio, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley 225 de 1995. Las contribuciones 
parafiscales no son otra cosa que un instrumento de intervención del Estado en la economía destinado a 
extraer recursos de un sector económico, para ser invertidos en el propio sector, al margen del 
 
presupuesto nacional, en donde su afectación a un propósito específico es su característica fundamental. 
Así, las contribuciones parafiscales en tanto gravámenes, se encuentran ineludiblemente sujetas a los 
principios de legalidad y reserva de ley, progresividad, equidad y eficiencia como cualquier otro tributo. 
 
Argumentos que sirven de sustento, para efectivamente concluir que los aportes en salud por tener el 
carácter de parafiscales están sujetos a la prescripción consagrada en el Estatuto Tributario Art. 817. 



 

 

 

Término de prescripción de la acción de cobro acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en 
el término de cinco (5) años, contados a partir de: 
 

1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno Nacional, para las 
declaraciones presentadas oportunamente. 
 

2. La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las presentadas en forma extemporánea. 
 

3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación con los mayores valores. 
 

4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o discusión. 
 
La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de los Administradores de 
Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos, o de los servidores públicos de la respectiva 
administración en quien estos deleguen dicha facultad y será decretada de oficio o a petición de parte. 
 
Ahora bien, la interrupción de la prescripción se dio cuando COLPENSIONES notifica a la NUEVA E.P.S., de 
las resoluciones donde solicita la devolución de aportes, cumpliendo cabalmente con lo consagrado en el 
artículo 818 del Estatuto Tributario, que señala. 
 
El término de la prescripción de la acción de cobro se interrumpe por la notificación del mandamiento de 
pago, por el otorgamiento de facilidades para el pago, por la admisión de la solicitud del concordato y por 
la declaratoria oficial de la liquidación forzosa administrativa. 

 
Interrumpida la prescripción en la forma aquí prevista, el término empezará a correr de nuevo desde el 
día siguiente a la notificación del mandamiento de pago, desde la terminación del concordato o desde la 
terminación de la liquidación forzosa administrativa. 
 
El término de prescripción de la acción de cobro se suspende desde que se dicte el auto de suspensión de 
la diligencia del remate y hasta: 
 
La ejecutoria de la providencia que resuelve la situación contemplada en el artículo 567 del Estatuto 
Tributario. 
 
El pronunciamiento definitivo de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en el caso contemplado en el 
artículo 835 del Estatuto Tributario. 
 
Aunado a lo expuesto, y en gracia de discusión, es necesario indicar que en el caso de marras existe un 
patrón común, el cual consiste en la concurrencia de servidores públicos y trabajadores oficiales, que, 
estando activos en el servicio, percibieron a su vez una mesada pensional, por concepto de pensión de 
vejez, reconocida por esta entidad, devengando dos asignaciones provenientes del tesoro público. 
 
Hecha la salvedad anterior, es menester indicar el artículo 128 de la Constitución Política de Colombia 
establece: 



 

 

 

 
ARTÍCULO 128. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de 
una asignación que provenga del tesoro público, o de Asimismo, en consonancia con lo anterior, ha 
sostenido la Sala: 
Al respecto, debe decirse que, siendo claro el mandato contenido en el artículo 143 de la Ley 100 de 1993, 
no queda más al pensionado que asumir el pago de las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, resultando natural que lo haga desde el momento mismo en que ostenta tal calidad. 
 
Es lógico pensar que debe el convocante aportar para efectos de la financiación del sistema contributivo, 
de tal forma que, a pesar de que no hubo prestación del servicio de salud por cuanto en estricto sentido 
no estaba aún afiliado, mal puede ignorar el sentenciador la carga que a aquél le impone la ley de pagar 
los aportes al Sistema de Seguridad Social en Salud, precisamente en razón a su condición de pensionado. 
 
Ciertamente, de no efectuarse los descuentos del retroactivo pensional para el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, no sólo se desconocerían los principios que debe observar la prestación del 
servicio público esencial de seguridad social consagrados en el artículo 2 de la Ley 100 de 1993, en especial, 
los de universalidad y solidaridad, sino también los rectores del servicio público de la seguridad social en 
salud de que trata específicamente el Decreto 1920 de 1994.  
 
Adicionalmente, se advierte que, al no efectuarse el descuento de los aportes para salud, podrían verse 
comprometidos los derechos del convocante de acceder a los servicios de alto costo que requieren un 
mínimo de semanas cotizadas, conforme lo dispone el artículo 164 de la Ley 100 de 1993. 
 

En este orden de ideas, debe tenerse en cuenta que los actos administrativos que reconocen una pensión 
son declarativos de un derecho y no constitutivos de él, por tal razón y debido a que es obligatorio cotizar 
en salud sobre los ingresos que se perciben por pensión, toda administradora de pensiones una vez 
reconocida la misma, debe proceder a descontar la cotización en salud con retroactividad a la fecha a 
partir de la cual se determina que empieza a devengar la pensión y transferirla a la EPS a la cual se 
encontraba afiliado el trabajador. 
 
Acatando las disposiciones normativas señaladas, esta Administradora emitió los respectivos actos 
administrativo a través de los cuales se ordenó la devolución de aportes a salud a la NUEVA E.P.S. S.A., pues 
en dichos casos se presentó una doble asignación por parte del tesoro público, consistente en la 
retribución salarial como servidores públicos y/o trabajadores oficiales y la mesada pensional, en virtud de 
la pensión de vejez reconocida por parte de esta entidad, lo que generó un doble pago por concepto de 
aportes a salud a favor de la NUEVA EPS S.A., pues esta última recibió los aportes provenientes del 
empleador. 
 
Adicional a lo anterior, dentro de los presupuestos procesales de la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho se encuentra el referente a que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad el cual se 
presenta cuando la demanda no se interpone dentro del término fijado por el legislador. 
 
El derecho al acceso a la administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 
procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón por la cual, se han establecido 



 

 

 

legalmente términos de caducidad para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las 
situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial. 
 
Sentencia C-832 de 8 de agosto de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil: 
 
La caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual: “(…) el legislador, 
en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de 
acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la 
necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del 
tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario 
apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, 
cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público 
lo que explica su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, 
cuando se verifique su ocurrencia”. 
 
Ahora bien, es importante resaltar que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de 
aportes, previsto en normas anteriores tal como el Decreto 4023 de 2011, fue derogado por la ley 1873 
de 2017, que en su artículo 119 determina: 

 
“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán 
solicitar en cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas 
Promotoras de Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de 
personas fallecidas o que se determine administrativamente o judicialmente que no era procedente 
el giro de estos aportes.” 
 
En el caso que los recursos ya hayan sido compensados ante Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga) o 
a quien haga sus veces, para el pago de estas acreencias se efectuarán cruces de cuentas sin operación 
presupuestal, con base en las transferencias del Presupuesto General de la Nación que se hayan 
entregado a los fondos de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), para lo cual se harán las operaciones contables 
que se requieran Norma que a pesar de no expresar una derogatoria expresa, al ser posterior prevalece 
sobre los decretos citados, como así lo ordena el artículo 2° de la ley 153 de 1887, sino que además ratifica 
la competencia de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, de exigir la devolución de los 
aportes que se hubieran efectuado a las Empresas Promotoras de Salud, siempre que se determine 
administrativa o judicialmente la improcedencia de los mismos, condición, que como se expuso en acápite 
anterior no fue desvirtuada por la hoy demandante, entidad que no desconoce la inconstitucionalidad de 
los aportes efectuados. 
 
De todo lo antes expuesto se colige, en primer lugar que los actos administrativos demandados no 
adolecen de las causales de nulidad y en segundo lugar, que la E.P.S., si está en la obligación de proceder 
al reintegro de los aportes para salud efectuados durante los periodos señalados en cada uno de los actos 
administrativos, y por tanto la EPS tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por COLPENSIONES. 
 



 

 

 

Finalmente, es menester citar el salvamento de voto de la Dra NELLY YOLANDA VILLAMIZAR DE 
PEÑARANDA, en salvamento de voto (Asunto: REINTEGRO DE APORTES AL SISTEMA DE SALUD, en el 
expediente de referencia No.18- 0084-01, del 04 de junio del 2020) en un caso similar: 
 
Que de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política respecto al derecho irrenunciable de la 
seguridad social que a la letra prescribe: 
 
“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 
 
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 
 
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad 
Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. 
 
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes 
a ella. 
 
<Inciso adicionado por el artículo 1º del Acto Legislativo 1 de 2005, el nuevo texto 

 

es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 
respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de 

acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la 
entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido 
en ellas. 
 
Nótese que conforme con el precepto constitucional citado, la seguridad social constituye un servicio 
público de carácter obligatorio, la cual debe prestarse bajo la dirección, coordinación y control del Estado 
con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Además, el Estado, con la 
participación de los particulares, tiene la obligación de ampliar progresivamente la cobertura del servicio, 
de garantizar los derechos y la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, siendo este último concepto, 
una herramienta para asegurar la realización sostenible de los derechos fundamentales y específicamente 
para la efectividad del pago de las prestaciones futuras de talante pensional. 
 
Ahora bien, también debe precisarse que los recursos destinados a la seguridad social, ya sea que 
provengan de aportes directos de los empleadores, de los trabajadores, del Estado o de cualquier otro 
actor, tienen necesariamente destinación específica, entendida esta como la necesidad de invertirlos 
nuevamente en el sistema, en beneficio de todos aquellos que se favorecen de él. 
 
En estas condiciones, para la suscrita magistrada es claro que la naturaleza jurídica de los dineros por 
concepto de aportes a SALUD que COLPENSIONES pagó indebidamente a las EPS (correspondió a 
cotizaciones respecto de pensionados erróneamente reconocidos y se realizó un doble pago), son recursos 



 

 

 

que pertenecen al Sistema de la Seguridad Social en Pensiones y su destino es específico, y no es otro que el 
pago de las pensiones.” (negrilla y subrayado fuera del texto) 

 
CASO EN CONCRETO 
 
Frente al caso concreto y de conformidad con los postulados anteriores, se determinó que de cara al giro 
indebido de aportes por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES en favor 
de la NUEVA E.P.S. S.A., existe una imprecisión la cual generó un detrimento al erario público, sino además 
una visible violación a los preceptos constitucionales y legales. 
 
Por lo anterior, la NUEVA E.P.S., tiene el deber legal de devolver las sumas cobradas por esta 
Administradora, a través de los actos administrativos citados dentro del libelo demandatorio por concepto 
de aportes en salud realizados en favor de cada uno de los ciudadanos relacionados y detallados en el 
escrito de demanda, toda vez que los citados actos reafirman con razones de hecho y de derecho la 
devolución de dichos dineros con ocasión de la destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional 
de los recursos parafiscales objeto del litigio. 
 
Finalmente, es importante resaltar que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de 
aportes, previsto en normas anteriores tal como el Decreto 4023 de 2011, fue derogado por la ley 1873 de 
2017, que en su artículo 119 determina: 
 

“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán solicitar en 

cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas Promotoras de 
Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de personas fallecidas o que 
se determine administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de estos aportes.” Como 
solución al problema jurídico, se concluye que no le asiste derecho a la demandante NUEVA EPS-S S.A., ya 
que, al estudiar el caso dentro de los límites comprendidos en los fundamentos de la demanda, y 
contrastados estos con las normas constitucionales, legales y jurisprudencia que integran el ordenamiento 
jurídico aplicable al caso, es notable una ausencia de sustento jurídico que permita dar vía libre a las 
pretensiones de la entidad demandante. 
 
Finalmente se reitera que el término de 12 meses para la procedencia de la solicitud de aportes, previsto 
en las normas anteriores, fue derogado por la ley 1873 de 2017, que en su artículo 119 determina: 
 
“DEVOLUCIÓN DE APORTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES: 
 
Las Entidades Administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán solicitar en 
cualquier tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las Empresas Promotoras de 
Salud y/o al Ministerio de Salud y Protección Social, por concepto de aportes de personas fallecidas o que 
se determine administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de estos aportes.” 

 
EXCEPCIONES 



 

 

 

Con el debido respeto formulo las siguientes excepciones contra la demanda formulada: 
 
EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
PRIMERA: EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 12 DEL DECRETO 4023 DE 2011, 
POR OPOSICIÓN AL ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 

 

 
 

 
Aunado a lo anterior es pertinente resaltar que la normativa en comento no determina de manera expresa 
un plazo de caducidad para la acción de cobro o un término de prescripción del derecho a cobrar los 
recursos girados erróneamente a las EPS, máxime cuando los aportes realizados por Colpensiones a las 
EPS se realizan con cargo a los recursos del Sistema General de Pensiones, los cuales dada su 
parafiscalidad solo pueden ser utilizados en los términos previstos por la ley, esto es, el cubrimiento de 
los riesgos de invalidez, vejez y muerte de los afiliados al Régimen de Prima Media. 
 
De todo lo expuesto, y acorde con los argumentos y conclusiones señaladas en las consideraciones, se 
concluye que al perfeccionarse el traslado de recursos a las EPS y de estas al Fosyga, tras el cumplimiento 
de los 12 meses que tenía Colpensiones para refutar esos pagos, sin que se hubiera hecho, se configura 
una destinación irregular, ilegal, injustificada e inconstitucional de los recursos parafiscales y frente al cual 
no procede la figura de la prescripción ni la caducidad. 

 
De la excepción de inconstitucionalidad y sus generalidades. 
 
La Carta Política de 1991 adoptó en su artículo 4.to la excepción de inconstitucionalidad, contemplando 



 

 

 

que «La Constitución es norma de normas» y que «En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución 
y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales». Se subraya 
 
Frente a este mecanismo, la Corte Constitucional ha decantado que se configura como un deber de las 
autoridades, en el evento en que detecten una contradicción entre una norma aplicable y un precepto 
constitucional, de inaplicar, en el caso concreto, la norma inconstitucional. Como finalidad ulterior, la 
excepción de inconstitucionalidad persigue salvaguardar la primacía de la Constitución a través de un 
control difuso. 
 
La institución bajo estudio puede ser impetrada a petición de parte, o aplicada de oficio por la autoridad 
o el operador de justicia, siempre que se esté bajo alguna de las siguientes circunstancias: 

 

1. La norma sea contraria a los cánones superiores y no se haya producido un pronunciamiento 
sobre su constitucionalidad; 
 

2. La regla formalmente válida y vigente reproduce en su contenido otra que haya sido objeto de 
una declaratoria de inexequibilidad por parte de la Corte Constitucional o de nulidad por parte del Consejo 
de Estado, en respuesta a una acción pública de inconstitucionalidad o nulidad por inconstitucionalidad 
según sea el caso; o 

 

3. En virtud de la especificidad de las condiciones del caso particular, la aplicación de la norma acarrea 
consecuencias que no estarían acordes a la luz del ordenamiento iusfundamental. En otras palabras, 
“puede ocurrir también que se esté en presencia de una norma que, en abstracto, resulte conforme a la 
Constitución, pero no pueda ser utilizada en un caso concreto sin vulnerar disposiciones constitucionales”. 

 
Ahora, debe mencionarse que para el presente caso es aplicable el artículo 119 de la ley 1873 de 2017 
establece: 

 
“Articulo 119. Devolución de aportes pertenecientes al Sistema General de Pensiones. Las entidades 
administradoras del Régimen de Prima Media con Prestación Definida podrán Solicitar en cualquier 
tiempo la devolución de los recursos que hubiesen transferido a las empresas promotoras de Salud Y 
Al Ministerio De Salud Y Protección Social, por concepto de aportes de personas fallecidas o que se 
determine administrativamente o judicialmente que no era procedente el giro de estos aportes.” 
 

Ante el caso, se debe decir que, teniendo en cuenta que se trata de un error, aquellos dineros cancelados 
indebidamente e injustificadamente deben ser retornados a la administradora de pensiones. 
 
En razón de lo anterior, se expidió el Decreto 4023 de 2011, el cual previó la situación sub examine en su 
artículo 12, lo cual significa que desarrolló un procedimiento para efectuar la devolución de los aportes 
realizados de forma errónea. 
 
No obstante, dicha norma trae consigo unos preceptos que en abstracto resultan ajustados a la 
Constitución, pero que de ser aplicados en el presente caso resultarían inconstitucionales, razón por la 
cual deben ser inaplicados por el juez, en tanto cumplen con los requisitos disyuntivos jurisprudenciales 



 

 

 

de aplicación de la excepción de inconstitucionalidad comoquiera que i) el artículo 12 del Decreto 4023 
de 2011 no ha sido objeto de control abstracto de constitucionalidad; y ii) la aplicación del artículo 12 de 
dicho decreto acarrearía consecuencias que no están acordes al ordenamiento iusfundamental. 
 
Frente a la primera condición, al tratarse de un hecho notorio la inexistencia de un pronunciamiento de 
constitucionalidad que recaiga sobre el artículo 12 del Decreto, no precisa, pues, de mayores 
argumentaciones. 
 
En lo atinente al postulado referido a que el precepto contenido en el artículo 12 del Decreto 4023 de 
2011 (sobre el procedimiento para la devolución de aportes) de ser aplicado al caso concreto implicaría 
una vulneración al ordenamiento iusfundamental, se debe aseverar, sin asomo de duda, que requiere de 
una argumentación más juiciosa. 
 
Primariamente, es menester exponer que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 estatuye el 
procedimiento de reintegro de pagos erróneamente efectuados, para cual exige que la solicitud debe 
presentarse al Fosyga (hoy Adres) por parte de la EPS o de la entidad obligada a cotizar (EOC), dentro de 
los 12 meses siguientes a la fecha de pago o, si las cotizaciones fueren anteriores a la entrada en operación 
de las cuentas maestras, dentro de los 12 meses siguientes a la entrada en vigencia del Decreto 674 de 
2014 (2/abr/2014) el cual modificó al 4023 de 2011 y trajo los términos antes descritos y los puntos de 
partida para iniciar su conteo –caducidad–. 

 
Ahora, analizado el asunto de marras, es evidente que Colpensiones adelantó la gestión de devolución de 
aportes por fuera de los 12 meses establecidos en el decreto infraconstitucional, por lo que a la fecha no 
existiría medida alguna que tomar, y el dinero, en virtud del artículo 4 del plurimencionado decreto, ya 
pudo haber sido utilizado para alguna de las siguientes destinaciones: 

 
a. Para el pago de las unidades de pago por capitación, prestaciones económicas y demás gastos 

autorizados por la ley; o 
 

b. si hubiere superávit, hasta el 5 % del proceso de giro y compensación que se genere mensualmente, para 
la constitución de una reserva en el patrimonio de la subcuenta para futuras contingencias relacionadas 
con el pago de UPC y/o licencias de maternidad y/o paternidad del Régimen Contributivo. 

 
Es decir, que a los recursos de Colpensiones -resáltese que son recursos de la seguridad social-, se 
les dio una destinación oficial diferente, pues fueron dirigidos para al pago de las UPC, ora a un 
fondo de reserva del régimen contributivo. 
 
Dicho lo anterior, nos encontramos frente a una violación directa al artículo 48 superior (perteneciente 
al catálogo de DD. FF.), el cual establece en su inciso tercero que «[…] No se podrán destinar ni utilizar 
los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella», y más adelante, en 
su inciso quinto (adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005) ordena que «El Estado garantizará los 
derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional». 
 
De los precitados apartes constitucionales se derivan dos conclusiones: 



 

 

 

 

1. Que el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011 vulnera la orden constitucional de que los recursos 
de la seguridad social no pueden usarse para fines diferentes a ella. A esta conclusión se arriba porque los 
recursos de Colpensiones, girados erróneamente en forma de aportes a la EPS actora, son de la seguridad 
social, y se les está dando una destinación oficial diferente para la que fueron asignados, esto es, para la 
administración del régimen de prima media con prestación definida. 
 
Si bien, a priori, se podría decir que de los recursos que Colpensiones no solicitó a tiempo su devolución 
igualmente fueron destinados a la seguridad social, pues la Adres, entidad también de la seguridad social, 
se apropió de ellos, por lo que no hay vulneración alguna a la Carta Política, se manifiesta categóricamente 
que esta interpretación carece de sentido lógico. 

 
De tener por cierta la anterior afirmación, sería lo mismo que aceptar la idea descabellada de que cuando 
en el presupuesto general de la nación se realiza una asignación al sector defensa y por error la Caja de 
Sueldos de la Policía Nacional realiza un pago de lo no debido a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares 
nada ocurre, puesto que –ilógicamente– los recursos están destinados a la misma finalidad, cual es el 
sector defensa. 
 
Sentado lo precedente, resta decir que cuando la Constitución Política de 1991 se refirió a que no se 
podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad social para fines diferentes a 
ella, no lo hizo lato sensu, sino que se refería a que a los recursos asignados a las diferentes entidades que 
componen el sistema de la seguridad social no se les podría dar una destinación diferente para la que 
fueron asignados, verbi gratia, Colpensiones no puede usar los dineros del régimen de prima media con 
prestación definida para reconocer una pensión que por ley le corresponde a la UGPP bajo la excusa de 
que finalmente el dinero de la pensión reconocida forma parte de la seguridad social y no se le está dando 
una destinación diferente. 

 
Luego entonces, la interpretación que se le debe dar al imperativo constitucional es que los recursos 
asignados a cada entidad de la seguridad social, no pueden ser destinados a finalidades distintas que las 
que obedezcan a los objetivos de cada ente. 
 
A lo que se pretende llegar con lo anterior, es que a los dineros que Colpensiones giró erróneamente a la 
accionante se le dio una finalidad diferente, que si bien, en sentido amplio, terminaron en la seguridad 
social, en estricto sentido no era la finalidad para la que estaban determinados puesto que el Estado los 
destinó para el régimen de prima media con prestación definida y no para el pago de unidades por 
capitación, ni para la constitución de fondos de reservas del régimen contributivo. 
 
Así las cosas, se incumplió con el mandato superior de no darle a los recursos de la seguridad social una 
destinación diferente a ella, ya que, como quedó sentado en líneas precedentes, cuando se destinan 
recursos de una entidad para las finalidades de otra, aunque ambas pertenezcan a la seguridad social, 
resalta de bulto la destinación oficial diferente, en cuanto a que las distintas entidades del estado, 
inclusive cuando pertenecen al mismo sector o sistema, tienen objetivos diferentes. 

 
En síntesis, de ser aplicado el artículo 12 del Decreto 4023 de 2011, y declarar la nulidad de los actos 



 

 

 

administrativos por considerar el despacho que la solicitud de devolución fue extemporánea y violó el 
debido proceso, se incurriría es una violación al ordenamiento iusfundamental, bajo el entendido que la 
máxima guardadora de la Constitución Política, ha sostenido desde vieja data que la seguridad social (art. 
48 C. P.) se erige como derecho fundamental en el ordenamiento jurídico colombiano, y no acatar el 
mandato de no darle una destinación diferente a los recursos de la seguridad social, so pretexto del 
cumplimiento de una norma adjetiva infraconstitucional (Decreto 4023 de 2011) atenta contra la 
concepción social y de Derecho bajo la cual se edifica el ordenamiento constitucional nacional, donde en 
la cúspide de la pirámide normativa se encuentra la Constitución Política como norma de normas. 

 

2. Que en el caso concreto el artículo 12 pone en peligro la sostenibilidad financiera del sistema pensional, 
en el entendido que da vía libre a haya un empobrecimiento sin causa de Colpensiones cuando no solicite 
dentro de los 12 meses la devolución de aportes, y deja a mi representada desprovista de herramientas 
jurídicas, tanto administrativas como judiciales, para poder recuperar el dinero. 
 
En ese sentido, debe el juzgador inaplicar, en el sub iudice, la norma de inferior jerarquía (Decreto 4023 
de 2011) por atentar contra el orden iusfundamental al violar al derecho fundamental a la seguridad social 
contenido en el artículo 48 de la Carta Magna; la presente excepción de inconstitucionalidad se debe 
ejecutar, asimismo, sustentada en el mandato contenido en el Acto Legislativo 03 de 2011 consistente en 
que «La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus 
competencias, en un marco de colaboración armónica», es decir, que la rama judicial debe colaborar de 
forma integrada con la ejecutiva cuando evidencie la existencia de fenómenos que puedan poner en 
peligro la sostenibilidad fiscal de la nación. 
 
En suma, atando todos los cabos, y a manera de conclusión final solo resta solicitar a su señoría, se sirva 
acoger los presentes argumentos y, en consecuencia, inaplique po inconstitucional, en el caso concreto y 
con efectos interpartes, el artículo 12 del Decreto 4023 de 2012, y en ese hilo conductual, mantenga 
incólume los actos administrativos expedidos por la Administradora Colombiana de Pensiones. 

 
SEGUNDA: INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO A CARGO DE COLPENSIONES 
 
Consiste en que no ha nacido derecho a reclamar contra COLPENSIONES, pero le asiste la obligación a la 
NUEVA EPS, ya que los pagos de COLPENSIONES por concepto de aportes al Sistema de Seguridad Social 
en Salud, fueron erróneamente girados a las cuentas de la EPS correspondientes y de éstas a su vez al 
FOSYGA. Lo anterior, en tanto ya el empleador y el trabajador, en sus proporciones legales 
correspondientes, habían asumido las referidas cotizaciones al amparo de la relación legal y 
reglamentaria. 

 
COLPENSIONES, en su labor administradora realizo el agotamiento del trámite administrativo para 
solicitar la devolución de los recursos erróneamente girados a la EPS, y para efectos de aterrizar al asunto, 
el Decreto 4023 de 2011, modificado por el Decreto 674 de 2014, estableció el término de 12 meses 
contados a partir del respectivo recaudo para efectuar la revisión y ajustes requeridos para lograr la 
compensación de los recursos En el mismo sentido de lo referido, pero para efectos de realizar el 
procedimiento de devolución de cotizaciones erradas, en este caso, teniendo como destinatario a 
COLPENSIONES, se advirtió normativamente que dicha solicitud de devolución debía efectuarse dentro 



 

 

 

de los 12 meses siguientes a la fecha de pago. Consecuente con lo anterior, se previó que los dineros que 
no se compensen, deben ser transferidos a las subcuentas del Fosyga una vez generado el resultado de la 
conciliación mensual. 
 
Por lo tanto la presente excepción se configura por cuanto al perfeccionarse el traslado de recursos a las 
EPS y de éstas al FOSYGA, tras el cumplimiento de los 12 meses que tenía COLPENSIONES para refutar 
esos pago, sin que se hubiera hecho, se configura una destinación irregular, ilegal, injustificada e 
inconstitucional de los recursos parafiscales. Además, hay que recordar es obligación de COLPENSIONES 
ejercer las acciones administrativas y legales encaminadas a recuperar los recursos indebidamente 
girados a las EPS y de éstas al Fosyga. 

 
                          TERCERA : BUENA FE: 

 
COLPENSIONES en todas sus actuaciones tiene que someterse al imperio de la constitución Nacional y de 
la Ley, conforme lo prescriben entre otros los Artículos 121, 122 y 128 de la Carta Política, siendo esto lo 
que ha acatado hasta el momento. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “Como principio general del derecho, (la 
buena fe) ha sido reconocido por la jurisprudencia colombiana especialmente desde 1935, citándose la 
jurisprudencia y doctrina francesa y sobre todo el artículo 1603 del Código Civil Colombiano: “Los contratos 
deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas 
las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley pertenecen a ella”. 
Norma que tiene su correspondencia en numerosos artículos del Código Civil y que en la década del treinta 
también tendrá en Colombia importante tratamiento doctrinal: “De ahí que se hable de la buena fe como 
de un criterio primordial en la interpretación de las convenciones, gracias al cual el juez puede sacar 
triunfante la equidad sobre los rigores del formalismo”. 

 
“El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el Código 
Sustantivo del Trabajo, artículo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral desde la época del Tribunal 
Supremo del Trabajo: “El principio de la buena fe, que no es nuevo, sino que data de las mejores tradiciones 
romanas, debe presidir la ejecución de los contratos, incluido el de trabajo”. Sentencia ésta proferida el 9 
de febrero de 1949 y que llega hasta analizar no solo la buena fe sino la mala fe, en los siguientes 
términos:”  “La mala fe –ha dicho la Corte Suprema de Justicia- debe ser la deducción acertada hecha sobre 
la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza incompatible con la bona fide, como lo sería, en 
tratándose de la buena fe contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una 
negociación celebrada con un incapaz, que mostrara un aprovechamiento inhonesto del estado de 
inferioridad en que ocurrió una de las partes a su celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un 
estado de debilidad para obtener un indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de los 
valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con que se exige o es exigible buena 
fe en los negocios de hecho, conformada probatoriamente y adoptada en las situaciones de cada caso” 
 
Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de COLPENSIONES surge precisamente de la estricta 
aplicación de la Constitución, la Ley y el precedente jurisprudencial que permite conceder o negar 
prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del acto que garantiza 



 

 

 

seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia permite revestir además bajo la égida de 
la buena fe el reconocimiento o negación pensional por lo que es de carga exclusiva del demandante 
controvertir tanto la presunción legal del acto como la buena fe en la decisión.   

 
                         CUARTA: LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EMITIDOS:  

 
La totalidad de actos administrativos demandados, no adolecen de incompetencia, falsa motivación, 
desviación de poder, ni fueron emanados con vulneración al debido proceso y al principio de buena fe. 
 

                         QUINTA: PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD: 
 
Sin que de ninguna manera se entienda reconocimiento de los hechos y pretensiones aducidas por el 
demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que eventualmente se 
hubiese causado a favor del demandante y que de conformidad con las normas legales y con las probanzas 
del juicio, quedara cobijado por el fenómeno de la prescripción y la caducidad. 

 
                          SEXTA: GENÉRICA O INNOMINADA:  

 
De manera respetuosa se presenta está excepción con el fin de que se aplique cuando se demuestre 
cualquier medio de defensa a favor de la entidad demandada, en ese sentido se declaren las demás 
excepciones que resulten dentro del proceso. 
 

 
 
 
 

MEDIOS DE PRUEBAS 
 

Solicito de manera respetuosa se tengan como pruebas Documentales las siguientes: 
 

 Expediente Administrativo del demandante (medio magnético). 

 
FRENTE A LAS PRUEBAS APORTADAS POR LA PARTE DEMANDANTE 

 

Las solicitadas por la actora son conducentes para el proceso, pero no otorgan nuevos juicios de 
valor que sean suficientes como para que el señor(a) juez efectúe declaración o condena alguna 
en contra de mi defendida. 

 
ANEXOS 

 

1. Expediente administrativo. 



 

 

 

 

NOTIFICACIONES 
 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 

 El suscrito en a los correos electrónicos:   
  

 • En la secretaria de su despacho. 
 • Correo electrónico: utabacopaniaguab9@gmail.com 

 
 
 
 
 

 

Cordialmente, 

 

 

 
_________________________________ 

STELLA MARECELA ALVAREZ MONTES 

C.C. No. 1.102.833.344  

T.P. No. 227.137 del C.S.J. 

mailto:utabacopaniaguab9@gmail.com
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Señores 

Juzgado cuarenta y uno (041) Administrativo de Oralidad de la Sección 

Cuarta de Bogotá D.C. 

Ciudad. 

 

 

PROCESO:                 11001333704120220033400 

DEMANDANTE:  PATRIMONIO AUTÓNOMO PÚBLICO PAP 

FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA JURÍDICA DEL 

EXTINTO DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DAS 

Y SU FONDO ROTATORIO 

Causante:                   NILSSON NICHOLLS GRISALES 

DEMANDADO:  Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional Y 

Contribuciones Parafiscales - Ugpp  

 

Asunto: Contestación de la demanda. 

 

 

 
LAURA NATALI FEO PELÁEZ, mayor de edad, abogada en ejercicio, identificada 
como aparece al pie de mi correspondiente firma, en calidad de apoderado sustituto de la 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, 
de acuerdo al poder de sustitución otorgado por el Dr. OMAR ANDRÉS VITERI 
DUARTE, en su calidad de apoderado especial, conforme consta en el poder que al efecto 
adjunto a la presente, cordialmente solicito al Despacho reconocerme personería para 
actuar de acuerdo al poder adjunto y estando dentro del término de la oportunidad 
procesal, de manera respetuosa me permito dar contestación a la demanda propuesta 
dentro del proceso de la referencia instaurado contra mi representada, para que mediante 
sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada 
una de las pretensiones propuestas en la demanda y se condene en costas a la demandante. 
  

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, 
REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO. 

 
El poder para efectos de la representación legal a favor de la firma, es otorgado mediante 
Escritura Pública No. 174 del 17 de Enero de 2023 de la Notaría 73 del Círculo de Bogotá, 
por parte del Dr. Javier Andres Sosa Pérez, mayor de edad y vecino de esta ciudad, en su 
calidad de Subdirector de Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial De La 
Gestión Pensional Y Contribuciones Parafiscales De La Protección Social – UGPP, 
conforme consta en la Resolución 681 del 29 de Julio de 2020, y Acta de Posesión No. 42 
del 30 de Julio de 2020 que forman parte de la escritura, en la que modifica el numeral 
primero de la Escritura Pública No. 0604 del 12 de febrero de 2020, suscrita en la Notaría 
73 del Círculo de Bogotá, mediante la cual se otorga PODER GENERAL a la firma Viteri 
Abogados S.A.S. con el fin de señalar que el apoderado tendrá a su cargo de manera 
adicional la representación judicial y extrajudicial en el territorio nacional, conforme 
consta en la cláusula segunda de la escritura en cita. 
 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., Av. Carrera 68 No. 13 – 37, correo: 
notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
A LAS PRETENSIONES: 

  
Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones declarativas y 
condenatorias: formuladas por la parte demandante, por no encontrarse estructurados los 
presupuestos fácticos ni legales para la prosperidad de la nulidad de los Actos 
Administrativos demandados. 

mailto:notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co
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FRENTE A LAS PRETENSIONES 1, 1.1, 1.2, 1.3, 2, 2.1, Y 2.2. Me opongo a la 
prosperidad de todas y cada una de las pretensiones toda vez que en el caso que nos ocupa, 
no es procedente la declaratoria de nulidad de las Resoluciones RDP 14585 del 07 de junio 
de 2022, RDP 19317 del 29 de julio de 2022 y  RDP 22301 del 29 de agosto de 2022, pues 
las mismas fueron emitidas por la UGPP en cumplimiento a una orden emitida por medio 
de sentencia judicial, es decir, los actos administrativos en censura no están creando ni 
modificando una situación jurídica, sino que los mismos se limitan a dar cumplimiento a 
orden emitida por autoridad judicial.  
 

Así las cosas, nos encontramos frente a  actos administrativos de cumplimiento o 
ejecución, es decir, en los mismos no se encuentra contenida la expresión de la voluntad 
de la administración, sino la orden concreta emitida en sede judicial,  la cual para ser 
cumplida requiere la puesta en práctica por parte de la administración, es decir, la entidad 
debe actuar en cumplimiento a esa orden y en consecuencia emitir los actos 
administrativos, los cuales son un instrumento jurídico a través del cual se cumple la 
sentencia emitida. 

En ese sentido el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Cuarta, Consejera Ponente: Ligia López Díaz, providencia del 30 de marzo de 2006, 
Radicación número: 25000-23-27-000-2005-01131-01(15784) manifestó: 

(…) “En este orden, los actos administrativos que no crean, ni modifican la 
situación jurídica de una persona son considerados como actos de 
ejecución, los cuales están destinados a dar cumplimiento a un fallo 
proferido por un juez constitucional. En este sentido la Corporación ha 
dicho: 

Los actos de ejecución de una decisión administrativa o jurisdiccional se 
encuentran excluidos de dicho control, toda vez que a través de ellos no se 
decide definitivamente una actuación, pues solo son expedidos en orden a 
materializar o ejecutar esas decisiones”. (…) 

En este caso las resoluciones demandadas dieron estricto cumplimiento al fallo emitido 
por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA mediante fallo de fecha 10 de 

febrero de 2022, por lo que en concordancia con el criterio esbozado anteriormente, en el 
caso que nos ocupa el control jurisdiccional no es aplicable en la medida en que las 
resoluciones demandas se tratan de actos de ejecución que no modifican ni crean 
situaciones jurídicas, sino que se limita a dar cumplimiento a la sentencia por medio de la 
cual se ordena la reliquidación de la prestación reconocida al Sr. NILSSON NICHOLLS 
GRISALES, con los factores salariales no incluidos en tiempo por parte del empleador, en 
este caso el DAS. 

Ahora bien, la reliquidación ordenada el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA  mediante fallo de 10 de febrero de 2022,  surge por la no inclusión de la 
totalidad de los factores salariales y el no pago en tiempo de los mismos, obligación que 
se encuentra en cabeza del empleador, en este caso el extinto DAS, no obstante, en virtud 
de la ley es el PAP – DAS - FIDUPREVISORA, es sobre quien recae esta obligación de 
conformidad con lo estipulado en la ley. En ese orden de ideas es al demandante a quien 
le corresponde acreditar el pago de los aportes.  

Para el caso en concreto, el extinto DAS,  NO realizó aportes sobre los factores salariales 
consagrados en el Decreto 929 de 1976, que son fundamento de la condena judicial en 
contra de la UGPP, razón por la cual la entidad dio cumplimiento de los mismos, y 
procedió a reliquidar las prestaciones de los afiliados conforme lo solicito cada uno, a fin 
de evitar posibles condenas y litigios futuros. Así las cosas, durante la vigencia de la 
relación laboral, el demandante no cotizo con todos los factores salariales siendo que era 
imperativo el cumplimiento en el pago por parte del empleador, no solo durante la 
vigencia de la ley, sino también con posterioridad a la entrada en vigor de la ley 100 de 
1993, como consecuencia de la aplicación del régimen de transición.  
 
Ahora bien, no es de recibo el argumento esbozado por la parte demandante en el cual 
manifiesta que no es la llamada a pagar los aportes dejados de pagar en tiempo, toda vez 
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que aduce que no se ha determinado la obligación en cabeza del PAP – DAS – 
FIDUREVISORA sino en cabeza del extinto DAS, no obstante, es pertinente invocar lo 
expuesto en providencia del Consejo de Estado 2019 – 0024 del 4 de julio de 2019, 
Consejero ponente: Álvaro Namén, mediante la cual se definió un conflicto de 
competencias en relación con el asunto de la referencia y en la cual se precisa en forma 
general y sin distinción del cargo, que el competente para el pago de los aportes patronales 
por reliquidación pensional de lo extrabajadores del extinto DAS, cuando este no los 
canceló, actualmente corresponde al PATRIMONIO AUTONOMO DE DEFENSA 
JURÍDICA del DAS y su fondo rotatorio, administrado y representado legamente por la 
FIDUPREVISORA S.A. A esa determinación llegó el Consejo de Estado del análisis del 
Decreto 4057 de 2011, del artículo 238 de la Ley 1753 de 2015 y del contrato de Fiducia 
Mercantil No. 6.001 – 2016. 

En ese orden de ideas, la providencia mencionada anteriormente expone: (…)”Por lo 
anterior, la Sala encuentra que la Ley 1753 de 2015, le asignó a la Fiduciaria la Previsora 
S.A. la competencia para pagar el aporte patronal adeudado por el extinto DAS, como 
administradora del patrimonio autónomo para el pago de sentencias y reclamaciones 
laborales, entre otras, cuyo destinatario sea el extinto DAS, según lo dispuso el artículo 
238 de la Ley 1753 de 2015 y lo estipulado en el contrato de fiducia mercantil No. 6.001 
– 2016, suscrito entre el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Fiduprevisora 
S.A.”(…) 

En igual línea se evidencia lo manifestado por el Consejo de Estado en providencia 
2019 – 00022, del 1 de abril de 2019, Consejero Ponente Edgar Gonzáles López, en donde 
manifiesta la misma postura que en la providencia anteriormente citada.  

Así las cosas, el patrimonio autónomo de Defensa Jurídica del extinto DAS y su fondo 
rotatorio, representado legalmente por FIDUPREVISORA S.A., es la entidad que debe 
asumir el pago del aporte patronal que le correspondería al extinto DAS.  

Nótese, que en los recursos presentados por parte del demandante frente a las 
resoluciones expedidas por UGPP, en ningún parte se establece el pago de los factores 
salariales, sino que se fundamentan en establecer que el fallo no es vinculante,  y que existe 
violación del derecho de defensa, cuando el problema jurídico, no es si fueron o no citados 
al proceso judicial, o dentro del trámite administrativo dentro del cual se hizo parte de la 
FIDUPREVISORA, sino definir cuál es valor de los factores salariales, o si por el 
contrario los mismos fueron cancelados por el empleador, y que no se hace necesario 
vincular al empleador para el pago de factores salariales dejados de cancela en la medida 
que es una obligación de carácter legal y por tanto imprescriptible, pues garantiza el pago 
de la prestación del afiliado – trabajador, y con mayor importancia la sostenibilidad del 
sistema de seguridad social. 
 
De otro lado, el argumento sustentado respecto al valor de la obligación carece de 
fundamento legal, es necesario advertirle al demandante, que las resoluciones se 
expidieron en cumplimiento de fallos judiciales, en los que se determinó la obligación de 
incluir los factores salariales dejados de pagar por el extinto DAS con fundamento en la 
certificación laboral y de factores salariales expedida por su parte. 
  
Por lo anterior, los descuentos por aportes realizados fueron ordenados en razón a los 
principios de solidaridad y sostenibilidad presupuestal, hoy en día reconocidos en normas 
de rango constitucional y en razón a lo que ha expresado el Consejo de Estado, en 
sentencias con radicado No. 5244 del 28 de octubre de 1993, M.P Dra. Dolly Pedraza de 
Arenas, en la que se señaló: 

 
"(...) Es pertinente aclarar que en el caso de la liquidación de una pensión, cuando 
el empleado oficial no haya pagado determinados aportes, la Caja de Previsión 
respectiva debe cobrarlos previamente para efectos de que ella se produzca sobre 
el monto total de dichos aportes, conforme a la previsiones consagradas en la ley" 

 
Así mismo, el acto legislativo 001 de 2005 Art. 1 indica: Se adicionan los siguientes incisos 
y parágrafos al artículo 48 de la Constitución Política: 
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(...) Para la liquidación de las pensiones solo se tendrán en cuenta los factores 
sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones (...) 

 
Cabe resaltar que en el artículo 48 de la Constitución Política establece que, para la 
liquidación de las pensiones, solo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales se 
hubieren efectuado cotizaciones, en caso de que sobre alguno de los factores a tener en 
cuenta no se hubiesen efectuado aportes deberá establecerse la obligación de descontarlos 
en principio del retroactivo, de no ser esto posible, deberá definirse un esquema que 
permita el descuento con cargo a las mesadas futuras. 
 
Con el objeto de realizar el cálculo de la pensión de vejez, solo se tendrán en cuenta los 
factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones, es decir las que 
constituyen salario de conformidad con el régimen aplicable. 
 
De manera análoga, la pensión de vejez se reconoce partiendo de los aportes realizados 
durante la vida laboral de los afiliados y para su otorgamiento se tienen en cuenta los 
descuentos que para tal fin fueron consignados al fondo de pensiones respectivo. De forma 
tal que en cumplimiento de la ley y de la jurisprudencia vigente frente al tema, se procede 
con la Reliquidación de la pensión de VEJEZ de los afiliados, con el fin de evitar litigios 
futuros. 
 
En consecuencia, y bajo el fundamento de la Ley 1151 de 2007 en su artículo 156, en la cual 
se establece de forma general la función de cobro coactivo que ostenta la UGPP al 
establecer que: “Las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la 
adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de 
la Protección Social. Para este efecto, la UGPP recibirá los hallazgos que le deberán 
enviar las entidades que administran sistemas de información de contribuciones 
parafiscales de la Protección Social y podrá solicitar de los empleadores, afiliados, 
beneficiarios y demás actores administradores de estos recursos parafiscales, la 
información que estime conveniente para establecer la ocurrencia de los hechos 
generadores de las obligaciones definidas por la ley, respecto de tales recursos. Esta 
misma función tendrán las administraciones públicas. Igualmente, la UGPP podrá 
ejercer funciones de cobro coactivo en armonía con las demás entidades 
administradoras de estos recursos. (Negrillas de la suscrita). 
 
Así mismo, el Decreto 169 del 23 de enero de 2008 en su artículo 1 numeral 11 establece 
que: 
 

11. Efectuar subsidiariamente las labores de determinación y cobro disuasivo, 
persuasivo y coactivo, con base en los hallazgos que le remitan las 
administradoras, órganos de control y vigilancia y demás entidades del Sistema 
de la Protección Social. 

 
Como se puede advertir, la normatividad antes señalada establece de manera clara la 
competencia de mi representada para ejercer el cobro de aportes patronales, no 
cancelados en tiempo al sistema de seguridad social en pensiones, por tratarse de aportes 
que integran el sistema de protección social en Colombia. 
 
No obstante, es necesario indicar el lineamiento No. 157 A - ACTA No.1554 del 02 y 16 de 
agosto de 2017 del Comité de defensa Judicial de la UGPP, respecto a la acción de cobro, 
en los siguientes términos:  
 

(. . .) TITULO EJECUTIVO: DEFINICION: Es el documento que contiene una 
obligación clara expresa y exigible a cargo del deudor y legitima al acreedor para 
hacer cumplir la obligación incluso contra la voluntad del deudor a través de un 
proceso ejecutivo en el que se ordena el pago y la ejecución de sus bienes. 
 
La ley 1437 de 2011 no contempla un procedimiento especial para efectos del 
trámite del proceso ejecutivo por eso en virtud del artículo 308 para efectos no 
regulados en l se acude al código de procedimiento civil según se desprende del 
artículo 422 de la ley 1564 de 2012. 
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Artículo 422. Titulo ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción o de otra providencia judicial o de las providencias que en procesos 
de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia y los demás documentos que señale la ley. 
  
Ley 1437 de 2011 en su artículo 99 señala: ARTÍCULO 99. DOCUMENTOS QUE 
PRESTAN MERITO EJECUTIVO A FAVOR DEL ESTADO. 
 
Prestaran mérito ejecutivo para su cobro coactivo siempre que en ellos conste una 
obligación clara expresa y exigible los siguientes documentos: 
 
1. Todo acto administrativo ejecutoriado que imponga a favor de las entidades 
públicas a las que alude el parágrafo del artículo 104 la obligación de pagar una 
suma liquida de dinero en los casos previstos en la ley. 

 
A su vez la Ley 1437 de 2011 en su artículo 89 establece:  
 

ARTÍCULO 89: CARACTER EJECUTORIO DE LOS ACTOS EXPEDIDOS POR LAS 
AUTORIDADES. Salvo disposición legal en contrario los actos en firme serán 
suficientes para que las autoridades por si mismas puedan ejecutarlos de 
inmediato. En consecuencia, su ejecución material proceder sin mediación de otra 
autoridad. 
 
Para tal efecto podrá requerirse si fuere necesario el apoyo o la colaboración de 
la Policía Nacional. 
 
Resolución 691 de 2013 articulo 4 y 5: ARTCULO 4o. TTULOS QUE PRESTAN 
MRITO EJECUTIVO. 
 
Prestan mérito ejecutivo para el cobro persuasivo y coactivo por parte 
de la Unidad Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social UGPP los documentos 
mencionados en los artículos 828 del Estatuto Tributario Nacional 99 
de la Ley 1437 de 2011 469 de la Ley 1564 de 2012 y demás disposiciones 
legales que las modifiquen o adicionen. 
 
PARAGRAFO. El procedimiento para la conformación del título ejecutivo ser el 
que conste en la respectiva caracterización de procesos para cada rea misional. 
 
ARTCULO 5o. COMPETENCIA FUNCIONAL. Corresponde a la Subdirección de 
Cobranzas adelantar el trámite del cobro persuasivo y coactivo para lo cual el 
Subdirector de Cobranzas tendrá la calidad de Funcionario Ejecutor encargado 
de dirigir y coordinar acciones de cobro de competencia de la Unidad 
Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social UGPP. (…) Negrillas del suscrito. 

 
Conforme a lo anterior se evidencia que en el presente caso el título comprende el acto 
administrativo objeto de demanda, fue notificado, se otorgó los recursos de Ley y señala 
el valor a pagar al deudor, por lo que presta merito ejecutivo, y no se ha probado el 
cumplimiento del pago de los aportes, que constituyen una obligación legal del 
demandante. 
 
Es de precisar que no existe la falsa motivación que aduce la parte demanda, como quiera 
que la entidad que represento procedió a la emisión del acto administrativo cumpliendo 
la decisión tomada por dos Jueces de la Republica después de un estudio de la 
documentación y de la argumentación presentada. Acorde con ello, los motivos de un acto 
administrativo constituyen uno de sus fundamentos de legalidad. 
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Según lo precedente, el Honorable Consejo de Estado, en la Sección Primera, bajo la 
Sentencia No 2008-265, del 14 de abril del 2016, afirmó que la falsa motivación del acto 
ocurre cuando: 
 

(…) “- Se presenta inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho en la 
manifestación de voluntad de la Administración Pública. 

- Los supuestos de hecho esgrimidos en el acto son contrarios a la realidad, bien 
sea por error o por razones engañosas o simuladas. 

- Porque el autor del acto le ha dado a los motivos de hecho o de derecho un 
alcance que no tienen y 

- Porque los motivos que sirven de fundamento al acto no justifiquen la decisión 
(C.P. María Claudia Rojas Lasso).” (…) 

Con lo anteriormente expuesto, se logra evidenciar que la Unidad Administrativa Especial 
De Gestión Pensional Y Contribuciones Parafiscales De La Protección Social -UGPP – NO 
cumple con ninguna de las razones expuestas para haber incurrido en la falsa motivación 
en el acto administrativo emitido. 

Se debe señalar  que la UGPP mediante las resoluciones atacadas, lo que pretende es 
cobrar al empleador las diferencias en los aportes realizados al sistema de seguridad 
social, por no cotizar sobre todo los factores salariales que devengaban los afiliados, 
obligación esta que se circunscribe al ámbito del derecho laboral y  la seguridad social, por 
lo que en estos casos debe aplicarse las normas contenidas en el Código Sustantivo del 
Trabajo y la seguridad social y su procedimiento, y en materia contencioso Administrativa 
el C.P. A. C. A., para cada caso específico.  
 
En otro orden de ideas es necesario tener en cuenta que la abundante jurisprudencia 
constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado han señalado el 
carácter imprescriptible del derecho pensional, y en cuanto a los aportes en tanto 
configuran materialmente el derecho prestacional el Consejo de Estado en sentencia de 
23 de marzo de 1979 señaló: “Si el derecho pensional no se extingue, tampoco puede 
aplicarse el fenómeno prescriptivo a los factores que constituyen parte integrante del 
derecho. Conocido es el aforismo de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal" 
 
De igual forma, la Sala Laboral de la Corte Suprema en sentencia SL 738208 (33330) de 
marzo de 2018, M.P. Rigoberto Echeverri Bueno, estableció la imprescriptibilidad de los 
aportes a pensión, ya que pueden ser reclamados por el interesado en cualquier tiempo, 
incluso después de reconocido el derecho.  
 
De otra parte, respecto a la prescripción también se ha pronunciado El Ministerio De 
Trabajo mediante concepto radicado bajo el No ID 34123 - 96197 fechado 31 de julio de 
2014, en el que concluyó:  
 
“Respecto a la prescripción de los aportes al Sistema General de Seguridad Social en 
Pensiones es preciso indicar que dicha figura no ha sido contemplada taxativamente en 
las normas que regulan dicho sistema. Por tanto, considera esta Oficina Jurídica que 
aplicar por análoga la prescripción consagrada en el Código Civil o aquella que se ocupa 
de las prestaciones sociales atenta y menoscaba los derechos irrenunciables de los 
trabajadores. En efecto la obligación de cobrar las cotizaciones al Sistema General de 
Pensiones sin que medie término alguno se fundamenta en el hecho de que con el recaudo 
de dichos recursos se garantiza que los afiliados puedan reunir los requisitos legalmente 
exigidos para el reconocimiento pensional. Sobre este aspecto la Superintendencia 
Financiera a través del Oficio 2005048381-001 del 1 de febrero de 2006 señaló ... en la 
medida en que estas acciones involucran el recaudo de sumas que por ley están 
destinadas al reconocimiento de prestaciones de carácter vitalicio cuyo derecho es 
imprescriptible e irrenunciable para sus beneficiarios este Despacho considera que no es 
viable aplicar el fenómeno extintivo de la prescripción a la acción de cobro de los aportes 
ms cuando sus actores no pueden sustraerse de su reconocimiento y pago. “ (…) 
 
En conclusión, de acuerdo con el anterior señalamiento si el derecho pensional no 
prescribe tampoco podrá prescribir la acción de cobro de dichos aportes. Frente a lo 
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anterior se debe señalar que la posición de la UGPP en parafiscales es que no existe 
prescripción de la acción de cobro de aportes pensionales en tanto el derecho pensional, 
no tienen prescripción alguna fundamentado en la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-230 de 1981 reiterada por las Sentencias C-198 de 1999 C-624 de 2003 
concordantes con las Sentencias de Tutela 410 de 2014 y 774 de 2015 ha ratificado la 
imprescriptibilidad del derecho pensional y  por lo tanto la obligación de cotizar por lo que 
al constituirse en un precedente constitucional es de obligatorio cumplimiento. Si bien es 
cierto la entidad nominadora no hizo parte del proceso debe precisarse que este problema 
no se resuelve llamando en garanta a las entidades que fueron empleadoras pues muchas 
veces sucede que pese a solicitarlo los jueces lo rechazan y adelantan el proceso sin la 
participación de dichas entidades.  
 
El Consejo de Estado - Sección Segunda- mediante Sentencia del 4 de agosto de 2010 
radicado 25000-23-25- 000-2006-07509-01 señaló a propósito de las reliquidaciones 
donde se ordena la inclusión de factores sobre los cuales no se hicieron aportes que al 
momento del incremento pensional que: “la entidad de previsión tiene la obligación de 
hacer los descuentos correspondientes a las cotizaciones por el factor o factores incluidos 
y no cotizados así: si el querer del legislador consiste en que las pensiones se liquiden 
tomando como base los factores sobre los cuales se han efectuado aportes a la seguridad 
social no puede concluirse  que automáticamente los factores que no han sido objeto de 
las deducciones de ley deben ser excluidos del ingreso base de liquidación pensional pues 
siempre es posible ordenar el descuento que por dicho concepto haya lugar.” 
 
Nótese que la prescripción no puede ser asunto de debate dentro de este trámite judicial, 
toda vez que la entidad demandante no propuso este argumento jurídico con la 
presentación del recurso de reposición dentro del trámite administrativo, lo que implica 
que mi poderdante solo resolvió el citado recurso respecto del argumento esgrimido en el 
mismo, en el cual no fue propuesta. 
 
Por lo anterior, se ratifica la posición de la entidad respecto a la inexistencia de 
prescripción respecto de los aportes a seguridad social.  
 
SOLICITUD FRENTE A LAS COSTAS Solcito al despacho no condenar en costas 

puesto que la misma sería improcedente toda vez que, que mi poderdante resolvió la 

prestación en los términos legales, con fundamento en los elementos probatorios y 

jurisprudenciales vigentes a la fecha de la solicitud. Mal podría condenarse en costas, 

cuando el asunto relacionado con la devolución de aportes ha sido asunto de debate y 

controversia al interior de los juzgados, Tribunales, y altas Cortes. 

 

De otro lado, ha establecido el Consejo de Estado que la condena en costas procede cuando 

al valorar la conducta de la parte vencida se pueda determinar que existió temeridad y 

mala fe en sus actuaciones1. Sin embargo, en nuestro caso no existe ninguna actuación 

temeraria o de mala fe.  

 

En este caso, no se ha hecho uso temerario de recursos judiciales, ni está demostrado que 

la Administración haya desconocido los deberes que le impone el artículo 10 del 

C.P.A.C.A., razón por la cual se debe relevar a la Entidad de la condena en costas 

rectificando la postura adoptada en casos semejantes bajo la nueva interpretación del 

Consejo de Estado del artículo 188 del C.P.A.C.A. Cabe aún contemplar en este 

procedimiento argumentos distintos a ser vencido en juicio, debiendo el juez estudiar las 

características particulares de cada debate antes de condenar en costas, razonamiento que 

no se tuvo en cuenta en este caso. 

 

En materia de costas, no cabe la conducta automática a la parte vencida, sino que habrá 

que considerar la naturaleza de los conflictos que se resuelven en la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, que no tienen un contenido puramente económico, sino que 

está involucrado el interés público. Siendo este un ámbito distinto al de la jurisdicción 

civil, así como las circunstancias particulares del caso.  

 
1 CE. Sec. Segunda. Sentencia radicado No. 41001233300020150074101 (2982-2017) de fecha febrero 7/2019. M.P. 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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Así las cosas, la condena en costas se encontraría injustificada. 

 

 
A LOS HECHOS: 

 
1. Es cierto. 
2. Es cierto. 
3. Es cierto. 
4. Es cierto. 
5. Es cierto. 
6. No es cierto, ya que el demandante debe conocer las innumerables sentencias de 

las altas cortes, en las que se establece, que no es necesario vincular a los 

empleadores para el reconocimiento de factores salariales, toda vez que se trata de 

una obligación legal e imprescriptible. En este caso, se evidencia del empleador que 

no prueba el pago de los factores salariales, sino que se limita a establecer que no 

fue vinculado al proceso ordinario, cuando se reitera no era necesario, pues para 

eso existe la actuación administrativa adelantada por mi poderdante en ejercicio de 

sus deberes y obligaciones legales. 

7. Es cierto. 
8. No es cierto, toda vez que deben verificarse las vinculaciones laborales del causante, 

conforme al expediente administrativo. 
9. No es cierto, toda vez que deben verificarse las solicitudes presentadas por la 

demandante, conforme al expediente administrativo. 
10. Es cierto. 
11. No es cierto, toda vez que deben verificarse las resoluciones emitidas por mi 

poderdante, conforme al expediente administrativo. 
12. No es cierto, toda vez que deben verificarse las resoluciones emitidas por mi 

poderdante, conforme al expediente administrativo. 
13. No es cierto, toda vez que deben verificarse las notificaciones realizadas por mi 

poderdante, conforme al expediente administrativo. 
 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

LEY 33 DE 1985 EN CONCORDANCIA CON LA LEY 62 DE 1985 
 
(…) “ARTÍCULO 3º. Modificado por la Ley 62 de 1985. "Todos los empleados oficiales de 
una entidad afiliada a cualquier Caja de Previsión deben pagar los aportes que prevean 
las normas de dicha Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente 
como funcionamiento o como inversión." 
 
"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial estará constituida por los 
siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica; 
gastos de representación; prima técnica; dominicales y feriados; horas extras; 
bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada 
nocturna o en días de descanso obligatorio." 
 
"En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se 
liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes." (…) 
  
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE CASACIÓN LABORAL, EXPEDIENTE 24305 
DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 2005, M.P. ISAURA VARGAS DÍAZ 
 
(…) “No existiendo duda que la prestación reconocida a TORO ARIAS lo fue por la 
prestación de sus servicios personales a la UNIVERSIDAD DEL QUINDIO del 14 de abril 
de 1972 al 29 de diciembre de 1990, como empleado oficial que era en esa época, la 
pensión que le correspondía estaba regida por el artículo 1º de la Ley 33 de 1985, en 
cuanto a monto y edad, y por el artículo 1º de la Ley 62 de ese mismo año, en lo que toca 
con los factores base de su liquidación, que es lo que aquí se discute. Lo anterior, por la 
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potísima razón de que, tanto la una como la otra, regularon en esos aspectos la situación 
de "todos los empleados oficiales", quedando a salvo únicamente las situaciones jurídicas 
particulares ya consolidadas (Parágrafo 3º del artículo 1º de la Ley 33 de 1985) y 
quienes, para efectos de la edad exigida para acceder a la prestación, fueron 
comprendidos por el régimen de transición allí creado (Parágrafo 2º del artículo 1º de 
la Ley 33 de 1985).” (…) 
 
(…) “En similar sentido se pronunció recientemente la Sala, en sede de instancia, en un 
caso seguido por la misma demandante contra empleados que pensionó en idéntica 
forma, en sentencia de 25 de octubre anterior (Radicación 26659), en los siguientes 
términos: 
 
"... El objeto de la controversia entonces, gira en torno a la determinación de la 
normatividad que regula el monto de la pensión y los factores salariales a tener en 
cuenta para su cálculo. Si bien es cierto el actor se encontraba amparado por el régimen 
de transición previsto en la Ley 33 citada, es de advertir que éste sólo garantizaba la 
aplicación de la normatividad anterior en cuanto al requisito de la edad para acceder a 
la pensión, más no incluía el monto que lo fijó en un "setenta y cinco por ciento (75%) del 
salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio", 
ni tampoco los factores salariales para su cálculo. 
 
"En ese orden de ideas, ha de entenderse que referente al monto y a los factores salariales 
para el cálculo de la pensión, tenía plena aplicabilidad en el caso del actor la Ley 33 de 
1985 y el artículo 1° de la Ley 62 de ese año que la modificó y que dentro de los factores 
que conforman la base de liquidación de la pensión, incluía de manera expresa 
asignación básica; gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por 
servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día 
de descanso obligatorio, dejando por fuera otras prestaciones como las primas de 
carestía, servicios y vacaciones, tenidas en cuenta por la Universidad para la liquidación 
de la pensión de jubilación en el sub lite.    
 
"Estima la Sala que no tiene relevancia el hecho de que en las referidas disposiciones se 
haga referencia a los factores para la liquidación de aportes a las Caja de Previsión y en 
este caso el actor no haya aportado a ninguna de ellas, pues de todos modos el inciso 3° 
del artículo 1° de la Ley 62 de 1985 hacía alusión a que "En todo caso, las pensiones de 
los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos 
factores que hayan servido de base para calcular los aportes". 
 
"Y como bien lo señaló el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, en sentencia de 29 de abril de 2004, rad. N° 2287-03, "la estipulación 
final del artículo 1° de la Ley 62 citada, sobre la liquidación de la pensión de acuerdo con 
los factores que hayan servido de base para calcular los aportes, no significa una 
exclusión para los casos en que la entidad no haya efectuado los descuentos por tal 
concepto, sino la obligación, para los empleados de régimen especial, de pagar los 
respectivos aportes sobre todos los rubros que según la ley deben constituir factor de 
liquidación pensional, de manera que si no han sido objeto de descuento, ello no da lugar 
a su exclusión, sino a que al momento del reconocimiento la entidad de previsión efectúe 
los descuentos pertinentes". (…) 
 
Así las cosas, se puede advertir que es una obligación legal para los empleadores de cubrir 
el monto de los aportes dejados de cancelar u omitidos, como sucede en este asunto 
respeto de los factores salariales. 
 
LEY 1151 de 2007, articulo 156: 
 
“Las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y 
oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la Protección Social. 
Para este efecto, la UGPP recibirá los hallazgos que le deberán enviar las entidades que 
administran sistemas de información de contribuciones parafiscales de la Protección 
Social y podrá solicitar de los empleadores, afiliados, beneficiarios y demás actores 
administradores de estos recursos parafiscales, la información que estime conveniente 
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para establecer la ocurrencia de los hechos generadores de las obligaciones definidas 
por la ley, respecto de tales recursos. Esta misma función tendrán las administraciones 
públicas. Igualmente, la UGPP podrá ejercer funciones de cobro coactivo en 
armonía con las demás entidades administradoras de estos recursos. 
(Negrillas de la suscrita). 
 
DECRETO 169 del 23 de enero de 2008, artículo 1 numeral 11: 
  

11. Efectuar subsidiariamente las labores de determinación y cobro disuasivo, 
persuasivo y coactivo, con base en los hallazgos que le remitan las 
administradoras, órganos de control y vigilancia y demás entidades del Sistema 
de la Protección Social. 

 
Como se puede advertir, las normatividades antes señaladas establecen de manera clara 
la competencia de mi representada para ejercer el cobro de aportes patronales, no 
cancelados en tiempo al sistema de seguridad social en pensiones, por tratarse de aportes 
que integran el sistema de protección social en Colombia. 
 
LINEMIENTO No. 157 A - ACTA No.1554 del 02 y 16 de agosto de 2017 del Comité de 
defensa Judicial de la UGPP:  
 

(. . .) TITULO EJECUTIVO: DEFINICION: Es el documento que contiene una 
obligación clara expresa y exigible a cargo del deudor y legitima al acreedor para 
hacer cumplir la obligación incluso contra la voluntad del deudor a través de un 
proceso ejecutivo en el que se ordena el pago y la ejecución de sus bienes. 
 
La ley 1437 de 2011 no contempla un procedimiento especial para efectos del 
trámite del proceso ejecutivo por eso en virtud del artículo 308 para efectos no 
regulados en l se acude al código de procedimiento civil según se desprende del 
artículo 422 de la ley 1564 de 2012. 
 
Artículo 422. Titulo ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción o de otra providencia judicial o de las providencias que en procesos 
de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia y los demás documentos que señale la ley. 
  
Ley 1437 de 2011 en su artículo 99 señala: ARTÍCULO 99. DOCUMENTOS QUE 
PRESTAN MERITO EJECUTIVO A FAVOR DEL ESTADO. 
 
Prestaran mérito ejecutivo para su cobro coactivo siempre que en ellos conste una 
obligación clara expresa y exigible los siguientes documentos: 
 
1. Todo acto administrativo ejecutoriado que imponga a favor de las entidades 
públicas a las que alude el parágrafo del artículo 104 la obligación de pagar una 
suma liquida de dinero en los casos previstos en la ley. 

 
LEY 1437 de 2011, artículo 89:  
 

ARTÍCULO 89: CARACTER EJECUTORIO DE LOS ACTOS EXPEDIDOS POR LAS 
AUTORIDADES. Salvo disposición legal en contrario los actos en firme serán 
suficientes para que las autoridades por si mismas puedan ejecutarlos de 
inmediato. En consecuencia, su ejecución material proceder sin mediación de otra 
autoridad. 
 
Para tal efecto podrá requerirse si fuere necesario el apoyo o la colaboración de 
la Policía Nacional. 
 
Resolución 691 de 2013 articulo 4 y 5: ARTCULO 4o. TTULOS QUE PRESTAN 
MRITO EJECUTIVO. 
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Prestan mérito ejecutivo para el cobro persuasivo y coactivo por parte 
de la Unidad Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social UGPP los documentos 
mencionados en los artículos 828 del Estatuto Tributario Nacional 99 
de la Ley 1437 de 2011 469 de la Ley 1564 de 2012 y demás disposiciones 
legales que las modifiquen o adicionen. 
 
PARAGRAFO. El procedimiento para la conformación del título ejecutivo ser el 
que conste en la respectiva caracterización de procesos para cada rea misional. 
 
ARTCULO 5o. COMPETENCIA FUNCIONAL. Corresponde a la Subdirección de 
Cobranzas adelantar el trámite del cobro persuasivo y coactivo para lo cual el 
Subdirector de Cobranzas tendrá la calidad de Funcionario Ejecutor encargado 
de dirigir y coordinar acciones de cobro de competencia de la Unidad 
Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social UGPP. (…) Negrillas de la suscrita. 

 
Conforme a lo anterior se evidencia que en el presente caso el título comprende el acto 
administrativo objeto de demanda, fue notificado, se otorgó los recursos de Ley y señala 
el valor a pagar al deudor, por lo que presta merito ejecutivo, y no se ha probado el 
cumplimiento del pago de los aportes, que constituyen una obligación legal del 
demandante. 
 
Decreto 1848 de 1969 establece: 
 
( …) Artículo 99.- Deducciones por aportes que se adeuden. Cuando un empleado oficial 
tenga derecho a una determinada prestación por la cual deba responder una entidad de 
previsión social y no haya pagado en todo o en parte los aportes correspondientes, la 
entidad al hacer el reconocimiento respectivo descontará el valor de los aportes, que se 
liquidarán con base en los diferentes salarios percibidos por el empleado en el respectivo 
tiempo de servicio. ( . . .). 
 
De conformidad con lo anterior tal y como quedo consignado en las resoluciones de 
reconocimiento al realizarse la reliquidación se procedió a descontar la parte 
correspondiente al trabajador de los factores salariales dejados de pagar al sistema. 
 
Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003 
 
(...) ARTÍCULO 17. OBLIGATORIEDAD DE LAS COTIZACIONES. Durante la vigencia 
de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse 
cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general de pensiones por parte de 
los afiliados, los empleadores y contratistas con base en el salario o ingresos por 
prestación de servicios que aquellos devenguen.... 
 
ARTÍCULO 18. BASE DE COTIZACIÓN. La base para calcular las cotizaciones a que hace 
referencia el artículo anterior será el salario mensual...  
 
...El salario mensual base de cotización para los servidores del sector público, será el que 
señalen el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4a. de 1992... 
 
Así las cosas, es evidente que para el caso el demandante tiene a la fecha una obligación 
legal que ha incumplido, y que por ministerio de la ley debe realizar, en favor de su ex 
trabajador, y del sistema, el cual se vería vulnerado en la medida en que se produciría un 
desequilibrio del sistema, relacionado con la sostenibilidad de este. 
 
Pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las siguientes excepciones a favor de la parte 
demandada: 
  

EXCEPCIONES DE MERITO 
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1. IMPROCEDENCIA DE CONTROL JURISDICCIONAL SOBRE ACTOS 
ADMINISTRATIVOS DE EJECUCIÓN  

 
La excepción se encuentra debidamente probada toda vez que en el caso que nos ocupa, 
no es procedente la declaratoria de nulidad de las RDP 14585 del 07 de junio de 2022, 
RDP 19317 del 29 de julio de 2022 y  RDP 22301 del 29 de agosto de 2022, pues las mismas 
fueron emitidas por la UGPP en cumplimiento a una orden emitida por medio de 
sentencia judicial, es decir, los actos administrativos en censura no están creando ni 
modificando una situación jurídica, sino que los mismos se limitan a dar cumplimiento a 
orden emitida por autoridad judicial.  

Así las cosas, nos encontramos frente a  actos administrativos de cumplimiento o 
ejecución, es decir, en los mismos no se encuentra contenida la expresión de la voluntad 
de la administración, sino la orden concreta emitida en sede judicial,  la cual para ser 
cumplida requiere la puesta en práctica por parte de la administración, es decir, la entidad 
debe actuar en cumplimiento a esa orden y en consecuencia emitir los actos 
administrativos, los cuales son un instrumento jurídico a través del cual se cumple la 
sentencia emitida. 

En ese sentido el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Cuarta, Consejera Ponente: Ligia López Díaz, providencia del 30 de marzo de 2006, 
Radicación número: 25000-23-27-000-2005-01131-01(15784) manifestó: 

(…) “En este orden, los actos administrativos que no crean, ni modifican la 
situación jurídica de una persona son considerados como actos de 
ejecución, los cuales están destinados a dar cumplimiento a un fallo 
proferido por un juez constitucional. En este sentido la Corporación ha 
dicho: 

Los actos de ejecución de una decisión administrativa o jurisdiccional se 
encuentran excluidos de dicho control, toda vez que a través de ellos no se 
decide definitivamente una actuación, pues solo son expedidos en orden a 
materializar o ejecutar esas decisiones”. (…) 

En este caso las resoluciones demandadas dieron estricto cumplimiento al fallo emitido 
por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA mediante fallo de fecha 10 de 

febrero de 2022, por lo que en concordancia con el criterio esbozado anteriormente, en el 
caso que nos ocupa el control jurisdiccional no es aplicable en la medida en que las 
resoluciones demandas se tratan de actos de ejecución que no modifican ni crean 
situaciones jurídicas, sino que se limita a dar cumplimiento a la sentencia por medio de la 
cual se ordena la reliquidación de la prestación reconocida al Sr. NILSSON NICHOLLS 
GRISALES, con los factores salariales no incluidos en tiempo por parte del empleador, en 
este caso el DAS. 

Ahora bien, la reliquidación ordenada el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA  mediante fallo de 10 de febrero de 2022,  surge por la no inclusión de la 
totalidad de los factores salariales y el no pago en tiempo de los mismos, obligación que 
se encuentra en cabeza del empleador, en este caso el extinto DAS, no obstante, en virtud 
de la ley es el PAP – DAS - FIDUPREVISORA, es sobre quien recae esta obligación de 
conformidad con lo estipulado en la ley. En ese orden de ideas es al demandante a quien 
le corresponde acreditar el pago de los aportes.  

2. LEGALIDAD DE LA ACCIÓN DE COBRO COACTIVO  
 
La excepción se encuentra probada teniendo en cuenta que no es procedente la 
declaratoria de nulidad de las resoluciones demandas, en el cual se establece el cobro por 
los aportes patronales ya que los mismos se encuentran ajustados a derecho por reunir los 
requisitos y procedimientos consagrados en la ley para su nacimiento a la vida jurídica e 
igualmente es expedido por la autoridad competente para gestionar el cobro de los aportes 
pensionales del sistema de seguridad social. 
 
Para el caso en concreto, el extinto DAS ,  NO realizó aportes sobre los factores salariales 
consagrados en el Decreto 929 de 1976, que son fundamento de la condena judicial en 
contra de la UGPP, razón por la cual la entidad dio cumplimiento de los mismos, y 
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procedió a reliquidar las prestaciones de los afiliados conforme lo solicito cada uno, a fin 
de evitar posibles condenas y litigios futuros. Así las cosas, durante la vigencia de la 
relación laboral, el demandante no cotizo con todos los factores salariales siendo que era 
imperativo el cumplimiento en el pago por parte del empleador, no solo durante la 
vigencia de la ley, sino también con posterioridad a la entrada en vigor de la ley 100 de 
1993, como consecuencia de la aplicación del régimen de transición.  
 
Ahora bien, no es de recibo el argumento esbozado por la parte demandante en el cual 
manifiesta que no es la llamada a pagar los aportes dejados de pagar en tiempo, toda vez 
que aduce que no se ha determinado la obligación en cabeza del PAP – DAS – 
FIDUREVISORA sino en cabeza del extinto DAS, no obstante, es pertinente invocar lo 
expuesto en providencia del Consejo de Estado 2019 – 0024 del 4 de julio de 2019, 
Consejero ponente: Álvaro Namén, mediante la cual se definió un conflicto de 
competencias en relación con el asunto de la referencia y en la cual se precisa en forma 
general y sin distinción del cargo, que el competente para el pago de los aportes patronales 
por reliquidación pensional de lo extrabajadores del extinto DAS, cuando este no los 
canceló, actualmente corresponde al PATRIMONIO AUTONOMO DE DEFENSA 
JURÍDICA del DAS y su fondo rotatorio, administrado y representado legamente por la 
FIDUPREVISORA S.A. A esa determinación llegó el Consejo de Estado del análisis del 
Decreto 4057 de 2011, del artículo 238 de la Ley 1753 de 2015 y del contrato de Fiducia 
Mercantil No. 6.001 – 2016. 

En ese orden de ideas, la providencia mencionada anteriormente expone: (…)”Por lo 
anterior, la Sala encuentra que la Ley 1753 de 2015, le asignó a la Fiduciaria la Previsora 
S.A. la competencia para pagar el aporte patronal adeudado por el extinto DAS, como 
administradora del patrimonio autónomo para el pago de sentencias y reclamaciones 
laborales, entre otras, cuyo destinatario sea el extinto DAS, según lo dispuso el artículo 
238 de la Ley 1753 de 2015 y lo estipulado en el contrato de fiducia mercantil No. 6.001 – 
2016, suscrito entre el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Fiduprevisora S.A. 

En igual línea se evidencia lo manifestado por el Consejo de Estado en providencia 2019 
– 00022, del 1 de abril de 2019, Consejero Ponente Edgar Gonzáles López, en donde 
reitera lo manifestado en la providencia anteriormente citada.  

Así las cosas, el patrimonio autónomo de Defensa Jurídica del extinto DAS y su fondo 
rotatorio, representado legalmente por FIDUPREVISORA S.A., es la entidad que debe 
asumir el pago del aporte patronal que le correspondería al extinto DAS.  

Nótese, que en los recursos presentados por parte del demandante frente a las 
resoluciones expedidas por UGPP, en ningún parte se establece el pago de los factores 
salariales, sino que se fundamentan en establecer que el fallo no es vinculante,  y que existe 
violación del derecho de defensa, cuando el problema jurídico, no es si fueron o no citados 
al proceso judicial, o dentro del trámite administrativo dentro del cual se hizo parte de la 
FIDUPREVISORA, sino definir cuál es valor de los factores salariales, o si por el 
contrario los mismos fueron cancelados por el empleador, y que no se hace necesario 
vincular al empleador para el pago de factores salariales dejados de cancela en la medida 
que es una obligación de carácter legal y por tanto imprescriptible, pues garantiza el pago 
de la prestación del afiliado – trabajador, y con mayor importancia la sostenibilidad del 
sistema de seguridad social. 
 
De otro lado, el argumento sustentado respecto al valor de la obligación carece de 
fundamento legal, es necesario advertirle al demandante, que las resoluciones se 
expidieron en cumplimiento de fallos judiciales, en los que se determinó la obligación de 
incluir los factores salariales dejados de pagar por el extinto DAS con fundamento en la 
certificación laboral y de factores salariales expedida por su parte. 
  
Por lo anterior, los descuentos por aportes realizados fueron ordenados en razón a los 
principios de solidaridad y sostenibilidad presupuestal, hoy en día reconocidos en normas 
de rango constitucional y en razón a lo que ha expresado el Consejo de Estado, en 
sentencias con radicado No. 5244 del 28 de octubre de 1993, M.P Dra. Dolly Pedraza de 
Arenas, en la que se señaló: 

 
"(...) Es pertinente aclarar que en el caso de la liquidación de una pensión, cuando 
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el empleado oficial no haya pagado determinados aportes, la Caja de Previsión 
respectiva debe cobrarlos previamente para efectos de que ella se produzca sobre 
el monto total de dichos aportes, conforme a la previsiones consagradas en la ley" 

 
Así mismo, el acto legislativo 001 de 2005 Art. 1 indica: Se adicionan los siguientes incisos 
y parágrafos al artículo 48 de la Constitución Política: 

 
(...) Para la liquidación de las pensiones solo se tendrán en cuenta los factores 
sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones (...) 

 
Cabe resaltar que en el artículo 48 de la Constitución Política establece que, para la 
liquidación de las pensiones, solo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales se 
hubieren efectuado cotizaciones, en caso de que sobre alguno de los factores a tener en 
cuenta no se hubiesen efectuado aportes deberá establecerse la obligación de descontarlos 
en principio del retroactivo, de no ser esto posible, deberá definirse un esquema que 
permita el descuento con cargo a las mesadas futuras. 
 
Con el objeto de realizar el cálculo de la pensión de vejez, solo se tendrán en cuenta los 
factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones, es decir las que 
constituyen salario de conformidad con el régimen aplicable. 
 
De manera análoga, la pensión de vejez se reconoce partiendo de los aportes realizados 
durante la vida laboral de los afiliados y para su otorgamiento se tienen en cuenta los 
descuentos que para tal fin fueron consignados al fondo de pensiones respectivo. De forma 
tal que en cumplimiento de la ley y de la jurisprudencia vigente frente al tema, se procede 
con la Reliquidación de la pensión de VEJEZ de los afiliados, con el fin de evitar litigios 
futuros. 
 
En consecuencia, y bajo el fundamento de la Ley 1151 de 2007 en su artículo 156, en la cual 
se establece de forma general la función de cobro coactivo que ostenta la UGPP al 
establecer que: “Las tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la 
adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de 
la Protección Social. Para este efecto, la UGPP recibirá los hallazgos que le deberán 
enviar las entidades que administran sistemas de información de contribuciones 
parafiscales de la Protección Social y podrá solicitar de los empleadores, afiliados, 
beneficiarios y demás actores administradores de estos recursos parafiscales, la 
información que estime conveniente para establecer la ocurrencia de los hechos 
generadores de las obligaciones definidas por la ley, respecto de tales recursos. Esta 
misma función tendrán las administraciones públicas. Igualmente, la UGPP podrá 
ejercer funciones de cobro coactivo en armonía con las demás entidades 
administradoras de estos recursos. (Negrillas de la suscrita). 
 
Así mismo, el Decreto 169 del 23 de enero de 2008 en su artículo 1 numeral 11 establece 
que: 
 

11. Efectuar subsidiariamente las labores de determinación y cobro disuasivo, 
persuasivo y coactivo, con base en los hallazgos que le remitan las 
administradoras, órganos de control y vigilancia y demás entidades del Sistema 
de la Protección Social. 

 
Como se puede advertir, la normatividad antes señalada establece de manera clara la 
competencia de mi representada para ejercer el cobro de aportes patronales, no 
cancelados en tiempo al sistema de seguridad social en pensiones, por tratarse de aportes 
que integran el sistema de protección social en Colombia. 
 
No obstante, es necesario indicar el lineamiento No. 157 A - ACTA No.1554 del 02 y 16 de 
agosto de 2017 del Comité de defensa Judicial de la UGPP, respecto a la acción de cobro, 
en los siguientes términos:  
 

(. . .) TITULO EJECUTIVO: DEFINICION: Es el documento que contiene una 
obligación clara expresa y exigible a cargo del deudor y legitima al acreedor para 
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hacer cumplir la obligación incluso contra la voluntad del deudor a través de un 
proceso ejecutivo en el que se ordena el pago y la ejecución de sus bienes. 
 
La ley 1437 de 2011 no contempla un procedimiento especial para efectos del 
trámite del proceso ejecutivo por eso en virtud del artículo 308 para efectos no 
regulados en l se acude al código de procedimiento civil según se desprende del 
artículo 422 de la ley 1564 de 2012. 
 
Artículo 422. Titulo ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción o de otra providencia judicial o de las providencias que en procesos 
de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia y los demás documentos que señale la ley. 
  
Ley 1437 de 2011 en su artículo 99 señala: ARTÍCULO 99. DOCUMENTOS QUE 
PRESTAN MERITO EJECUTIVO A FAVOR DEL ESTADO. 
 
Prestaran mérito ejecutivo para su cobro coactivo siempre que en ellos conste una 
obligación clara expresa y exigible los siguientes documentos: 
 
1. Todo acto administrativo ejecutoriado que imponga a favor de las entidades 
públicas a las que alude el parágrafo del artículo 104 la obligación de pagar una 
suma liquida de dinero en los casos previstos en la ley. 

 
A su vez la Ley 1437 de 2011 en su artículo 89 establece:  
 

ARTÍCULO 89: CARACTER EJECUTORIO DE LOS ACTOS EXPEDIDOS POR LAS 
AUTORIDADES. Salvo disposición legal en contrario los actos en firme serán 
suficientes para que las autoridades por si mismas puedan ejecutarlos de 
inmediato. En consecuencia, su ejecución material proceder sin mediación de otra 
autoridad. 
 
Para tal efecto podrá requerirse si fuere necesario el apoyo o la colaboración de 
la Policía Nacional. 
 
Resolución 691 de 2013 articulo 4 y 5: ARTCULO 4o. TTULOS QUE PRESTAN 
MRITO EJECUTIVO. 
 
Prestan mérito ejecutivo para el cobro persuasivo y coactivo por parte 
de la Unidad Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social UGPP los documentos 
mencionados en los artículos 828 del Estatuto Tributario Nacional 99 
de la Ley 1437 de 2011 469 de la Ley 1564 de 2012 y demás disposiciones 
legales que las modifiquen o adicionen. 
 
PARAGRAFO. El procedimiento para la conformación del título ejecutivo ser el 
que conste en la respectiva caracterización de procesos para cada rea misional. 
 
ARTCULO 5o. COMPETENCIA FUNCIONAL. Corresponde a la Subdirección de 
Cobranzas adelantar el trámite del cobro persuasivo y coactivo para lo cual el 
Subdirector de Cobranzas tendrá la calidad de Funcionario Ejecutor encargado 
de dirigir y coordinar acciones de cobro de competencia de la Unidad 
Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social UGPP. (…) Negrillas del suscrito. 

 
Conforme a lo anterior se evidencia que en el presente caso el título comprende el acto 
administrativo objeto de demanda, fue notificado, se otorgó los recursos de Ley y señala 
el valor a pagar al deudor, por lo que presta merito ejecutivo, y no se ha probado el 
cumplimiento del pago de los aportes, que constituyen una obligación legal del 
demandante. 
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3. IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS 

 
La excepción se encuentra debidamente probada toda vez que, la condena en costas sería 

improcedente toda vez que, que mi poderdante resolvió la prestación en los términos 

legales, con fundamento en los elementos probatorios y jurisprudenciales vigentes a la 

fecha de la solicitud. Mal podría condenarse en costas, cuando el asunto relacionado con 

la devolución de aportes ha sido asunto de debate y controversia al interior de los 

juzgados, Tribunales, y altas Cortes. 

 

De otro lado, ha establecido el Consejo de Estado que la condena en costas procede cuando 

al valorar la conducta de la parte vencida se pueda determinar que existió temeridad y 

mala fe en sus actuaciones2. Sin embargo, en nuestro caso no existe ninguna actuación 

temeraria o de mala fe.  

 

En este caso, no se ha hecho uso temerario de recursos judiciales, ni está demostrado que 

la Administración haya desconocido los deberes que le impone el artículo 10 del 

C.P.A.C.A., razón por la cual se debe relevar a la Entidad de la condena en costas 

rectificando la postura adoptada en casos semejantes bajo la nueva interpretación del 

Consejo de Estado del artículo 188 del C.P.A.C.A. Cabe aún contemplar en este 

procedimiento argumentos distintos a ser vencido en juicio, debiendo el juez estudiar las 

características particulares de cada debate antes de condenar en costas, razonamiento que 

no se tuvo en cuenta en este caso. 

 

En materia de costas, no cabe la conducta automática a la parte vencida, sino que habrá 

que considerar la naturaleza de los conflictos que se resuelven en la Jurisdicción 

Contenciosa Administrativa, que no tienen un contenido puramente económico, sino que 

está involucrado el interés público. Siendo este un ámbito distinto al de la jurisdicción 

civil, así como las circunstancias particulares del caso.  

 

Así las cosas, la condena en costas se encontraría injustificada. 

 
4. BUENA FE DE UGPP. 

Mi poderdante en todas y cada una de sus actuaciones legales, actúa bajo el principio de 
buena, y en este asunto, en cumplimiento de dicho precepto legal acata en su integridad 
la normatividad vigente para efectos de reconocimiento de derechos pensionales. Al 
respecto la Corte Constitucional, ha manifestado lo siguiente:  

El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido incluido en el 
Código sustantivo del trabajo, en el Articulo 55 y aparece en la jurisprudencia laboral 
desde la época del Tribunal Supremo del trabajo: “El principio de la buena fe, que no es 
nuevo, sino que data de las mejores tradiciones romanas, debe presidir de la ejecución de 
los contratos, incluido el del trabajo”. Sentencia esta proferida el 09 de febrero de 1949 y 
que llega hasta analizar no solo la buena fe sino la mala fe, en los siguientes términos: 

(…) “La mala fe ha dicho la Corte Suprema de Justicia – debe ser la deducción acertada 
hecha sobre la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza incompatible con 
la “bona fide”, como lo sería, en tratándose de la buena fe contractual, la demostración 
evidente de una visible ventaja pecuniaria en una negociación celebrada con un incapaz, 
que mostrara un aprovechamiento deshonesto del estado de inferioridad en que ocurrió 
una de las partes en su celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de 
debilidad para obtener un indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de 
los valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con el que se 
exige o es exigible la buena fe en los negocios de hecho, conformada probatoriamente y 
adoptada en las situaciones particulares en cada caso.” (…) 
 

 
2 CE. Sec. Segunda. Sentencia radicado No. 41001233300020150074101 (2982-2017) de fecha febrero 7/2019. M.P. 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. 



17 
 

17 
 

Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de UGPP, surge precisamente de la 
estricta aplicación de la constitución, la ley y la jurisprudencia, que permiten conceder o 
negar prestaciones ajustadas a derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad 
del acto que garantiza la seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia 
permite revestir además bajo la egida de la buena fe, el reconocimiento o negación 
pensional, por lo que es de carga exclusiva del demandante, controvertir tanto la 
presunción legal del acto, como la buena fe de la entidad administradora pensional en la 
decisión. 
  

5. INEXISTENCIA DE PRESCRIPCIÓN. 
  
Se ratifica la posición de la entidad respecto a la inexistencia de prescripción respecto de 
los aportes a seguridad social teniendo en cuenta lo siguiente: 
 
Frente al fenómeno de la prescripción se ha pronunciado El Ministerio De Trabajo 
mediante concepto radicado bajo el No ID 34123 - 96197 fechado 31 de julio de 2014, en 
el que concluyó: “Respecto a la prescripción de los aportes al Sistema General de 
Seguridad Social en Pensiones es preciso indicar que dicha figura no ha sido 
contemplada taxativamente en las normas que regulan dicho sistema. Por tanto, 
considera esta Oficina Jurídica que aplicar por análoga la prescripción consagrada en 
el Código Civil o aquella que se ocupa de las prestaciones sociales atenta y menoscaba 
los derechos irrenunciables de los trabajadores. En efecto la obligación de cobrar las 
cotizaciones al Sistema General de Pensiones sin que medie término alguno se 
fundamenta en el hecho de que con el recaudo de dichos recursos se garantiza que los 
afiliados puedan reunir los requisitos legalmente exigidos para el reconocimiento 
pensional. Sobre este aspecto la Superintendencia Financiera a través del Oficio 
2005048381-001 del 1 de febrero de 2006 señaló ... en la medida en que estas acciones 
involucran el recaudo de sumas que por ley están destinadas al reconocimiento de 
prestaciones de carácter vitalicio cuyo derecho es imprescriptible e irrenunciable para 
sus beneficiarios este Despacho considera que no es viable aplicar el fenómeno extintivo 
de la prescripción a la acción de cobro de los aportes ms cuando sus actores no pueden 
sustraerse de su reconocimiento y pago. “ (…) 
 
De acuerdo con el anterior señalamiento si el derecho pensional no prescribe tampoco 
podrá prescribir la acción de cobro de dichos aportes. Frente a lo anterior se debe señalar 
que la posición de la UGPP en parafiscales es que no existe prescripción de la acción de 
cobro de aportes pensionales en tanto el derecho pensional, no tienen prescripción alguna 
fundamentado en la Corte Constitucional mediante Sentencia C-230 de 1981 reiterada por 
las Sentencias C-198 de 1999 C-624 de 2003 concordantes con las Sentencias de Tutela 
410 de 2014 y 774 de 2015 ha ratificado la imprescriptibilidad del derecho pensional y  por 
lo tanto la obligación de cotizar por lo que al constituirse en un precedente constitucional 
es de obligatorio cumplimiento. Si bien es cierto la entidad nominadora no hizo parte del 
proceso debe precisarse que este problema no se resuelve llamando en garanta a las 
entidades que fueron empleadoras pues muchas veces sucede que pese a solicitarlo los 
jueces lo rechazan y adelantan el proceso sin la participación de dichas entidades.  
 
La anterior postura también ha sido ratificada por el Consejo de Estado - Sección 
Segunda- mediante Sentencia del 4 de agosto de 2010 radicado 25000-23-25- 000-2006-
07509-01 señaló a propósito de las reliquidaciones donde se ordena la inclusión de 
factores sobre los cuales no se hicieron aportes que al momento del incremento pensional 
que: “la entidad de previsión tiene la obligación de hacer los descuentos correspondientes 
a las cotizaciones por el factor o factores incluidos y no cotizados así: si el querer del 
legislador consiste en que las pensiones se liquiden tomando como base los factores sobre 
los cuales se han efectuado aportes a la seguridad social no puede concluirse  que 
automáticamente los factores que no han sido objeto de las deducciones de ley deben ser 
excluidos del ingreso base de liquidación pensional pues siempre es posible ordenar el 
descuento que por dicho concepto haya lugar.” 
 
Nótese que la prescripción no puede ser asunto de debate dentro de este trámite judicial, 
toda vez que la entidad demandante no propuso este argumento jurídico con la 
presentación del recurso de reposición dentro del trámite administrativo, lo que implica 
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que mi poderdante solo resolvió el citado recurso respecto del argumento esgrimido en el 
mismo, en el cual no fue propuesta. 
 
En este orden de ideas es necesario tener en cuenta que la abundante jurisprudencia 
constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado han señalado el 
carácter imprescriptible del derecho pensional, y en cuanto a los aportes en tanto 
configuran materialmente el derecho prestacional el Consejo de Estado en sentencia de 
23 de marzo de 1979 señaló: “Si el derecho pensional no se extingue, tampoco puede 
aplicarse el fenómeno prescriptivo a los factores que constituyen parte integrante del 
derecho. Conocido es el aforismo de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal" 
 
De igual forma, la Sala Laboral de la Corte Suprema en sentencia SL 738208 (33330) de 
marzo de 2018, M.P. Rigoberto Echeverri Bueno, estableció la imprescriptibilidad de los 
aportes a pensión, ya que pueden ser reclamados por el interesado en cualquier tiempo, 
incluso después de reconocido el derecho.  
 
Por lo anterior, se ratifica la posición de la entidad respecto a la inexistencia de 
prescripción respecto de los aportes a seguridad social.  
  

6. INAPLICABILIDAD DEL ESTATUTO TRIBUTARIO EN MATERIA DE 
PRESCRIPCIÓN 

 
Teniendo en cuenta que para el caso no es procedente la prescripción, en los términos 
antes citados, no es procedente en esta materia aplicar el artículo 817 del Estatuto 
Tributario, cuando por sustracción de materia el estatuto tributario, regula derechos 
derivados de las obligaciones tributarias, mientras que el asunto objeto de debate respecto 
de la prestación de la obligación del demandante, esta se circunscribe al ámbito del 
derecho laboral y  la seguridad social, por lo que en estos casos debe aplicarse el Código 
Sustantivo del Trabajo y la seguridad social y su procedimiento, y en materia contencioso 
Administrativa el C.P A C. A., para cada especifico.  
 
El estatuto tributario en su artículo 817, establece:  
 
(…) “ARTÍCULO 817. TÉRMINO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE 
COBRO. <Artículo modificado por el artículo 53 de la Ley 1739 de 2014. El nuevo texto 
es el siguiente:> La acción de cobro de las obligaciones fiscales, prescribe en el término 
de cinco (5) años, contados a partir de: 
 
1. La fecha de vencimiento del término para declarar, fijado por el Gobierno Nacional, 
para las declaraciones presentadas oportunamente. 
2. La fecha de presentación de la declaración, en el caso de las presentadas en forma 
extemporánea. 
3. La fecha de presentación de la declaración de corrección, en relación con los mayores 
valores. 
4. La fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo de determinación o 
discusión. 
 
La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será de los 
Administradores de Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos, o de 
los servidores públicos de la respectiva administración en quien estos deleguen dicha 
facultad y será decretada de oficio o a petición de parte.” (…) 
 
De lo anterior, se puede advertir que primero aplica para obligaciones fiscales, es decir, 
para obligaciones derivadas del pago de impuestos o contribuciones fiscales, pero en este 
caso se cobran aportes de seguridad social, que son imprescriptibles, y que por unidad de 
materia se rigen por las normas de carácter laboral y seguridad social, en materia 
ordinaria laboral o contencioso administrativa, de conformidad con el ámbito de 
competencia para cada caso. 
 
De otro lado, el artículo en mención fue declarado inexequible mediante la sentencia C 
992 de 2001, emitida por la Corte Constitucional, en tanto no es imperativa en tratándose 
del cobro de los aportes en seguridad social integral. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1739_2014_pr001.html#53
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7. EJECUTORIA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE 

FUNDAMENTAN LA ACCIÓN DE COBRO DEL ARTÍCULO 829 DEL 
ESTATUTO TRIBUTARIO  

 
De no ser de recibo del despacho los argumentos anteriormente expuestos, solicito se 
tenga en cuenta lo dispuesto en el artículo 829 del Estatuto Tributario: 
 

(…)”Se entienden ejecutoriados los actos administrativos que sirven de 
fundamento al cobro coactivo: 
1. Cuando contra ellos no proceda recurso alguno. 
2. Cuando vencido el término para interponer los recursos, no se hayan 
interpuesto o no se presenten en debida forma. 
3. Cuando se renuncie expresamente a los recursos o se desista de ellos, y 
4. Cuando los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de 
restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido 
en forma definitiva, según el caso.”(…) 

 
En el caso que nos ocupa, las Resoluciones demandadas son los actos administrativos que 
fundamentan la acción de cobro y que precisamente están siendo objeto de control por 
medio de la acción de Nulidad y restablecimiento del derecho, por lo que el término de 
prescripción de cobro comenzará una vez haya decisión definitiva en sede judicial, en esa 
medida hasta la fecha la acción de cobró sigue vigente y gozando de plenos en efectos en 
aplicación a lo dispuesto en el Estatuto Tributario.  
 
Así las cosas, no es de recibo para  esta defensa el argumento esbozado por la parte 
demandante en su escrito de demanda en el que manifiesta que el término de acción de 
cobro se cuenta a partir de que el causante terminará el vínculo legal con el empleador, 
pues ese criterio no tiene en cuenta lo dispuesto por el Estatuto Tributario frente a la 
ejecutoria del acto administrativo.  
 

8. CADUCIDAD. 
 
Se propone la excepción de caducidad, la cual ha sido entendida como el fenómeno 
jurídico procesal a través del cual: “(…) el legislador, en uso de su potestad de 
configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda persona de 
acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento 
se haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, 
para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede 
derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés 
general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha 
configurado no puede iniciarse válidamente el proceso. Esta es una figura de orden 
público lo que explica su carácter irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de 
oficio por parte del juez, cuando se verifique su ocurrencia.”. Según lo señalado en la 
Sentencia C-832 de 8 de agosto de 2001, por el M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
 
Ahora bien, en relación con el requisito del término de caducidad, en el medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, establece 
lo siguiente:  
 

“Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea lesionada en 
un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica podrá pedir que se declare 
la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le 
restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La 
nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del 
artículo anterior.  
 
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y 
pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular 
demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, 
siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro 
(4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o 
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cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la 
notificación de aquel”.  

 
Igualmente, el artículo 164 de ibídem, establece la oportunidad para demandar de la 
siguiente manera:  
 

“Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada:  
 
(…) d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día 
siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto 
administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; (…) 

 
La anterior excepción se propone con el fin de que sea estudiada por parte del despacho, 
en la medida en que los actos administrativos objeto de la demanda, y el término para 
presentar la demanda esta vencido. 
 

9. INEXISTENCIA DE FALTA DE MOTIVACIÓN DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO 

 
Respecto de la falta de motivación del actos administrativo, es pertinente indicar que el 
H. Consejo de Estado, ha establecido que este acto jurídico se conoce como la expedición 
irregular del acto administrativo, y que, lo que se requiere para que el acto tenga esta 
consideración legal, es que no tenga aunque sea una motivación sumaria; Sin embargo de 
la revisión del acto administrativo que se pretende declarar nulo por el demandante, es 
evidente que la sustentación del mismo no solo tiene una soporte legal “sumario”, sino 
que tiene soporte en sentencia legalmente en firme, la cual hizo tránsito a cosa juzgada, 
como es de conocimiento del demandante, y no solo en este elemento probatorio, sino que 
además existen innumerables sentencias que constituyen doctrina probable, y que 
amparan la constitución de la obligación en mora por parte del empleador. Para tal fin, 
basta con ver los documentos y recursos presentados por el demandante en el curso de la 
actuación administrativa, para observar que no cumplieron con el pago de los aportes del 
trabajador, sustrayéndose de su obligación legal e imprescriptible, por lo que UGPP, en 
cumplimiento de sus funciones legales, no solo tiene el deber, sino también la obligación 
de constituir los actos administrativos, que a su vez generan el titulo ejecutivo de la 
obligación en contra de los empleadores que se sustraen del pago de los aportes al Sistema 
de Seguridad social. 
 
Con el fin de sustentar lo manifestado me permito hacer referencia a la sentencia del 
Consejo de Estado, Sección Cuarta, de 23 de junio de 2011, radicado 11001-23-27-000-
2006-00032-00(16090), C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, en los siguientes 
términos: 
 
(…) “Por su parte, en cuanto a la falta o ausencia de motivación, la Sección Cuarta ha 
señalado lo siguiente: "La motivación de un acto implica que la manifestación de la 
administración tiene una causa que la justifica y debe obedecer a criterios de legalidad, 
certeza de los hechos, debida calificación jurídica y apreciación razonable; los motivos 
en que se instituye el acto deben ser ciertos, claros y objetivos. Los motivos del acto 
administrativo deben ser de tal índole, que determinen no sólo n la expedición de un acto 
administrativo sino su contenido y alcance; la motivación debe ser clara, puntual y 
suficiente, hasta tal punto que justifique la expedición de los actos y que suministre al 
destinatario las razones de hecho y de derecho que: inspiraron la producción de los 
mismos. En cuanto a la falta de motivación, la Sala recuerda que este cargo se denomina 
técnicamente expedición en forma irregular del acto. En efecto, cuando la Constitución 
o la ley mandan que ciertos actos se dicten de forma motivada y que esa motivación 
conste, al menos en forma sumaria, en el texto del acto administrativo, se está 
condicionando la forme del acto administrativo, el modo de expedirse. Si la 
Administración desatiende esos mandatos normativos, incurre en vicio de expedición 
irregular y, por ende, so configura la nulidad del acto administrativo. En efecto, la 
expresión de los motivos por los cuales se profiere un acto administrativo de carácter 
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particular y concreto es indispensable, pues es a partir de los mismos que el 
administrado puede controvertir aquellos aspectos de hecho y de derecho que considera 
no pueden ser el soporte de la decisión, pero cuando se prescinde de la motivación se 
impide que el particular afectado con la decisión pueda ejercitar cabalmente su derecho 
de defensa y contradicción".” (…) 
 
De lo anterior, se colige que, la motivación o sustento jurídico que debe tener el acto 
administrativo, obedece a la existencia de motivos de hecho, (los cuales deben ser ciertos, 
claros y objetivos), y de derecho; Respecto de los primeros se debe indicar que la certeza 
para el presente caso radica en la existencia de la obligación por concepto de factores 
salariales debidos por empleador y por el afiliado, hechos que fueron debatidos y probados 
en sentencia en contra de las partes, por lo que no tendrá lugar a objeción; Claro, se 
entiende para todos los efectos los derechos deben tener sustento legal, para este asunto 
mediante sentencia, y respecto del valor de las obligaciones estas fueron determinadas por 
mi poderdante, sin que se presentara reparo alguno por el demandante en la vía 
gubernativa, por lo que este hecho no puede ser debatido en el proceso. Y objetivos, para 
el caso el acto administrativo es objetivo, ya que lo pretende la UGPP, es recuperar los 
dineros dejados de pagar por el empleador, con el fin de proteger el principio general de 
la seguridad, que radica en la sostenibilidad del sistema de seguridad social y pensiones, 
y evitar perjuicios al erario, pues estos costos debe asumirlos el empleador, quien quiera 
que este sea. 
 
Así las cosas, el acto administrativo está debidamente motivado, y el particular afectado 
tenía el término legal para controvertirlo, así como las herramientas legales, sin que 
presentara censura alguna, por lo que cualquier queja o reparo, será objeto de controversia 
dentro del trámite del proceso coactivo, y no por vía ordinaria como se pretende en este 
asunto. 
 

10. IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS Y 
DEVOLUCIONES 

No puede condenarse en costas, cuando el acto administrativo no ha generado ningún 
perjuicio al demandante, y debe anotarse que acude a la jurisdicción ordinaria, por su 
propia negligencia y aceptación de la mora en el pago de las obligaciones al sistema general 
de seguridad social. 

 
11. INNOMINADA O GENÉRICA. 

  
Igualmente pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las demás excepciones que 
resulten dentro del presente proceso. 
 
  

PRUEBAS 
DOCUMENTALES:  
 
Solicito señor juez tenga como pruebas documentales las emitidas por la entidad que 
represento y que obren dentro del traslado de la demanda y las que se acompañen con el 
presente escrito: 
 

1. Expediente administrativo. Que contiene todos los actos administrativos emitidos 
por la entidad, así como las solicitudes realizadas por el demandante y demás 
documentos. 
 

 
OTRAS PRUEBAS OFICIOSAS. 
 
Las que el Despacho a su cargo, considere decretar para obtener la certeza jurídica 
suficiente al momento de proferir Sentencia.  
 

ANEXOS. 

 

1. Escritura Pública No. 174 del 17 de enero de 2023, de la Notaría 73 del Círculo de Bogotá  
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2. Escritura Pública No. 0604 del 12 de febrero de 2020, suscrita en la Notaría 73 del 

Círculo de Bogotá. 

3. Resolución 681 del 29 de Julio de 2020. 

4. Acta de Posesión No. 42 del 30 de Julio de 2020 

5. Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de 

Comercio de Bogotá, de la firma Viteri Abogados en la que consta la representación legal 

en cabeza del suscrito, la cual está contenida en la misma escritura. 

6. Tarjeta Profesional del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte. 

7. Sustitución debidamente otorgada del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte  

8. Tarjeta Profesional de la suscrita apoderada. 

9. Los documentos aludidos como prueba 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

A la ejecutante y a su apoderado(a) en la dirección aportada en la demanda.  

 

UGPP se notifica en la Av. Carrera 68 No. 13 – 37 en Bogotá, correo: 

notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co 

 

El (la) suscrito(a) apoderado(a) se notifica en la Carrera 13A No 89 - 38 Oficina 511 – 424 

Edificio Nippon Center o en los correos natalif.abogada@gmail.com / 

oviteri@ugpp.gov.co / gerencia@viteriabogados.com  

 

Atentamente,  

 

 

 

 

LAURA NATALI FEO PELÁEZ 

C.C. No 1.018.451.137 de Bogotá 

T.P No 318.520 del C.S. de la J. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:natalif.abogada@gmail.com
mailto:oviteri@ugpp.gov.co
mailto:gerencia@viteriabogados.com
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Bogotá D.C., 13 de February de 2023

Señora Juez
Dra., LILIA APARICIO MILLAN
JUZGADO CUARENTA Y UNO (41) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN - CUARTA
Email: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E. S. D.

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DEMANDA
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE:   MARTHA RUTH LÓPEZ CORREA C. C. N° 30.288.905  
DEMANDADO: U. A. E., GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 11001 33 37 041 2022 00349 00

ARMANDO CALDERÓN GONZÁLEZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 79.699.184 de 
Bogotá D.C., y Tarjeta Profesional de Abogado N° 118.579 del Consejo Superior de la Judicatura, 
en mi calidad de Apoderado Especial de la entidad demandada Unidad Administrativa Especial 
de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-, según 
poder conferido por la Dra., CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, en su calidad de 
Subdirector General 040 - 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica 
de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP,  conforme  con las Resoluciones N° 379 
del 31 de marzo de 2020, N° 018 del 12 de enero de 2021, y acta de posesión N° 32 de fecha 04 
de mayo  de 2020, por medio del presente escrito procedo a contestar el medio de control de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho, formulado por el Doctor PAULO CESAR BERMÚDEZ 
SANTA, en calidad de apoderado judicial de la señora MARTHA RUTH LÓPEZ CORREA,  
identificada con la C. C. N° 30.288.90   , de conformidad con el artículo 175 del C.P.A.C.A con 
fundamento en lo siguiente:  

I.   A LAS PRETENSIONES

Conforme a las consideraciones de orden factico y jurídico que se expondrán en la presente 
contestación, en forma respetuosa manifiesto a su H., Despacho que la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, 
que en adelante denominaré: “LA UNIDAD”, se OPONE a todas y cada una de las declaraciones 
y pretensiones, formuladas en el escrito de demanda, esto es:

1. Me opongo, a la declaratoria de nulidad del oficio de salida N° 2022150002455381 de fecha 
29 de julio de 2022, por medio de la cual se puso en conocimiento a la señora MARTHA 
RUTH LÓPEZ CORREA,  identificada con la C. C. N° 30.288.905, por intermedio de su 
apoderado el Doctor PAULO CESAR BERMÚDEZ SANTA, la respuesta a las peticiones 
radicadas ante al UGPP a fin de acogerse al pago de las obligaciones adeudadas al Sistema 
de  Seguridad Social en los términos del artículo 45 de la Ley 2155 de 2021; contenidas y/o 
determinadas por la en la Liquidación Oficial N° RDO 2017-02351 del 21 de julio de 2017, 
modificada con la Resolución N° RDC 423 del 27 de julio de 2018.

Radicado: 2023110000705091

*2023110000705091*
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FRENTE AL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO SOLICITADO.

Me opongo al restablecimiento pretendido por el demandante, esto es:

2. Se deje sin efecto el oficio de salida N° 2022150002455381 de fecha 29 de julio de 2022, 
por medio del cual se atendió la petición N° 2022400301745022 del 19/07/2022.

3. Que se declare que la señora MARTHA RUTH LOPEZ CORREA tiene derecho a que la 
UGPP  la reconozca dentro de los beneficios tributarios establecidos en el artículo 45 de 
la Ley 2155 del 2021 y que fueron solicitados mediante oficio radicado 29 de diciembre 
de 2021.

4. Se condene a la UGPP al pago de las costas procesales.

EN CUANTO A LA CONDENA EN COSTAS:

Esta carga económica comprende, por una parte los gastos necesarios para el trámite del juicio 
distintos del pago de apoderados y de otro lado, las agencias en derecho que corresponden a 
los gastos efectuados por concepto de apoderamiento, por lo que es necesario recordar que en 
aquellos casos en los cuales se demuestre que existe un interés general como es el caso que 
nos ocupa, no debe condenarse en costas.

Aunado a lo anterior, la Unidad es una autoridad pública que defiende la prevalencia del interés 
general y garantiza la efectividad de los principios, derechos y deberes que tienen que ver con 
el pago correcto y oportuno de las contribuciones parafiscales de la protección social cuyo 
objetivo es proteger los recursos y el patrimonio público del Sistema de Seguridad Social, y 
persigue una finalidad constitucionalmente legitima ya que las actuaciones de mi representada 
se hacen en base al cumplimiento de los fines del estado, motivo por el cual se puede establecer 
exenciones en el pago de costas.

Ahora bien, el artículo 188 del CPACA, establece: 
“Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena 
en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil”. 

El precitado artículo remite en este tema al C.P.C. hoy, C.G.P; el cual en su artículo 365 
determina las reglas a las que debe sujetarse la condena en costas, de la siguiente manera: 

“Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación”. 

Sin embargo, al revisar el escrito de demanda, no se encuentra ninguna prueba que acredite los 
gastos en que incurrió la parte actora para el desarrollo del proceso, por tanto mal puede 
condenarse en costas a mi representada en la medida en que no hay causación alguna que lo 
justifique. 

Por otra parte, con sujeción al lineamiento jurisprudencial que se ha fijado en materia de condena 
en costas (1), (2) las mismas no son procedentes conforme a lo previsto en al artículo 188 del 
C.P.A.C.A, toda vez que la controversia en el presente asunto reviste un carácter de interés 

1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Stella Jeannette Carvajal 
Basto. Expediente N° 25000233700020120035900, Sentencia del 25 de septiembre de 2013.

2.- Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, Magistrada Ponente: Dra. Patricia Afanador 
Armenta. Expediente N° 25000233700020130041700, Sentencia del 21 de agosto de 2014.
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público dado que con el adecuado, completo y oportuno pago de aportes parafiscales se busca 
obtener los recursos necesarios para cumplir con el desarrollo de 2los fines del Estado Social de 
Derecho previstos en el artículo 2 de la Constitución Política, así como la financiación del 
Sistema. 

De acuerdo con lo expuesto, en el sub examine, es indudable que nos encontramos frente a un 
asunto de interés público, como son las contribuciones parafiscales, las cuales resultan 
necesarias para el propio funcionamiento y sostenibilidad del sistema de la Protección Social, y 
redundan de manera directa en beneficio del aportante e indirectamente de la comunidad en 
desarrollo del principio de solidaridad impuesto a toda persona por el sólo hecho de su 
pertenencia al conglomerado social- consistente en la vinculación del propio esfuerzo y actividad 
en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo.

Sobre el particular, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, en sentencia del 19 de agosto de 2004, Exp. 2002-0175 (3403-02), precisó: 

Del recuento anterior de preceptos es necesario resaltar la importancia que tiene el principio de 
solidaridad en el régimen de salud de la ley 100 de 1993, el cual constituye un deber exigible a las 
personas, que hace referencia a la obligación que tienen los administrados de contribuir con su 
esfuerzo a la sostenibilidad, equidad y eficiencia, lo cual lleva forzosamente a concluir que éstos 
deban cotizar, si tienen ingresos, no solo para poder recibir los distintos beneficios, sino 
además para preservar el sistema en conjunto. 

Resulta, por lo tanto, una verdad indiscutible que la seguridad social integral tiende a la protección 
de los miembros de una comunidad en sus múltiples necesidades, por lo que la filosofía que informa 
el sistema está fincada, se repite, en la solidaridad social y en la integralidad. En esa medida los 
costos no los debe asumir el contingente de los trabajadores amparados, como tampoco los 
empresarios o patronos, pues éstos deben asumirlos  todos en conjunto, en directa 
proporción a sus recursos y así, los que poseen más, aportan más y los menos capaces, 
cotizan en menor cantidad. Además, los capacitados económicamente para aportar, 
subsidian a los demás, como una manifestación de la solidaridad humana.” (Subrayado y 
Negrilla fuera de texto). 

Por lo anterior Señora Juez, ni siquiera en gracia de discusión es procedente la condena en 
costas a mi representada y ruego de manera respetuosa, considerarlo en igual sentido. 

II.   A LOS HECHOS DE LA DEMANDA.

Procedo a dar respuesta a cada uno de ellos, así: 
  
AL HECHO 1: ES CIERTO.

AL HECHO 2: ES CIERTO.

AL HECHO 3: ES CIERTO.

AL HECHO 4: ES CIERTO.

AL HECHO 5: ES CIERTO.

AL HECHO 6: ES CIERTO.

AL HECHO 7: ES CIERTO.



4

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423

Línea fija en Bogotá: (1) 4926090
Lunes a viernes de 8:00 am a 6:00 pm.

Recepción de correspondencia:
Avenida Carrera 68 No 13-37 (Bogotá, D.C.)

Centro de Atención al Ciudadano
Calle 19A N° 72 – 57 Locales B 127 Y B128 
Centro Cial. Multiplaza – Bogotá D.C.

Lunes a viernes de 8:00 a.m. a 5:00 p.m.

AL HECHO 8: ES CIERTO.

AL HECHO 9: NO ES UN HECHO, LO QUE SE APORTA ES UNA PRUEBA DOCUMENTAL

AL HECHO 10: ES CIERTO.

AL HECHO 11: ES CIERTO.

AL HECHO 12: ES CIERTO.

III.   ARGUMENTOS DE DEFENSA
 
Como metodología a utilizar, en la estructura de la contestación de la presente demanda es la 
siguiente: 

1. Proposición de excepciones previas.

2. Pronunciamiento, frente a los fundamentos de derecho y normas violadas, planteados 
por el demandante. 

3. Desarrollo de los CARGOS formulados por el demandante en el CONCEPTO DE 
VIOLACIÓN.

1. PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS.

EXCEPCIÓN DE INEPTA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS FORMALES – EL OFICIO 
DE SALIDA N°  2022150002455381 DE FECHA 29 DE JULIO DE 2022, NO ES UN ACTO 
ADMINISTRATIVO SUSCEPTIBLE DE CONTROL JUDICIAL.

El artículo 43 del CPACA., señala:

ARTÍCULO 43. ACTOS DEFINITIVOS. Son actos definitivos los que decidan directa o indirectamente 
el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación.

  
Ahora, dentro del presente asunto tenemos que el demandante en atención a los beneficios 
tributarios que introdujo en forma temporal la Ley 2155 de 2021, en especial las contenidas en 
el artículo 45; realizó el pago de las obligaciones determinadas en la Liquidación Oficial 
Resolución N° RDO 2017-02351 del 21 de julio de 2017, y la Resolución N° RDC 423  del 27 de 
julio de 2018, sin advertir si era viable o no dicho pago a fin de cumplir con las obligaciones allí 
contenidas y así acceder a dichos beneficios.

Entonces, debemos iniciar señalando que este artículo estableció unas condiciones especiales 
para acceder a esta modalidad de pago y así obtener la reducción en el pago tanto de los 
intereses como el valor de las sanciones impuestas, al respecto indicó:

ARTÍCULO 45. REDUCCIÓN TRANSITORIA DE SANCIONES Y DE TASA DE INTERÉS PARA LOS 
SUJETOS DE OBLIGACIONES ADMINISTRADAS POR LA DIAN, ASÍ COMO RESPECTO DE LOS 
IMPUESTOS, TASAS Y CONTRIBUCIONES DEL ORDEN TERRITORIAL. Para las obligaciones 
administradas por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, así como respecto de los 
impuestos, tasas y contribuciones del orden territorial, que se paguen hasta el treinta y uno (31) de 
diciembre de 2021, y para las facilidades de pago que se suscriban con la DIAN y los entes territoriales 
hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 2021, respecto a las obligaciones que presenten mora en el 
pago a treinta (30) de junio de 2021, y cuyo incumplimiento se haya ocasionado o agravado como 
consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19, las sanciones y la tasa de interés moratoria 
se reducirán y liquidarán en los siguientes términos: (subrayado propio)
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A. Las sanciones, incluyendo aquellas que se liquiden en actos administrativos independientes, y sus 
actualizaciones se reducirán al veinte por ciento (20%) del monto previsto en la legislación aduanera, 
cambiaria o tributaria.

B. La tasa de interés moratoria establecida en el artículo 635 del Estatuto Tributario será liquidada 
diariamente a una tasa de interés diario que sea equivalente al veinte por ciento (20%) de la tasa de 
interés bancario corriente para la modalidad de créditos de consumo y ordinario, certificado por la 
Superintendencia Financiera de Colombia.

PARÁGRAFO 1o. En caso de incumplimiento, las resoluciones mediante las cuales se otorgó la 
facilidad de pago prestarán mérito ejecutivo, sin que se requiera de liquidación oficial u otro acto, y 
procederá el procedimiento de cobro coactivo respectivo por la suma total de la obligación más el ciento 
por ciento (100%) de las sanciones e intereses sobre los cuales versa dicha facilidad de pago. Para tal 
fin, los intereses serán reliquidados a la tasa establecida en el artículo 635 del Estatuto Tributario. Si el 
incumplimiento de la facilidad de pago corresponde a la declaración de retención en la fuente, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 580-1 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 2o. La presente disposición aplica igualmente para las obligaciones parafiscales de 
determinación y sancionatorias que se encuentren en proceso de cobro adelantado por la Unidad de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales (UGPP). Lo anterior no aplica a los aportes e intereses 
del Sistema General de Pensiones.

Por su parte,  la UGPP con la Resolución N° 1240 del 18 de noviembre de 2021, fijo las reglas 
de aplicación del artículo 45 de las Ley 2155 de 2021, entre otras allí se estableció:

CONSIDERANDO

(…)

Que para efectos de la aplicación del artículo 45 en mención, es necesario precisar: (i) La forma de 
establecer las obligaciones que presentan mora en el pago al treinta (30) de junio de 2021 y (ji) 
Las condiciones exigibles para acceder a los beneficios en los casos en que se haya suscrito o se 
suscriban facilidades de pago.

Que se hace necesario establecer el alcance de la expresión "cuyo incumplimiento se haya ocasionado 
o agravado como consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19" que tiene la citada 
disposición normativa con el fin de precisar los términos de aplicación de los beneficios por parte de la 
UGPP.

Que se requiere fijar reglas aplicación del artículo 45 de la Ley 2155 de 2021 ,teniendo en cuenta las 
condiciones y requisitos que deben cumplir los aportantes que se acojan a los beneficios, así como el 
procedimiento que debe seguir la Unidad.

RESUELVE

ARTÍCULO 1. Objeto. Establecer las reglas para la aplicación de los beneficios dispuestos en el 
artículo 45 de la Ley 2155 de 2021 para la reducción transitoria de las sanciones y de la tasa de 
interés, respecto de las obligaciones parafiscales de determinación y sancionatorias que presenten 
mora en el pago al 30 de junio de 2021, e igualmente, para las que se encuentran en proceso de 
cobro adelantado por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social  - UGPP.

ARTÍCULO 2. Obligaciones sujetas al beneficio de reducción transitoria de sanciones y de tasa 
de interés. Las obligaciones sujetas a la reducción de sanciones e intereses moratorios de que trata 
el artículo 45 de la Ley 2155 de 2021, serán todas aquellas que presentan mora a 30 de junio de 2021 
y cuyo incumplimiento se haya ocasionado o agravado como consecuencia de la pandemia generada 
por el COVID-19, excepto las relacionadas con los aportes y los intereses del Sistema General de 
Pensiones, siempre que se paguen o se suscriba facilidad de pago hasta el 31 de diciembre de 2021, 
y presenten cualquiera de las siguientes circunstancias: (subrayado propio)
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1. Aquellas determinadas con acto administrativo que se encuentre ejecutoriado y en mora a 30 
de junio de 2021.

2. Se encuentren en proceso de cobro administrativo en cualquiera de sus etapas y en mora a 
30 de junio de 2021.

3. Saldos de obligaciones en mora a 30 de junio de 2021 incluidas en facilidades de pago 
vigentes, así como los saldos de obligaciones incluidas en las facilidades y/o acuerdos de pago 
que estén incumplidas a 30 de junio de 2021.

4. Saldos de obligaciones que deben pagar aquellos aportantes a quienes el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial improbó los beneficios tributarios de que tratan las Leyes 1739 
de 2014, 1819 de 2016, 1943 de 2018 y 2010 de 2019.

5. Obligaciones con sentencia judicial en firme a favor de la Unidad y que se encuentren en 
proceso de cobro en curso. (subrayado propio)

Parágrafo 1. El incumplimiento del pago de la obligación debe ser "ocasionado o agravado como 
consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19". Este requisito se entenderá cumplido con la 
aplicación del sentido general y obvio de la expresión utilizada en el artículo 45 de la ley 2155 de 2021. 
La Unidad podrá adelantar las acciones que estime pertinentes para verificar el cumplimiento de este 
requisito.

(…)

Parágrafo 3. Podrán acceder al beneficio quienes hayan interpuesto demandas contra el acto 
administrativo expedido por la UGPP y realicen el pago total o celebren facilidad de pago hasta el 31 
de diciembre de 2021, previa solicitud de desistimiento o retiro de la demanda acreditada a más tardar 
el 3 de diciembre de 2021 , y cumplan lo dispuesto en el artículo 45 de la ley 2155 de 2021. (subrayado 
propio)

Nótese, como lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 2155 de 2019, aplicaba únicamente sobre 
actos administrativos con obligaciones ejecutoriadas al 30 de junio de 2021, por ende suponen 
la existencia de un proceso de cobro coactivo en curso, además que se debían cumplir unas 
condiciones específicas para que el pago cumpliera con el objetivo final, que era el de eliminar 
los ajustes y/o cancelar la deuda.

Para el caso en particular, al 30 de junio de 2021, se encontraba surtiéndose la segunda instancia 
con la apelación de la sentencia de fecha 28 de septiembre de 2020 emitida por su despacho 
señora Juez, expediente 11001333704120180032500. Por ende, no se cumple con el primer 
requisito.

Como se indica en precedencia, para la aplicación de las disposiciones consagradas en el Art., 
45, se supone la existencia de un proceso de cobro activo por ende conlleva la posibilidad y 
garantía procesal que sea en ese escenario donde la demandante pueda alegar el pago de la 
obligación bien sea a modo de excepción al mandamiento de pago si a ello hubiese lugar (artículo 
831 del E. T., numeral 1), o con una solicitud de revocatoria directa,  cuyos pronunciamientos al 
respecto si constituyen actos administrativos de cierre y que por ende son susceptibles de 
recursos en vía gubernativa y/o de control judicial ante la jurisdicción contencioso administrativo; 
cumplen con todas las características del acto administrativo.

Así las cosas, el oficio de salida N° 2022150002455381 de fecha 29 de julio de 2022, si bien 
plasma una manifestación frente a los pagos realizados, no es un acto administrativo de cierre o 
finalización, no cuenta por sí sólo con la capacidad de  producir efectos jurídicos porque no que 
crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas, sin que pueda afirmarse lo contrario; 
corresponde a la respuesta a una comunicación y/o derecho de petición, que fue radicado y 
resuelto al interior del proceso de cobro N° 93272, cuya reanudación se dio a través de la 
Resolución N° RCC 49838 del 08 de julio de 2022.
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En ese orden de ideas, le solicito al despacho declarar probada la presente excepción y ordenar 
la terminación del proceso.

FRENTE AL CONCEPTO DE VIOLACIÓN

CARGO PRIMERO: VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD.

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el demandante 
con fundamento en las siguientes consideraciones:

No son ciertas las apreciaciones de la demandante, toda vez que es el propio artículo 45 de la 
Ley 2155 del 14 de septiembre de 2021, el que describe y/o establece las condiciones especiales 
para que el pago de las obligaciones determinadas por la UGPP.

Para el caso en particular, no es cierto que la UGPP y/o sus funcionarios hayan exigido que el 
pago debía hacerse antes del 30 de junio de 2021, situación diferente es que la obligación debía 
estar en mora a esa fecha, lo cual implica necesariamente que el acto de determinación se 
encontrara ejecutoriado y en etapa de cobro.

Tampoco son ciertas las afirmaciones que endilgan a mi defendida el desconocimiento de 
situaciones jurídicas consolidadas, basta con hacer el siguiente recuento de las actuaciones 
surtidas tanto en sede administrativa como en sede judicial respecto de los actos de 
determinación de las obligaciones esto es la Liquidación Oficial Resolución N° RDO 2017-02351 
del 21 de julio de 2017, y la Resolución N° RDC 423  del 27 de julio de 2018:

- Liquidación Oficial Resolución N° RDO 2017-02351 del 21 de julio de 2017.

- Resolución N° RDC 423  del 27 de julio de 2018.

- Presentación Acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho 20 noviembre 2018.

- Admisión de la demanda, 15 de marzo de 2019

- Sentencia de 1ra., instancia 28 septiembre 2020

- Sentencia de 2da., instancia 28 octubre de 2021

- Notificación sentencia 2da., instancia 05 noviembre de 2021, ejecutoriada el 10 de 
noviembre del mismo mes y año.

- Pagos realizados en PILA., operador ASOPAGOS, del 28 y 29 de diciembre de 2021

- Pago de las sanciones a cuentas del Ministerio de Hacienda y Crédito Público del 29 de 
diciembre de 2021.

Nótese como al 30 de junio de 2021, el proceso 110013337041-20180032500 se encontraba en 
segunda instancia, surtiéndose el traslado para presentar alegatos de conclusión según auto del 
24 de junio de 2021. Así las cosas, los actos Liquidación Oficial Resolución N° RDO 2017-02351 
del 21 de julio de 2017, y la Resolución N° RDC 423  del 27 de julio de 2018, no se encontraban 
ejecutoriados y sobre las obligaciones en ellas contenidas no se podía predicar la mora.

Sumado a lo anterior, respecto del segundo requisito legal para acceder al beneficio y que 
constituye un hecho notorio es que el pago de los valores determinados por la UGPP no se 
realizó por causa, efectos o como consecuencia de la pandemia generada por el COVID 19, 
toda vez que la discusión de los actos venia con bastante anterioridad.

Conforme con lo anterior, las obligaciones a cargo de la demandante no podían ser objeto y/o 
ser pagadas con base en los beneficios del artículo 45 de la Ley 2155 de 2021.
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Igualmente, es de señalar que la UGPP., mediante la Resolución N° 1240 del 18 de noviembre 
de 2021, contemplo las situaciones de los aportes cuyos actos administrativos se encontraban 
aún en discusión ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en el artículo segundo 
parágrafo 3 de la parte resolutiva se indicó:

Parágrafo 3. Podrán acceder al beneficio quienes hayan interpuesto demandas contra 
el acto administrativo expedido por la UGPP y realicen el pago total o celebren facilidad 
de pago hasta el 31 de diciembre de 2021, previa solicitud de desistimiento o retiro de la 
demanda acreditada a más tardar el 3 de diciembre de 2021 , y cumplan lo dispuesto en 
el artículo 45 de la ley 2155 de 2021.

Para el caso en particular esta condición tampoco se encuentra probada, al contrario según los 
hechos de la demanda y las pruebas aportadas con ella, el pago de las obligaciones se realizo 
con el objetivo de cumplir lo resuelto en el fallo de segunda instancia.

Conforme con lo expuesto no es cierto que la UGPP haya vulnerado derechos adquiridos a la 
demandante, tampoco que existan situaciones consolidadas; en ese orden de ideas lo propuesto 
en este primer cargo debe ser desestimado.

CARGO SEGUNDO: FALSA MOTIVACIÓN – DESCONOCIMIENTO DE DERECHOS 
ADQUIRIDOS.

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el demandante 
con fundamento en las siguientes consideraciones:

Respecto de la falsa motivación, tenemos que es un vicio del acto administrativo que, de 
configurarse, es causal de nulidad absoluta del mismo, y ocurre cuando “no existe 
correspondencia entre la decisión que se adopta y los motivos que se aducen en el acto 
administrativo como fundamento de la misma, o cuando esos motivos no son reales o no existen, 
o están maquillados, circunstancias éstas en las cuales se presenta un vicio que invalida dicho 
acto” 3 . 

Al respecto se ha pronunciado el Consejo de Estado mediante radicación número 25000-23-25-
000-1997-4005-01(1913-2000) del 27 de septiembre de 2001, exponiendo lo siguiente: “(…) La 
falsa motivación que vicia de nulidad un acto, es la que entraña desviación de poder, la 
presentación de motivos falaces para dar apariencia de legalidad a un acto, no el simple error 
en que pueda incurrirse en la parte considerativa de éste. (...)”.

De igual manera, mediante radicación número 25000-23-27-000-2005-00279-01(16772) del 16 
de septiembre de 2010, el mismo órgano jurisdiccional expuso lo siguiente: 

“(…) es el vicio que afecta el elemento causal del acto administrativo, referente a los antecedentes 
legales y de hecho previstos en el ordenamiento jurídico para provocarlo, es decir, que las razones 
expuestas por la Administración al tomar la decisión sean contrarias a la realidad. La causa o 
motivo de los actos administrativos (elemento causal) se conforma de los fundamentos de hecho 
y de derecho que son los que determinan la decisión que la Administración adopta, así cuando 
existe falsa motivación, se entiende que la sustentación fáctica en que se apoya no corresponde 
a la realidad.(…)”.

De la jurisprudencia expuesta, se extrae que la falsa motivación del acto administrativo como 
causal de nulidad del mismo, requiere de dos elementos: i) cuando los motivos que se exponen 
en el acto administrativo no tienen correspondencia con la realidad, es decir, son falsos, se 
tergiversaron, no ocurrieron, y ii) que estos sean determinantes en la decisión que tomo la 
Administración. 

3 Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Cuarta, Referencia: 1001032700020100000100 del 13 de junio de 2012.
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Para abordar el asunto planteado, es pertinente recordar que la motivación del acto 
administrativo es un requisito material u objetivo de éste, conforme al cual las causas del mismo 
deben corresponder a los supuestos de hecho y de derecho de cada caso. 

Sobre el particular, la doctrina especializada ha señalado:

“La validez del acto administrativo también depende de que los motivos por los cuales se expide 
sean ciertos, pertinentes y tengan el mérito suficiente para justificar la decisión que mediante el 
mismo se haya tomado. Es decir, que correspondan a los supuestos de hecho y de derecho 
jurídicamente necesarios para la expedición del acto administrativo de que se trate, y que se den 
en condiciones tales que hagan o deba preferirse la decisión tomada y no otra. Se trata de un 
requisito material y objetivo, en cuanto depende de la correspondencia de lo que se aduzca en el 
acto administrativo como motivo o causa del mismo, con la realidad jurídica y/o fáctica del caso.” 

En Sentencia del 22 de marzo de 2012, expediente 050012331000019990331401. MP. 
Martha Teresa Briceño, respecto a este tema, señaló lo siguiente: 

“La falsa motivación, como lo ha reiterado la Sala, se relaciona directamente con el principio de 
legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes de la decisión administrativa. 
Para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con fundamento en 
la causal denominada falsa motivación es necesario que se demuestre una de dos 
circunstancias: a) O bien que los hechos que la Administración tuvo en cuenta como 
motivos determinantes de la decisión no estuvieron debidamente probados dentro de la 
actuación administrativa; o b) Que la Administración omitió tener en cuenta hechos que sí 
estaban demostrados y que si hubiesen sido considerados habrían conducido a una 
decisión sustancialmente diferente. Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión 
administrativa deben ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, 
cuando los hechos que tuvo en cuenta la Administración para adoptar la decisión no existieron o 
fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en falsa motivación porque la realidad 
no concuerda con el escenario fáctico que la Administración supuso que existía al tomar la 
decisión”.

Sobre la motivación de los actos administrativos resulta relevante citar lo explicado por la 
Sección Cuarta del Consejo de Estado en sentencia de 29 de abril de 2015 , así:

Ahora, la exigencia de que el acto administrativo sea motivado es un problema de forma del acto. 
Cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se dicten de forma motivada y que esa 
motivación conste, por lo menos, en forma sumaria en el texto del acto administrativo, se está 
condicionando el modo de expedirse, esto es, la forma del acto administrativo , tal como ocurre 
con el artículo 35 del Decreto 01 de 1984  (en igual sentido puede verse el artículo 42  de la Ley 
1437 de 2011), que exige que los actos administrativos de contenido particular y concreto se 
expidan con una motivación, al menos, en forma sucinta, esto es, breve, pero sustancial. 

La falta de motivación, entonces, es el presupuesto o una de las causas que dan lugar a la nulidad 
por expedición irregular del acto administrativo, que no a la nulidad por falsa motivación, como 
suele entenderse equivocadamente. 

La falsa motivación es una causal independiente y autónoma, en la medida en que alude a los 
hechos del caso y a la prueba. En efecto, la falsa motivación se relaciona directamente con el 
principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes de la decisión 
administrativa. 

Por lo tanto, para que la pretensión de nulidad de un acto administrativo por falsa motivación 
prospere, se debe demostrar (I) que los hechos que la administración tuvo en cuenta como 
motivos determinantes de la decisión no se probaron en la actuación administrativa o (II) que la 
administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que si se hubiesen 
considerado habrían modificado sustancialmente la decisión. 

En conclusión, mientras la falta de motivación implica la ausencia de motivo, la falsa motivación 
parte del supuesto de que el acto administrativo sí se motivó, pero de manera falsa, engañosa o, 
simplemente, con fundamento en hechos no probados. 
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En otras palabras, la falta de motivación se configura cuando el acto administrativo carece de 
justificación sucinta de la decisión que allí se adopta. Ahora, revisado el contenido del oficio N° 
2022150002455381 del 29 de julio de 2022, a la demandante frente a los pagos realizados se 
le indicó:

Respecto a la falsa motivación aducida por la demandante, se debe precisar que ésta entendida 
como vicio que afecta la legalidad del acto administrativo, se estructura cuando en las 
consideraciones de hecho o de derecho que contiene el acto, se incurre en un error ya sea 
porque los hechos aducidos en la decisión son inexistentes o, cuando existiendo éstos, son 
calificados erradamente desde el punto de vista jurídico, eventos que no sucedieron para el caso 
bajo estudio, toda vez que la decisión administrativa se sustentó en hechos, datos ciertos y 
probados tal como se explicó tanto en la sustentación de la excepción de inepta demanda como 
en la respuesta al cargo primero.

En tal sentido señora Juez, no se evidencia la falsa motivación alegada por la parte actora, toda 
vez que en la respuesta a su petición (Oficio de salida N° 2022150002455381 del 29 de julio de 
2022), se le indica con suficiente claridad los motivos por los cuales el pago efectuado no puede 
estar dentro del marco establecido por el artículo 45 de la Ley 2155 de 2021; se insiste los actos 
administrativos Liquidación Oficial N° RDO 2017-02351 del 21 de julio de 2017, y la Resolución 
N° RDC 423  del 27 de julio de 2018, al 31 de junio de 2021 no se encontraban ejecutoriados en 
consecuencia los ajustes u obligaciones allí determinadas no se podían aún considerar en mora.

CARGO TERCERO: VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 831 DEL CÓDIGO DE COMERCIO – 
DETRIMENTO PATRIMONIAL.
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Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el demandante 
con fundamento en las siguientes consideraciones:

Como se indicó en la respuesta al cargo primero, es la misma Ley 2155 de 2021, la que en su 
artículo 45 define el derrotero para la aplicación del beneficio tributario:

ARTÍCULO 45. REDUCCIÓN TRANSITORIA DE SANCIONES Y DE TASA DE INTERÉS PARA LOS 
SUJETOS DE OBLIGACIONES ADMINISTRADAS POR LA DIAN, ASÍ COMO RESPECTO DE LOS 
IMPUESTOS, TASAS Y CONTRIBUCIONES DEL ORDEN TERRITORIAL. Para las obligaciones 
administradas por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, así como respecto de los 
impuestos, tasas y contribuciones del orden territorial, que se paguen hasta el treinta y uno (31) de 
diciembre de 2021, y para las facilidades de pago que se suscriban con la DIAN y los entes territoriales 
hasta el treinta y uno (31) de diciembre de 2021, respecto a las obligaciones que presenten mora en el 
pago a treinta (30) de junio de 2021, y cuyo incumplimiento se haya ocasionado o agravado como 
consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19, las sanciones y la tasa de interés moratoria 
se reducirán y liquidarán en los siguientes términos: (subrayado propio)

A. Las sanciones, incluyendo aquellas que se liquiden en actos administrativos independientes, y sus 
actualizaciones se reducirán al veinte por ciento (20%) del monto previsto en la legislación aduanera, 
cambiaria o tributaria.

B. La tasa de interés moratoria establecida en el artículo 635 del Estatuto Tributario será liquidada 
diariamente a una tasa de interés diario que sea equivalente al veinte por ciento (20%) de la tasa de 
interés bancario corriente para la modalidad de créditos de consumo y ordinario, certificado por la 
Superintendencia Financiera de Colombia.

PARÁGRAFO 1o. En caso de incumplimiento, las resoluciones mediante las cuales se otorgó la 
facilidad de pago prestarán mérito ejecutivo, sin que se requiera de liquidación oficial u otro acto, y 
procederá el procedimiento de cobro coactivo respectivo por la suma total de la obligación más el ciento 
por ciento (100%) de las sanciones e intereses sobre los cuales versa dicha facilidad de pago. Para tal 
fin, los intereses serán reliquidados a la tasa establecida en el artículo 635 del Estatuto Tributario. Si el 
incumplimiento de la facilidad de pago corresponde a la declaración de retención en la fuente, se 
aplicará lo dispuesto en el artículo 580-1 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 2o. La presente disposición aplica igualmente para las obligaciones parafiscales de 
determinación y sancionatorias que se encuentren en proceso de cobro adelantado por la Unidad de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales (UGPP). Lo anterior no aplica a los aportes e 
intereses del Sistema General de Pensiones.

Ahora, si bien para el 28 y 29 de diciembre de 2021, fecha en la cual la demandante realiza los pagos al 
Sistema por intermedio de PILA y el valor de las sanciones al Tesoro Nacional por intermedio del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, la Ley 2155 estaba vigente; pero no es menos cierto, que este beneficio 
cubría o cobijaba las obligaciones en mora incorporadas y/o contenidas en actos administrativos 
ejecutoriados al 30 de junio de 2021.

Entonces, en este tipo de beneficios o alivios de tipo tributario le corresponde a los aportes y/o 
administrados cumplir de forma diáfana con todos los requisitos previstos en la Ley para poder acceder a 
ellos. Para el caso en particular, la demandante sabia y tenia claro que al 30 de junio de 2021, aún no se 
había resuelto el recurso de apelación que la UGPP había interpuesto en contra de la sentencia de fecha 
28 de septiembre de 2020, por ende no se podía predicar la ejecutoria de los actos demandados la cual 
se encontraba suspendida  en virtud de lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 829 del Estatuto Tributario; 
que luego con la expedición o proferida la sentencia de segunda instancia el 28 de octubre de 2021, 
notificada el 05 de noviembre del mismo año, si surge la ejecutoria pero sin que pueda predicarse que 
tiene efectos retroactivos a fin o para que el pago pueda ser reconocido e incorporado como parte de los 
beneficios tributarios del artículo 45 de la Ley 2155 de 2021, como lo pretende la demandante.

De otro lado, es claro que los pagos efectuaos por la demandante deben ser aplicados a la obligación, 
pero no con la intención de tenerla como cancelada al 100%, es claro que la UGPP realizar la verificación 
de ellos aplicándolos a la deuda como un abono a la obligación, y el proceso de cobro deberá continuar 
en pro de obtener su pago total.
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Conforme con lo expuesto, es errado considerar que existe un enriquecimiento sin causa a favor de la 
UGPP o mejor del Sistema de la Protección Social, y un consecuente detrimento patrimonial de la 
demandante.

Por último, frente al listado y cumplimiento  los requisitos que relaciona el demandante se observar que 
estos corresponden a los beneficios contemplados en el artículo 46 de la Ley 2155 de 2021, pero en lo 
atinente a la CONCILIACIÓN CONTENCIOS -ADMINISTRATIVA EN MATERIA TRIBUTARIA, 
ADUANERA Y CAMBIARIA, que no es el caso que nos ocupa.

CARGO CUARTO: VIOLACIÓN A LOS PRINCIPIOS DE LA BUENA FE Y LA CONFIANZA 
LEGITIMA.

Al respecto Señora Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el demandante 
con fundamento en las siguientes consideraciones:

Frente a los principios de buena fe y confianza legítima se indica:
 
El artículo 83 de la Constitución Política dispone:
 

“ARTICULO  83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse 
a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten 
ante éstas.”
 

Por su parte el numeral 4 del artículo 3 del C.P.A.C.A., señala:
 

“4. En virtud del principio de buena fe, las autoridades y los particulares presumirán el 
comportamiento leal y fiel de unos y otros en el ejercicio de sus competencias, derechos y 
deberes."

La buena fe como principio constitucional señala que las autoridades públicas están obligadas a 
presumir la buena fe en las actuaciones de los particulares y obliga a unos y otros a actuar de 
conformidad con este postulado. Sobre el tema, la Corte Constitucional en sentencia C-544 del 
1 de diciembre de 1994, M.P. DR. JORGE ARANGO MEJÍA señaló:
 

(…)
 

La buena fe ha sido, desde tiempos inmemoriales, uno de los principios fundamentales del derecho, 
ya se mire por su aspecto activo, como el deber de proceder con lealtad en nuestras relaciones 
jurídicas, o por el aspecto pasivo, como el derecho a esperar que los demás procedan en la misma 
forma.  En general, los hombres proceden de buena fe: es lo que usualmente ocurre.  Además, el 
proceder de mala fe, cuando media una relación jurídica, en principio constituye una conducta 
contraria al orden jurídico y sancionada por éste. En consecuencia, es una regla general que la 
buena fe se presume: de una parte es la manera usual de comportarse; y de la otra, a la luz del 
derecho, las faltas deben comprobarse.  Y es una falta el quebrantar la buena fe.
 
Teniendo en cuenta lo anterior, a primera vista, el artículo transcrito parecería inútil.  ¿Por qué se 
incluyó en la Constitución? La explicación es sencilla: se quiso proteger al particular de los 
obstáculos y trabas que las autoridades públicas, y los particulares que ejercen funciones públicas, 
ponen frente a él, como si se presumiera su mala fe, y no su buena fe.  En la exposición de motivos 
de la norma originalmente propuesta, se escribió:
 
"La buena fe, como principio general que es, no requiere consagración normativa, pero se hace aquí 
explícita su presunción respecto de los particulares en razón de la situación de inferioridad en que 
ellos se encuentran frente a las autoridades públicas y como mandato  para éstas en el sentido de 
mirar al administrado primeramente como el destinatario de una actividad de servicio.  Este 
mandato, que por evidente parecería innecesario, estaría orientado a combatir ese mundo absurdo 
de la burocracia, en el cual se invierten los principios y en el cual, para poner un ejemplo, no basta 
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con la presencia física del interesado para recibir una pensión, sino que es necesario un certificado 
de autoridad que acredite su supervivencia, el cual, en ocasiones, tiene mayor valor que la 
presentación personal". (Gaceta Constitucional No. 19. Ponentes: Dr. Alvaro Gómez Hurtado y Juan 
Carlos Esguerra Potocarrero.  Pág 3)
 
Claro resulta por qué la norma tiene dos partes: la primera, la consagración de la obligación de 
actuar de buena fe, obligación que se predica por igual de los particulares y de las autoridades 
públicas.  La segunda, la reiteración de la presunción de la buena fe de los particulares en todas las 
gestiones que adelanten ante las autoridades públicas.
 
Es, pues, una norma que establece el marco dentro del cual deben cumplirse las relaciones de los 
particulares con las autoridades públicas.  Naturalmente, es discutible si el hecho de consagrar en 
la Constitución la regla de la buena fe, contribuya a darle una vigencia mayor en la vida de relación, 
o disminuya la frecuencia de los comportamientos que la contrarían

 
(…)

 
La misma Corporación, en la Sentencia C-1194/08, ha definido el principio de buena fe 
como: “aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 
comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían 
esperarse de una “persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe presupone la existencia de 
relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y 
credibilidad que otorga la palabra dada”. Del mismo modo, aclara que es una presunción juris 
tantum, es decir que admite prueba en contrario:

“(…)La Corte ha señalado que la buena fe es un principio que de conformidad con el  artículo 83 
de la Carta Política se presume y conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se presume 
en las actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, es decir en las 
relaciones jurídico administrativas, pero dicha presunción solamente se desvirtúa con los 
mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico vigente, luego es simplemente legal y por 
tanto admite prueba en contrario.(…)”.

De lo anterior, es posible inferir que la buena fe no es un valor absoluto; en materia administrativa, 
es una presunción a favor del administrado, la cual se extiende a sus actos y a la presunción de 
veracidad y certeza de los documentos que allega a un proceso de esta naturaleza.

En el caso bajo estudio, contrario a lo señalado por la demandante no se observa que con el 
actuar de la administración se haya violado el principio de buena fe, la UGPP en primer lugar, 
porque los requisitos para acceder a los beneficios tributarios vienen inmersos en la Ley, y que 
le corresponde a la UGPP velar por su estricto cumplimiento.
 
Sobre el tema bajo  estudio, es preciso traer a colación lo sostenido por el Consejo de Estado – 
Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Cuarta, en sentencia de fecha 16 de marzo de 
2011, Radicado No. : 66001-23-31-000-2005-00808-01(16522), Consejera ponente: CARMEN 
TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ:
 

“En cuanto al principio de la buena fe, la Constitución Política ordena:
  
"ARTICULO 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse 

a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten 
ante éstas".
 
Esto hace referencia al deber ser de las autoridades administrativas de obrar con honestidad 
y claridad en la realización de todas y cada una de las actuaciones y a la obligación de los 
particulares de ajustar su proceder frente a la administración en los mismos términos.
 
En el caso está demostrado que el contribuyente con sus prácticas buscada el incumplimiento de la 
ley y entorpecer la investigación tributaria iniciada por la Administración Local de Impuestos de 
Pereira.
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 La sociedad Cable Unión de Occidente cambió de manera reiterada su domicilio, a tal punto que el 
Director de Impuestos y Aduanas Nacionales lo debió establecer mediante la Resolución 05040 del 
17 de junio de 2003 en la ciudad de Pereira; y como quedó citado en el Acta de Asamblea General 
Extraordinaria de Accionista de fecha 3 de enero de 2003, la única intención era evitar ser 
investigados por la DIAN.
 
De todo esto queda claro, que quien violó el principio de la buena fe, no fue la Administración 
Tributaria, sino que por el contrario quien actúo con deslealtad, con intención negativa para 
evitar la actividad del ente investigador fue la sociedad demandante.
 
En este orden de ideas, es claro que el principio de la buena fe no fue transgredido, si no que fueron 
los procedimientos adoptados por el contribuyente los que obstaculizaron la labor de la 
Administración. 
 
De otro lado, manifiesta el demandante que no fueron valoradas las 1679 copias allegadas con el 
recurso de reconsideración, en consideración a que estas no fueron autenticadas.
 
Precisa la Sala que el demandante no indica cual documento de las 1679 copias se debe valorar, 
por lo que el análisis se hará teniendo en cuenta la decisión adoptada por la Administración, en 
cuanto las excluyó por no reunir los requisitos del artículo 178 del Código de Procedimiento Civil[1].
 
Al respecto el artículo 742 del Estatuto Tributario dice que “La determinación de tributos y la 
imposición de sanciones deben fundarse en los hechos que aparezcan demostrados en el respectivo 
expediente, por los medios de prueba señalados en las leyes tributarias o en el Código de 
Procedimiento Civil, en cuanto estos sean compatibles con aquellos” y el artículo 743 del mismo 
Estatuto establece que la idoneidad de los medios de prueba estriba, en la exigencia que para 
establecer determinados hechos preceptúen las leyes tributarias o las leyes que regulan el hecho 
por demostrarse y, a falta de unas y otras, de su mayor o menor conexión con el hecho que trata de 
probarse y del valor de convencimiento que pueda atribuirles, de acuerdo con las reglas de la sana 
crítica, lo cual concuerda con lo expresado en el artículo 187 del Código de Procedimiento Civil en 
relación con el mismo tema, así:
 
“Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las 
reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
existencia o validez de ciertos actos.
El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”.
 
Así las cosas, la Administración o el interesado podrán recolectar o aportar los medios de prueba a 
su alcance o de los terceros con los que efectuó las transacciones que consideren conducentes 
para llevar al convencimiento de la existencia o no de dicha obligación, correspondiéndole al 
funcionario competente estimar el valor probatorio correspondiente.” (Resaltado propio)

 
Por su parte, respecto de la confianza legítima, señala la Corte Constitucional en sentencia C-
131 de 2004 M.P. DRA. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ: 

En esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un medio 
jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo significa, en términos 
muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho en razón de 
un determinado comportamiento en relación con otro, o ante la comunidad jurídica en su conjunto, 
y que producen determinados efectos jurídicos; y si se trata de autoridades públicas, consiste en 
que la obligación para las mismas de preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio 
frente a los particulares, surgido en un acto o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés 
público imperioso contrario. Se trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a 
cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades públicas. En tal sentido, no 
se trata de amparar situaciones en las cuales el administrado sea titular de un derecho 
adquirido, ya que su posición jurídica es susceptible de ser modificada por la Administración, 
es decir, se trata de una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o 
regulación jurídica no serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se 
encuentre, en estos casos, ante la obligación de proporcionarle al afectado un plazo 
razonable, así como los medios, para adaptarse a la nueva situación.

 



15

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423

Línea fija en Bogotá: (1) 4926090
Lunes a viernes de 8:00 am a 6:00 pm.

Recepción de correspondencia:
Avenida Carrera 68 No 13-37 (Bogotá, D.C.)

Centro de Atención al Ciudadano
Calle 19A N° 72 – 57 Locales B 127 Y B128 
Centro Cial. Multiplaza – Bogotá D.C.

Lunes a viernes de 8:00 a.m. a 5:00 p.m.

El principio de la confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en que 
el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones 
con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que 
ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, de lesionar o 
vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los 
particulares se habían hecho con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, 
bien que se trate de comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones 
legales o interpretaciones de las normas jurídicas. De igual manera, como cualquier otro principio, 
la confianza legítima debe ser ponderada, en el caso concreto, con los otros, en especial, con la 
salvaguarda del interés general y el principio democrático.

(…)

De la cita anterior, se observa que el principio se refiere a la confianza que nace en el ciudadano 
frente a un medio jurídico estable y previsible, en el cual pueda confiar, sin que surjan 
modificaciones jurídicas intempestivas y que en el evento que estas surjan, el Estado propicie 
los plazos y medios para que los ciudadanos afectados puedan adaptarse a la nueva situación.

En el caso en estudio no observa que mi representada con la expedición del oficio N° 
2022150002455381 del 29 de julio de 2022, haya transgredido la confianza legítima de la señora 
MARTHA RUTH LÓPEZ CORREA, tampoco que se hayan cambiado las condiciones para 
acceder a los beneficios del artículo 45 de la Ley 2155 de 2021, toda vez que la UGPP actuando 
en derecho realizó la verificación de los mismos y ante la ausencia de ellos declinó para acceder 
a la terminación del proceso de cobro N° 93272.  En tal sentido no le asiste razón a la 
demandante

IV. PETICIÓN

Con fundamento a lo largo de este escrito respetuosamente solicito:

1. Que de conformidad con lo previsto en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, por medio del 
cual se adiciona el artículo 182A de la ley 1437 de 2011, en concordancia con lo dispuesto 
en la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, que adopta  las medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención en los usuarios del servicio de justicia”, se 
contemple la posibilidad de aplicar la figura de la sentencia anticipada en lo contencioso 
administrativo, al tratarse de un asunto de puro derecho.

2. Se NIEGUEN en su integridad las súplicas de la demanda confirmando la legalidad de la 
comunicación de salida N° 2022150002455381 del 29 de julio de 2022, por encontrarse 
ajustada plenamente al ordenamiento jurídico y a los supuestos fácticos que les sirvieron de 
causa; sin que haya sido posible la demostración del quiebre de la presunción de legalidad 
con la que fue expedida, ante la infundada formulación de los cargos contenidos en la 
demanda y la insuficiente carga probatoria para accederse al restablecimiento del derecho 
proclamado.  

 

V. MEDIOS DE PRUEBA

Lo aquí afirmado, encuentra sustento probatorio en la documentación que se aporta en Medio 
Magnético (enlace en DRIVE), por medio del cual se puede descargar y que contiene los 
antecedentes que dieron origen a la comunicación de salida N° 2022150002455381 del 29 de 
julio de 2022, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 4° parágrafo 1° del Artículo 175 
del C.P.A.C.A. y ordenado por su despacho en el auto admisorio de la demanda, a los cuales 
solicitó que se les dé el valor probatorito correspondiente.
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VI. ANEXOS

1. Poder para actuar en representación de la UNIDAD, junto con el mensaje de datos y los  
soportes correspondientes.

2. Enlace en DRIVE por medio del cual se tiene acceso y descarga los antecedentes que 
dieron origen a la comunicación de salida N° 2022150002455381 del 29 de julio de 2022, 
en cumplimiento de lo establecido en el numeral 4 parágrafo 1 del Artículo 175 del 
CPACA., la igual que se puede descargar la carpeta relativa a los fallos y/o jurisprudencia 
que se aporta.

https://drive.google.com/drive/folders/1_8s8skRSNEQrc0COU9po6ggZR7TPRPAC?usp
=share_link

VII. NOTIFICACIONES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social – UGPP recibe notificaciones en la Calle 26 N° 69B- 45 piso 2 de la ciudad de 
Bogotá D.C., y/o en nuestra dirección electrónica para recepción de notificaciones judiciales 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y el suscrito en el correo institucional 
acalderong@ugpp.gov.co.

De la Señora Juez,

ARMANDO CALDERÓN GONZÁLEZ
C. C. N° 79.699.184 de Bogotá D.C.
T. P. N° 118.579 del Consejo Superior de la J.  

Correo institucional: acalderong@ugpp.gov.co
CEL: 314-3590447

https://drive.google.com/drive/folders/1_8s8skRSNEQrc0COU9po6ggZR7TPRPAC?usp=share_link
https://drive.google.com/drive/folders/1_8s8skRSNEQrc0COU9po6ggZR7TPRPAC?usp=share_link
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